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La presente investigación tiene como objetivo determinar quiénes son los sujetos activos 
del delito de Omisión Asistencia Familiar (OAF), en la modalidad de simulación de otra 
obligación alimentaria. Dentro del código penal, esta conducta se encuentra tipificada en el 
segundo párrafo del art.149, en el cual se describe al obligado quien simula otra obligación 
alimenticia en connivencia con otra persona. Esta descripción, sin embargo, es defectuosa, 
pues nos da a entender que dentro de tal conducta podrían participar como sujetos activos 
los familiares del obligado, empero, este último no solo actuaría con un familiar para simular 
una obligación alimentaria, sino que además tendría la necesidad de acudir a otro sujeto 
activo con la finalidad de omitir darle al alimentista lo que realmente le corresponde, por 
ejemplo, un abogado, un médico, etc. En nuestro país este tipo de práctica se da muy 
frecuentemente haciendo caer en error al operador de justicia, teniendo como 
consecuencia una afectación grave para el bien jurídico protegido, esto es, la familia. 
El capítulo 1 contiene la descripción de los antecedentes históricos del tema. En el capítulo 
2 se encuentra el estado de la cuestión acerca de la problemática planteada. En el capítulo 
3 se expone y argumenta por extenso la postura de la investigación. El capítulo 4 plantea 
las objeciones y argumentos en contra de nuestra postura, así como las contras objeciones.  
v 
 
Finalmente, la conclusión del trabajo fue que los sujetos activos de este delito pueden ser 
otras personas además de los familiares del obligado, como son los médicos, abogados, 
etc. los cuáles deberían recibir una sanción penal por ser partícipes de la simulación de 
otra obligación de alimentos en connivencia con aquel.  
 



















































The objective of this research is to determine who are the active subjects of the crime of 
Omission Family Assistance (OAF), in the simulation modality of another food obligation. 
Within the penal code, this behavior is typified in the second paragraph of art.149, which 
describes the obligor who simulates another maintenance obligation in collusion with a third 
party. This description, however, is defective, because it gives us to understand that within 
such conduct could participate as active subjects the relatives of the obligated, however, 
the latter not only act with a family to simulate a food obligation but also have the need to 
go to a third party with the purpose of omitting to give to the retailer what really corresponds 
to him, for example a lawyer, a doctor, etc. In our country, this type of practice occurs very 
frequently, causing the justice operator to fall into error, with the consequence that the 
protected legal good, that is, the family, is seriously affected. 
Chapter 1 contains the description of the historical background of the subject. In chapter 2 
you will find the state of the question about the problem posed. In chapter 3 the position of 
the investigation is exposed and argued extensively. Chapter 4 raises the objections and 
arguments against our position as well as the objections. The methods used for this 
investigation were dogmatic, exegetical and functional. 
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Finally, the conclusion of the work was that the active subjects of this crime may be other 
people besides the relatives of the obligor, such as doctors, lawyers, etc. which should 
receive a criminal penalty for being part of the simulation of another obligation of food in 
collusion with that. 
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La familia es la pieza fundamental de la sociedad. Su protección y defensa es necesaria 
para impedir su afectación y por ende su resquebrajamiento. La justicia cumple o debería 
cumplir con este importantísimo rol de salvaguardarla. En pleno siglo XXI muchas 
personas, y dentro de ellas los mismos profesionales, incluso los de derecho, hacen mal 
uso de sus capacidades y competencias atentado gravemente contra el bienestar de la 
familia en general. Se trata de un fenómeno delictivo muy común en nuestra sociedad 
peruana, denominado omisión a la asistencia familiar (en adelante OAF) en su modalidad 
de simulación de otra obligación de alimentos y que es motivo de la presente investigación.  
Esta inconducta inicia cuando un sujeto no tiene la intención de cumplir con su obligación 
alimentaria, y por ello acude ante un profesional de derecho quien le aconseja que un 
pariente cercano, le interponga una demanda por alimentos para que, al momento del 
prorrateo, esto es de la división del monto total, el demandante, no obtenga el total del 
porcentaje solicitado sino una prestación mucho menor.  
Vemos entonces como el obligado confabula con otras personas, de la mano de un 
abogado, para simular una obligación alimentaria. Sin embargo, cuando esta conducta 
dolosa es denunciada ante el ministerio público buscando una sanción penal, nos 
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encontramos con que solo se castiga al obligado mas no a las personas que participaron 
en dicha conducta. En efecto, en el Art. 149 del Código Penal (CP) de nuestro país, en su 
segundo párrafo se establece una sanción solamente para el sujeto activo, mas no hace 
referencia alguna a los demás sujetos que actuaron en connivencia con el obligado 
alimentista, ni establece sanción alguna para ellos. Muchos autores, solo definen como 
sujeto activo al deudor alimentista, así mismo esta norma da a entender que la connivencia 
no solo se daría con otra persona quien podría ser un familiar, también podría involucrar al 
mismo abogado defensor, otros profesionales. A mayor abundancia, en la jurisprudencia 
nacional e internacional revisada en nuestra indagación, se pudo verificar que, en esta 
modalidad delictiva de este delito, no solo el obligado es pasible de punición sino también 
las personas que participan en este ilícito, lo que fue verificado mediante las fuentes de 
información analizadas como doctrina, jurisprudencia y legislación nacional. 
Es por ello que el tema de la presente tesis trata acerca de la determinación de los sujetos 
activos en el delito de OAF en la modalidad de simulación de otra obligación alimentaria, 
Arequipa 2018.  
El problema general de nuestra investigación se traduce en la siguiente interrogante: ¿Es 
probable que una persona además del obligado pueda ser sujeto activo en el delito de 
OAF, en la modalidad de simulación de otra obligación de alimentos? 
Asimismo, nos hemos planteado dos preguntas específicas ¿Cuáles son los elementos del 
tipo penal en el delito de OAF?, así mismo ¿Quién son las personas que pueden actuar en 
connivencia con el obligado en el delito OAF, en la modalidad de simulación de otra 
obligación de alimentos? 
El objetivo general fue: Determinar si además del obligado pueden otras personas a ser 
sujetos activos en el delito de OAF, en la modalidad de simulación de otra obligación de 
alimentos. Como primer objetivo específico se planteó: Determinar los elementos del tipo 
penal en el delito de OAF. Como segundo objetivo específico tenemos: Identificar a las 
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personas que pueden actuar en connivencia con el obligado en el delito OAF, en la 
modalidad de simulación de otra obligación de alimentos. 
La Hipótesis de nuestro estudio fue la siguiente: DADO QUE no existe una correcta 
interpretación de quienes son las personas que pueden entrar en connivencia con el 
obligado en el delito OAF, ES PROBABLE que se genere una grave limitación e impunidad 
en el delito de OAF para los sujetos activos en la modalidad de simulación, porque puede 
interpretarse que “la connivencia con otras personas” no incluya a sujetos fuera del círculo 
familiar. 
Los métodos empleados para esta investigación fueron el método dogmático donde se 
analizó doctrina, el método exegético porque se analizará la norma que se encuentra 
tipifica en el art. 149° del CP y el funcional ya que este método toma en cuenta la 
jurisprudencia y casuística. 
En el primer capítulo, se describen los antecedentes históricos del tema. En el segundo 
capítulo nos referimos al marco teórico, en el cual se encuentran las posiciones que 
analizan doctrinariamente este delito como la problemática planteada, sobre los sujetos 
activos en el delito de OAF. En el tercer capítulo de nuestra tesis hacemos referencia a 
aquellas teorías en favor de nuestra postura. El capítulo cuarto planteamos las posibles 
objeciones y argumentos en contra de nuestra postura. Finalmente, plantemos las 

























ANTECEDENTES HISTÓRICOS  
 
1.1. Sujeto Activo del Delito. 
Es el titular de la acción penal, el mismos que genera una agresión al bien jurídico 
protegido por el delito, el sujeto activo se presentado de manera oscura, ya que 
siempre ha ocasionado lesiones a la víctima, agraviado, ofendido. También llamado 
autor. Este sujeto activo tiene la responsabilidad penal de su actuar en los hechos 
que caracterizaron la lesión producidas al sujeto pasivo, es así que decimos que 
esta conducta, genero la dificultad, la lesión, la grave afectación para con el agente 
pasivo, en tanto este es exclusivamente la persona que tendrá la responsabilidad 
penal, por haber puesto en peligro o haber destruido el bien jurídico protegido. 
 
1.2. Autoría. 
Se afirma que el significado de autor no es algo sencillo, como solo aquel que realiza 
el hecho, ya que el ser humano es una persona social y en consecuencia puede 
actuar en colaboración con otras personas. El ser humano no se limita a la autoría 




Las posturas hablan de los seres humanos que con su actuar en los hechos 
investigados, los mismos que se describen en el tipo penal, se le llamaría autor al 
que se le tendría que imputar los hechos investigados (Puig, 1998, págs. 289-287). 
Para Welzel, nos dice que el autor es aquel que se encuentra en los tipos penales, 
lo que nos lleva a decir que los tipos penales son tipos de autoría. Pero este 
concepto deja fuera a los autores intelectuales, mediatos e inductores que 
intervinieron en la elaboración de un hecho, los mimos que encaja en un tipo penal. 
La existencia de la postura base sobre el autor son de cuatro concepciones:  
 La Concepción Unitaria. 
Los defensores de la teoría de la auditoria y participación, piensan que no es 
posible distinguirlas, en ese sentido se entiende que todos los sujetos que 
intervienen en un mismo hecho se les consideran como autores del mismo. Todo 
esto se tiene en la teoría de la equivalencia de condiciones. “Si toda condición 
del hecho, en su concreta configuración es causa del mismo, todos quienes 
aportan alguna intervención al hecho deben considerarse autores del mismo” 
(Puig, 1998, pág. 390). 
 La Concepción Restrictiva. 
En esta definición se emplea el hecho que como autor solo se le llama a aquel 
que genera o comete el ilícito penal o la acción típica.  
Teniendo la teoría objetiva formal quien cree que el autor es todo aquel que entra 
en el círculo del hecho penal.  
La teoría objetiva material, la misma indica como finalidad que el autor es aquel 
que aporte la contribución objetiva. 
 La Concepción Extensiva. 
Se le considera autor a todo aquel que contribuyo en el delito, generando un 
resultado, el mimo que no tuvo contribución constitutiva de una acción típica 
(Puig, 1998, pág. 392). 
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 La Teoría del Dominio del Hecho. 
Donde nos dice que el autor no debe ser limitado con característica, como se 
presenta en la teoría objetivo formal el que presenta la realización de una acción 
típica, el mismo que debe dejar que ingresen los casos de autoría mediata y de 
la coautoría. 
 
1.3. La Autoría Mediata. 
El significado de la autoría mediata aparece con la obra Stübel, donde nos habla 
sobre la participación de varias personas en un delito. La Doctrina nos habla sobre 
el autor mediato incorporando al agente que se vale de otro, que realizo el delito. El 
que utilizo otro como una forma de medio para lograr la lesión al bien jurídico 
(Devesa, 2002, pág. 314). 
 
1.4. La Coautoría. 
Según Jescheck nos habla sobre el mutuo acuerdo que se lleva para que se dé el 
ilícito penal, ya que no basta solo con la manifestación de voluntad propiamente 
dicha sino también se necesita que todos los agentes actúen en conjunto para que 
se consiga, el fin. (Jescheck, Tratado de Derecho penal, 2000, pág. 941). 
 
1.5. La Participación. 
En cuanto a la teoría de la participación se analizó, la participación en la ejecución 
del hecho ilícito penal, ya que la participación significa brindara apoyo en un hecho 
principal para que se realice, siendo el autor y participe quien tiende a relacionarse. 
Brindando una explicación de la participación se tiene las siguientes teorías. 
 Teoría Unitaria o Monista: Esta postura contempla el delito y su pluralidad.  
La teoría de la casualidad: Considerando la cooperación para el delito siendo que 
se le contribuyen con su acción en el ilícito. 
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La teoría de la accesoriedad: Los mismos que considera que el autor del delito 
solo puede ser el que actúa para que se dé hecho del ilícito penal. 
 Teoría Pluralista: La misma que describe que los agentes ya no son participes, 
sino que al momento de producirse un delito ellos tienen autonomía propia para 
que surge otros delitos. 
 
1.6. Complicidad. 
La doctrina implica que es la persona que coopera de forma dolosa en el actuar del 
delito, de forma constante. El mismos que con su contribución no decide cómo se 
da el hecho más solo lo favorece o facilita a que se realice. (Jescheck, Tratado de 
Derecho penal, 2000, pág. 287). 
 
1.7. Encubrimiento. 
Según Castellanos Tena indica que el encubrimiento seda después del delito a 
diferencia de la participación, puesto que él actuara del encubridor se da después 
del actuar delictivo, y la participación se da al momento del hecho. (Castellanos 
Tena, 1999, pág. 289). 
 
1.8. Antecedentes del delito de OAF. 
El ilícito penal de no prestar asistencia familiar es un ilícito netamente del siglo XX, 
siendo así “la base más importante del Derecho Penal Familiar” (Diaz, 1973, pág. 
139). 
En nuestro país, este delito es resguardado mediante la Norma N.º 13906, del 24 
de enero de 1962, también conocida como “Ley de Abandono Familiar” tipificando 
esta conducta en el Código Penal de 1924. (Juristas, Codigo Penal, 1962, pág. 98). 
Tal como lo menciona Cuello Calón, donde indica cuales son los sistemas para que 
se tipifiquen la OAF. Los mismos que se dividen de la siguiente forma: 
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Sistema Restrictivo: Conocido también como el sistema realista, tomando vital 
importancia, ya que solo considera el daño que se ha causado económicamente; el 
no cumplimiento del pago denota únicamente la suma que fija el juez.  
Sistema más Amplio: Este sistema no establece un parámetro que ponga alto a la 
omisión, al monto que fija el juzgador, por lo contrario, mantiene un carácter 
restrictivo. Este sistema es adoptado por las legislaciones de Suiza, Noruega, 
México, Japón, etc.  
Sistema Ecléctico: Incluye primordialmente en el desarrollo de desamparo hacia la 
familia, el desamparo material y el desamparo económico.  
Sistema Idealista: Adoptado en la antigua norma italiana que engloba la asistencia 
tanto económica como moral. (Calon, 1942, pág. 2). 
Nuestra norma en el Perú se encuentra tipificada en el art.149 del CP, el mismo que 
tiene lazos con la norma francesa ya que ellos tipifican en su CP la insolvencia 
económica frente a un derecho que tiene el alimentista fielmente resaltado a nivel 
judicial. El vínculo existente mediante el ilícito de abandono familiar a la omisión de 
deberes tiene una mayor vinculación con la fuente “patrimonial” (Cornejo, 1991, 
pág. 55). 
Antiguamente el dejar de cumplir las obligaciones familiares no tenía sanción penal 
y las demandas de alimentos establecían un límite únicamente en el campo civil. 
Fue en el año de 1924 en Francia, donde empezaron a penalizar este tipo de 
conductas otorgándole la calificación de “abandono de familia” por medio de la 
norma del 7 de febrero 1924, donde penalización las conductas desordenadas 
suscitadas a nivel familiar (Acosta-Madiedo, 2010, pág. 526). 
Dentro del marco legal de nuestro país, los orígenes datan desde el año 1962, 
promulgándose la Ley N°13906, conocida también como “Ley de abandono 
familiar”, ello debido al proyecto de Ley anteriormente establecido que tenía este 
nombre. El C.P. de 1924 no abarcaba este ilícito, básicamente englobaba los delitos 
de familia el adulterio, aquellos matrimonios de forma ilegal, estado civil alteración 
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del estado civil y a la sustracción de menores, dejando de lado el incumplimiento de 
las pensiones alimenticias. Por lo que, en 1962 se añadió este delito dentro de 
nuestra legislación, reuniendo la demanda de distintos sectores para sancionar las 
acciones ilícitas (Legislativo, 1962 , págs. 7-8). 
Con respecto al legislador, este brindo un trato específico, esta clase de procesos 
con la finalidad de darle celeridad y simplicidad, dictándose así el D.L. N°17110, en 
el que se consignaba un plazo con un límite de 90 días sin que se pueda prorrogar 
para realizar el trámite. Por tal motivo, el dejar de cumplir los deberes alimentarios 
se incluye en el C.P. de 1991 con el nombre de OAF en vez de agregarse como 
abandono de familia, nombre con el que era conocido en la Ley N°13906, desde el 
año 1962 (Legislativo, 1962 , pág. 8). 
1.1.1. Ley Francesa.  
Antonio Ferrer Sama, nos menciona que a partir 1913 se conoció ante la 
Reunión General de la Societé Genérale des Prisions la siguiente cuestión: 
Con fecha 11 de febrero del año posterior se planteó la creación de un texto 
claro y moderado, conteniendo la aprobación y del cual se consiguieron 
directrices : la primera engloba un concepto amplio del ilícito de abandono de 
familia, al proponer una sanción del «esposo que sin razón legítima  abandone 
a su cónyuge», de igual forma al «padre o madre que abandone a sus hijos 
en cualquier forma legal que se encuentren bajo su tutela, con respecto a 
segundo criterio este es más  restringido y limitado, con decir que solo se 
concentra en la protección de aquellos problemas de abandono económico o 
material. Por este lado, se establece un límite al abandono material, que inicio 
a los años posteriores la ley de Francia antes mencionada. Sin embargo, el 
punto de restricción de esta ley no residía en concentrar el abandono, sino 
que para recibir una sanción penal es de vital importancia una pensión 
establecida por el órgano jurisdiccional. Estas disposiciones, merecieron la 
admiración de la Sociedad de Naciones Unidas, la cual en su «Declaración 
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de los derechos del Niño», sugerían que los demás Estados se puedan 
inspirar en ella para que generen nuevas normativas respecto al tema (Sama, 
1913, pág. 17). 
El contenido de la ley francesa, cambia por ley del 03 de abril de 1928 para la 
contención en el ilícito de abandono de familia, se dio de la siguiente forma 
Art. 1° será considerado autor por el ilícito de abandono de familia y penado 
con prisión de 3 meses a 1 año o con multa de 100 a 2000 francos, la sujeto 
que omite desempeñar un fallo emitido contra su persona por autoridad 
competente, en virtud del art. 7 de la ley de 13 de julio de 1907, que haya 
sancionado con el abandono de la obligación alimentaria a cualquier 
integrante de su grupo familiar, el mismos que hubiera sido indiferente con 
sus obligaciones más de tres meses sin proporcionar aquellas cargas 
determinadas por el juzgador, u omitiendo cancelar montos de la 
mensualidad. De ser reincidente se otorgará pena de prisión (Sama, 1913, 
pág. 24). 
Según lo menciona el Código de Italia de 1930, este estando protegió a la 
necesidad de tutela ante la entidad jurisdiccional de la familia, llevando a cabo 
que se impongan sus argumentos. La doctrina italiana nos indica que, si la 
garantía de la economía en la familia no es suficiente, se pude requerir la 
creación de figuras delictivas que aseguren su asistencia moral y jurídica, 
tomando en cuenta la vulneración de deberes de familia como «violación de 
obligaciones hacia la Patria».  
Siendo una familia dentro del estado, merece vital importancia y su protección 
está dentro de la norma, e inevitablemente la pena fundamenta 
primordialmente frente a cualquier otra sanción, siendo lo adecuado para que 
cumpla su finalidad (Camaño Rosa, 1950, pág. 98). 
Con esa postura la norma italiana al aseverar en el Código de 1930 todo un 
compendio que protegía penalmente a la familia sirviendo de ejemplo a las 
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normas futuras. El contenido jurídico se encontraba en el Art. 570, el mismo 
que a su vez indicaba que en el caso de que cualquiera de los padres 
abandone el domicilio familiar, o que alguno de ellos tenga una conducta 
moral reprochable que atente contra su familia o se sustrajere de sus 
obligaciones a la patria potestad, la tutela legitima a la de cónyuge, recibirá 
una sanción de reclusión hasta un año.  
1.1.2. Ley de Bélgica del 17 de enero de 1939. 
En este país, se siguió la propuesta francesa que se introdujo a su sistema 
jurídico el 14 de enero de 1928 y modificada el 30 de mayo de 1931.  El 
contenido de la ley era el siguiente  (Calon, 1942, pág. 71). 
Art. 1°. -  Recibirá una pena con prisión de 8 días a 2 meses y con multa de 
cincuenta a quinientos francos (…), el que fuera condenado por resolución 
firme, a cancelar el monto de pensión alimenticia a su cónyuge, a sus hijos o 
padres. Art. 2° Cuando un deudor, en las condiciones estipuladas en el Art. 
1°, se haya encontrado más de 2 meses dejando de cancelar un monto o se 
hubiese sustraído a las consecuencias de una resolución dada por la 
autoridad competente, con el interés de los sujetos o del ministerio público.  
1.1.3. Ley Española del 12 de marzo de 1942. 
Esta norma toma en cuenta de forma relevante la ley de abandono moral, 
siendo esta la más idónea para la realización de su infracción y la de mayor 
eficacia protectora. Le antecede a ella el texto de la V conferencia 
internacional que fue llevado a cabo en Madrid en el año 1933, teniendo como 
fin el proteger y certificar el debido acatamiento de obligaciones a la asistencia 
familiar, dentro de ella los de asistencia moral y económico. Con lo que 
asevera el cumplimiento de las dos clases de obligaciones, uniendo lazos de 
familia y dando vigor e importancia a la institución familiar. 
Dentro de su contenido legal encontramos el siguiente artículo Maggiore (…) 
se refiere en el Art. 1 hace referencia al padre que abandona de forma 
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maliciosa el hogar familiar o que producto de su mala conducta deja de 
cumplir con las obligaciones que le asisten como padre, teniendo la capacidad 
para hacerlo, recibirá un castigo de prisión menor en su grado mínimo y multa 
de 100 a 1000 pesetas. Estas sanciones son relevantes ya que solo se 
impondrán en su máximo grado si el obligado deja de brindar la asistencia 
indispensable para la subsistencia de los menores hijos o quienes están 
incapacitados para el trabajo, padres o cónyuges que realmente lo necesiten, 
salvo que en este último supuesto se encuentren en separación por 
responsabilidad del referido cónyuge. (Maggiori, 2000, pág. 122). 
 
1.2. Tratados Internacionales.  
1.2.1. Los Principales Tratados Internacionales de Derechos Humanos.   
Los países que forman parte de la Corte Internacional de Derechos Humanos 
según el derecho del niño y la niña en la familia, se muestran de acuerdo en 
que el derecho del niño a su alimentación que se encuentra muy necesario el 
recibir cuidados especiales debe sujetarse a los recursos disponibles y que la 
asistencia al niño congregue los requisitos de los medios que se requieren 
indicando todo ello a los padres no personas que se encuentren como sus 
responsables  (Barberis Abrau, 1995, pág. 69). 
La asistencia que se preste a niños con necesidades especiales conforme a 
la vigencia del niño, niña y adolecentes a lo estipulado en la presente la 
norma, será de forma gratuita siempre y cuando sea posible, ello dependerá 
de la economía de los papas o de los adultos encargados que protejan al 
menor, teniendo como fin el cerciorar que el menor imposibilitado posea un 
camino a la enseñanza, salud, etc.  
El protocolo de San salvador donde solicita a los estados inscritos que 
garanticen una adecuada alimentación para con los menores, tanto en la 
época de lactancia y en la época escolar.  
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De Acuerdo a Las Naciones Unidas (ONU). 
De acuerdo a la ONU, debemos de tomar en consideración que es derecho 
de toda persona el contar con alimentos, ello vinculado a la nutrición 
apropiada y con el derecho primordial que tiene todo sujeto a contar con una 
adecuada alimentación para su subsistencia (Unidas A. d., 2010, pág. 79). 
Las Naciones Unidas (ONU) han consignado que el camino a una adecuada 
nutrición es un derecho propio y de compromiso colectivo. La Declaración 
Universal de Derechos Humanos del año 1948 estipuló: "Todo sujeto de 
derecho debe contar con un nivel de subsistencia adecuado que le garantice, 
al igual que su entorno familiar, la sanidad, el confort y en particular los 
alimentos” (Unidas A. d., 2010, pág. 80). 
Se halla en consecuencia que el amparo en la norma de recibir alimentación 
es un derecho primordial de todas las personas, ya que, simplemente la 
comida es parte básica para llevar una vida saludable, activa y con visión a 
futuro indudable. Sin embargo, no es posible la atención y el cuidado a su 
prole, teniendo como consecuencia que las futuras generaciones no puedan 
leer y escribir para desenvolverse con normalidad (Unidas A. d., 2010, pág. 
85). 
 
1.3. Legislación Comparada. 
1.3.1. Venezuela.  
Tomando en consideración la Ley Nº 38.773, la misma que da un resguardo 
a la maternidad, paternidad y sobre todo a la familia siendo que fue publicada 
en el 2007, la normativa venezolana constituyo en sus cuatro capítulos, 
normas contra violencia física, psicológica y sexual, en el siguiente capítulo 
de la misma norma hace referencia a la protección económica, y en el tercer 
capítulo regula toda clases de afectación referente a la maternidad, 
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paternidad y sobre todo a la familia, finalizando nos explica como cueles son 
los factores que crearon para la prevención de violencia familiar. 
1.3.2. Panamá. 
En la regulación panameña encontramos la Ley N° 3, Código de familia que 
es del año de 1994 en el cual nos menciona una causal para el divorcio, la 
misma que sería el trato inhumano que puede recibir una persona, todo esto 
encontrándose en el artículo 212 y el artículo 50, en el cual nos hace mención 
que los menores de edad cuando son víctimas de violencia familiar o daño 
deberán poner en conocimiento a las autoridades esto regulado en el artículo 
502. En cuanto a la problemática de la familia se podrá solicitar el 
asesoramiento de conciliadores del estado para que se llegue a un acuerdo 
para los problemas de pensiones familiares regulado en el artículo 772. 
1.3.3. Bolivia. 
Nuestro país vecino Bolivia, creo la Ley N° 996. En el Código de familia de la 
república boliviana fue creado en el año de 1988, citando el articulo 130 el 
cual nos hace mención sobre el divorcio, el mismo que si se genera con 
violencia mediante insultos o faltas de palabra, tenemos el articulo 130.02 el 
mismos que india que al divorciarse puede solicitarse, el cese de la patria 
potestad. 
1.3.4. España. 
En España tenemos la constitución política española la misma que se creó en 
1978, la que establece responsabilidades a las instituciones públicas para que 
orienten la igualdad de las personas y la integración efectiva, de esta forma 
encontramos el artículo 31.2 que establece la igualdad entre ambos géneros 
en el matrimonio. 
Teniendo esa orientación se tiene la ley 3-2007, de fecha 22 de marzo para 
la igualdad de ambos sexos, teniendo en el código penal una modificatoria de 
fecha 31 de julio del 2003 que fue modificada con la ley 27-2003, la misma 
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que brinda protección a las víctimas de violencia familiar, tomando en cuenta 
esto también como la violencia socio económica.  
En nuestro país la posición que se adopta a partir de la Ley 13906 es  también 
llamada ley de abandono de familia del 24 de marzo de 1962,  que en su 
desarrollo adopta una posición ecléctica, cuyos exponentes se inspiraron en 
la ley de España e Italia, al percibir que las necesidades que emanaban del 
entorno familiar, como los bienes y la moral eran primordiales existían 
intereses por parte del cónyuge responsable del menor alimentista, sin 
embargo, la legislación Francesa, es la que pone un alto a los intereses y 
obligaciones de materia prima (Campana Valderrama), nos advierte “Que al 
plasmar su ejecución las necesidades alimentistas y a la abandono de la 
mujer gestante o del niño, es necesario que incluyan a todas las personas que 
forman parte del grupo familiar, tales como: Cónyuge, hijos, ascendentes, 
adoptado, adoptantes, tutor, curador” (Valderrama M. M., 2013, pág. 123). 
 
1.4. Legislación Nacional. 
1.4.1. Código del Niño Y Adolescente. 
Dándole la connotación y una mayor explicación sobre lo que nos hace 
referencia el articulo Art. 92 en donde se toma en cuenta como alimentos todo 
aquello necesario para el sostén de la familia, lugar para vivir, la vestimenta, 
educación, el trabajo, salud del menor. Se consideran los gastos de gestación 
desde la concepción hasta después del parto.  
Seguidamente resumiendo y explicando Art. 93 los mismos que nos dice que 
es de necesidad de los padres brindar alimentación a sus menores. En el caso 
de ausencia de los progenitores, a la no ubicación de los mismos, quienes se 
encuentran facultados para brindar alimentos son los siguientes parientes: 
a. Los hermanos mayores de edad 
b. Los abuelos 
13 
 
c. Los parientes colaterales hasta el tercer grado 
d. Otros responsables del menor de edad.  
 
1.5. Constitución Peruana 1993.  
En consideración nuestra carta magna nos presenta el Art. 2 en donde el articulo 
hace referencia a varios derechos fundamentales de las personas, sin embargo, la 
parte resaltan te que nos importa, es la que nos indica que si bien es cierto no hay 
penalidad de la libertad por deber un monto de dinero, este pilar no puede ir en 
contra de una decisión judicial por la omisión de obligaciones alimentistas. Seguido 
el Art. 4 el que nos indica que tanto el grupo social como el estado deben de 
proteger al niño, adolescente, a la madre y al anciano que se encuentre en 
abandono, teniendo en consideración que este listado de personas son las más 
vulnerables. 
Tomando en cuenta que el bien jurídico afectado por delito de OAF es la familia, en 
el Art. 6 tenemos la finalidad del estado que es el poder difundir e incentivar la 
paternidad responsable. Reconociendo el derecho que tienen todas las personas y 
en especial las familias. Debiendo asegurar una buena educación con sistemas y/o 
programas de información que consoliden este aspecto, brindando además un 
adecuado acceso a los medios siempre y cuando no afecten la vida o la integridad 
de las mismas. 
Sabemos que todo estado de derecho constituye dentro de sí, un sistema jurídico 
que viene a ser la base de su legislación, en nuestro país la denominada Carta 
Magna, considera a la familia como la institución básica más importante de la 
sociedad, la obligación de brindar con alimentos a la prole, el valor del ser humano 
indefenso que han traído a la vida y que necesita de condiciones económicas 
mínimas para desarrollarse como persona. Otro aspecto resaltante que se debe 
mencionar es que la demanda de alimentos y posterior acceso a la vía penal por el 
delito de OAF. La omisión de brindar alimentos es la consecuencia de situaciones 
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que habitualmente los padres no pueden dar solución, por lo que recurren al Poder 
Judicial haciendo valer su derecho, sin embargo, se originan otros problemas, tales 
como que gran parte de las personas que accionan este derecho ante la tutela 
jurisdiccional son las madres, dentro de nuestra sociedad usualmente los varones, 
los incidentes que se viven dentro del grupo familiar se repiten, entrando a un círculo 
vicioso que gira y gira realizando las mismas conductas, lamentablemente no 
contando con buena información, observándose que las  relaciones tempranas no 
son factibles de poderse fortalecer y por ende no prevalecen en el tiempo siendo lo 
habitual, tal como se hizo mención anteriormente que el cónyuge no pueda  
mantener al grupo familiar y si lo hace, hará lo posible para que el monto que se  
determine su sueldo mensual sean bajo, lo que conlleva a que la cónyuge acuda y 
solicite ante la entidad judicial correspondiente el derecho que le corresponde, 
acompañando a eso en algunos casos ocasiones de violencia familiar, como puede 
observarse existe un enfoque visto desde la perspectiva de sujetos con mínimos 
recursos de economía siendo estos problemas los más habituales significando que 
estas conductas no se muestran en todas las clases sociales. 
Ahora, con respecto al tema que se desarrolla, las normas en la actualidad no 
cubren las perspectivas de los juzgadores que examinan justicia eficaz y oportuna, 
siendo que en la suma de los asuntos no se efectiviza la pena privativa de libertad, 
no asegurando el empuje que se necesita, debiendo de existir una remodelación 
para profesionales, y el entorno social respecto a la revaloración del matrimonio y 
la familia. (Antolin, 2010, pág. 15) 
Tomando en consideración todos los argumentos doctrinarios plasmados en este 
capítulo, en el cual hemos analizados el delito OAF en la época antigua, la misma 
época que describe que este delito comenzó en el continente europeo ante la 
necesidad de proteger el núcleo familiar, ya que la regulación de la normativa 
española, francesa se verifica un gran aporte  para  la  regulación  del abandono 
familiar la misma que fue una fuente de inspiración para nuestra normativa peruana, 
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teniendo en consideración que la ONU se pronunció al respecto considerando como 
bien jurídico protegido a la familia, siendo esta el núcleo de la sociedad que la 
sociedad debe proteger.  
Pues es así que la normativa antigua fue de inspiración para que en nuestra norma 
prime la protección de la familia. Así mismo tomemos en cuenta la Constitución 
Política Peruana de 1993, donde se difunde los derechos fundamentales los 
mismos que tienen como interés la familia, también es necesario resaltar que el 
sujeto activo según la descripción en forma de coautoría o participación afirma 
































ESTADO DE LA CUESTIÓN 
 
2.1 El delito de Omisión de Asistencia Familiar (OAF). 
Art.149.- Este artículo hace referencia a aquella persona que perteneciendo a un 
grupo familiar teniendo la calidad de padre, dejan de asistir con su deber alimentario 
respecto de sus menores a su cargo, más aún si esta0 ordenada por resolución 
judicial por lo que recibirá una sanción con pena privativa de libertad no mayor de 
3 años (…). 
Sin embargo, en el hipotético caso de que el agente aparente simula otra obligación 
de alimentos que incumban a distintas personas o renuncie abandonando 
maliciosamente su trabajo, la pena será la establecida en la norma. (Juristas, 
Codigo Penal, 2009, pág. 102). 
Para Peña Cabrera, “El integrante del grupo familiar que se retira dejando de lado 
a su entorno familiar, dando lugar a un concepto civil de asistencia a la familia, 
causado por el requerimiento de la participación del estado, debiendo de proteger 
la adecuada asistencia a la familia del obligado”. (Cabrera, 2009, pág. 147). 
Es notorio que la diferencia se origina con las entidades del grupo social, que han 
estropeado en tutelar el accionar de los obligados a dar una pensión de asistencia 
alimentaria, algunas obligaciones que se crean en el núcleo familiar o cuasi familiar 
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y asegurando la subsistencia del menor; por ende, “En claridad del provecho de 
todas las personas sujetas de derecho y de la condición de la familia en peligro, se 
estipula el requerimiento de establecer una protección penal”. (Cabrera, 2009, pág. 
148). 
Asimismo, nosotros partimos de la idea que el derecho penal ocasiona más 
perjuicios que provechos, porque sale a flote que la injerencia penal, desde el inicio 
del proceso, hasta la ejecución de la pena negativamente ayuda a optimizar la 
perspectiva económica del grupo familiar, ni nada de lo que ella necesita. 
Contrariamente, aumentaba deudas (Cabrera, 2009, pág. 189). 
El Art. 149° del C.P.P. necesariamente como requerimiento de proceso para que se 
dé la acción penal, el deber alimentario sea consignado por medio de una resolución 
judicial firme y consentida. Razón por la que, nuestra jurisprudencia vinculante al 
respecto exige que con anterioridad al procedimiento de la denuncia se demuestre 
fehacientemente que existe la notificación al procesado esto señalando el 
apercibimiento expreso de instar a la vía penal para su acción correspondiente en 
el supuesto de hacer caso omiso al mandato, de modo que, si el sentenciado 
alimentario no cumple con ejecutar su obligación en el plazo de ley, procederá la 
denuncia penal correspondiente” (Carhuayano, 2017, págs. 41-46). 
La OAF se encuentra tipificado en el art. 149 del C.P, indicando en el tipo penal que 
el ilícito se configura cuando el agente con dolo omite cumplir el deber alimentario 
para con sus hijos, establecido en un proceso civil donde se dicta una resolución 
que brinda la obligación de la pensión alimentaria. (Cabrera, 2009, pág. 450). 
Cuando hablamos del término jurídico jurisprudencia, es cuando expresa que el 
ilícito de OAF. Se da en circunstancias que el obligado  deja de cumplir con intención 
propia su obligación alimentaria establecida mediante mandato judicial; en el 
presente caso, al encontrarse el obligado conforme lo señalado en resolución 
judicial firme respetando los derechos del debido proceso, siendo que se requiera 
el abono de las mensualidades devengadas, las cuales no fueron canceladas, 
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teniendo buenos fundamentos para que el encausado sea posible de condena 
(Gutierrez, 2017, págs. 28-29). 
La unidad familiar es el pilar de toda institución en la comunidad social, incluso el 
estado de derecho, la reconoce como la base de la sociedad y promueve su 
unificación, siendo que cada componente de la misma desempeña un índice para 
la complacencia de sus intereses, que en un medio esencial constituye el deber 
alimentario hacia el grupo familia.  
Nuestra regulación Civil, establece que el deber alimentario está íntimamente 
vinculado con la acepción jurídico – legal de alimentos, deduciéndose como tal, “a 
lo que es imprescindible para sustentar la morada, vestido, alimentos, etc. de 
acuerdo a la situación y contingencias de la familia”. (Peralta, 2007, pág. 26). 
Un aporte importante que se trae a colación es que la asistencia familiar divisa los 
vínculos jurídicos creados a partir de la unión matrimonial, adopción, concubinato o 
simplemente de la paternidad que se determinara en base a la presencia hasta lo 
denominado debito familiar, lo que involucra una obligación alimentaria,  por la 
persona responsable de brindar, de forma originaria y sin pretexto, la manutención 
de las circunstancias de rango mínimo material del sustento y formación de los 
integrantes del grupo familiar. (Peralta, 2007, pág. 35). 
En nuestro país, el delito materia de investigación, es un ilícito que en 1962 se 
sistematizó con la Ley N°.13906 del 24 de marzo, bajo el nombre de ley de 
Abandono de Familia, hoy en día derogada. Ahora, actualmente de acuerdo al 
Código Penal Peruano vigente (1991) en el Libro II, Título III (Delitos contra la 
Familia) definido de la siguiente forma el delito de omisión de prestación de 
alimentos: El que incumple con sus respectivas obligaciones de brindar alimentos 
que fuera establecido por un mandato judicial será reprimido (…), sin perjuicio de 
cumplir el mandato judicial (Legislativo, 1962 , pág. 32). 
También se observan casos en que el obligado expresa otro deber de alimentos en 
complicidad con otro sujeto, renunciando o abandonando su trabajo adrede con el 
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único objetivo de evitar un monto alto para brindar como obligación alimentista. Con 
todo esto el presente delito se materializa en el instante en que el deudor 
alimentante con intención de hacerlo, evita brindar las prestaciones de alimentos 
que necesiten imponer previo mandato judicial en materia civil (Anaya, 1989, pág. 
78). 
El delito de OAF se concreta al omitir las prestaciones de asistencia alimentaria 
habiendo sido estas ordenadas por resolución judicial (Pineda, 2017, págs. 17-18). 
Opiniones de los Doctrinarios al respecto:  
Ezaine señaló que: El delito de OAF trata del incumplimiento de los deberes que 
tienen los padres integrantes de un grupo familiar tales como, el poder brindar 
alimentos, educar, instruir; entre otros. Los ilícitos contra el grupo familiar lastiman 
a los compromisos de paternidad, filiación y están sancionados bajo el rubro de 
omisión a la asistencia familiar, cuya estructura es la siguiente: (1) Incumplimiento 
de deberes de asistencia económica. (2) Abandono de una mujer en gestación 
(Amado Ezaine, 2013, pág. 183). 
El ilícito de omisión tiene una amplia importancia familiar ya que atenta contra todo 
el núcleo de la familia, dejando de lado la seguridad a todos los protegidos por ley 
de contar con necesidades de primer grado que implica la educación, vestimenta, 
alimentación y la salud. (Amado Ezaine, 2013, pág. 189). 
Zannofi expresa que “el proceso de alimentos no contempla la deducción de 
excepciones de previo y especial pronunciamiento, ya que, su situación implicaría 
una dilatación en las etapas del juicio evitando la reducción que desde el inicio se 
pretende conservar” (Zannofi, 2012, pág. 25). 
El proceso de alimentos es rápido puesto que se lleva a cabo en vía proceso 
sumarísimo, por la misma razón de que prima el interés superior del niño. Hoy en 
día este proceso civil con sentencia firme, y el mismo no cumplimiento la sentencia 
se traslada a la vía penal.(Zannofi, 2012, pág. 32). 
Lascano acotó que:  
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El dejar de cumplir la obligación de los alimentos como los deberes de asistencia 
para con su hijo requiere de una acción y el dejar de hacerlo compone una 
negligencia, excepcionalmente en ciertas situaciones donde existan varios 
favorecidos en que los compromisos no pueden ser pagados en su conjunto. Sin 
embargo, se instauran asignaciones para alimentos de forma periódica no 
consumándose por la omisión que se ubica en un punto temporal, sino por una 
forma continua que abarca en el tiempo (Lascano, 1901, pág. 50). 
 El obligado sea padre o madre que dejan de lado sus deberes con el menor 
abandonado, se ven circunscrito en un proceso civil y penal, siendo el órgano 
jurisdiccional el encargado de emitir pronunciamiento judicial obligando al sujeto 
activo deudor alimentario a que pueda cumplir con su deber paternal, ello con la 
advertencia de iniciarse un proceso judicial penal, dilatándose su cumplimiento de 
manera innecesaria (Lascano, 1901, pág. 53). 
Belluscio Asevera nos dice que: “el deber de brindar alimentos es un ligamento 
recíproco entre miembros familiares a favor del menor necesitado. Es una 
vinculación que se basa en principios de solidaridad, frente a una escaseces que 
pueden padecer los integrantes del grupo familiar” (Belluscio, 2002, pág. 468). 
La asistencia alimentaria, abarca lo necesario para la obligación en todas las 
necesidades básicas que requiera el menor alimentado. Por lo que este 
compromiso jurídico exhibe un contenido patrimonial; pero su fin primordial reside 
en la protección del alimentado. Siendo así, los rasgos más significativos de esta 
responsabilidad legal son: la inherencia personal, inalienabilidad, irrenunciabilidad 
y reciprocidad (Belluscio, 2002, pág. 472). 
 Muñoz afirma que este delito de OAF se elabora como una regulación penal en 
blanco, presentando un supuesto de hecho el cual es encontrarse en las pautas 
civiles que regulan estos deberes. Motivo por el cual, la excesiva amplitud de los 
deberes del obligado; mencionan supuestos problemáticos en práctica, a la hora de 
plasmar un parámetro en la materia de prohibición penal (Francisco, 1974, pág. 8). 
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Por lo tanto, debemos considerar que, aunque algunos doctrinarios han querido 
observar este ilícito como un punto de proteger la familia, como la vida, la salud, 
integridad física o bienestar de los alimentados; lo que realmente se aprecia es que 
la regulación de nuestro país ha penalizado la simple desobediencia del obligado, 
con los requisitos que se establecen en el tipo, derivado de una sentencia en la que 
se plasma los montos que se necesita pagar mensualmente (Francisco, 1974, pág. 
17). 
 Maurach y Zipf indican:  
Aplicando el enfoque político-criminal la salida que escoge el Juez es la de 
sancionar al obligado con la privación de su libertad, sin embargo, parece poco 
conveniente, por un lado, el derecho penal expresa el poder de represión en manos 
del estado, castigando conductas hondamente nocivas para el grupo social. Por tal 
motivo, se tendrá que tomar en cuenta la sociedad actual y los cambios de 
paradigmas que surgen en su proceso. Por este modo, la regulación penal realiza 
el rol de última ratio, la necesidad de otorgar un castigo, se tiene que el proceso 
penal debe ser la última vía a escoger por el legislador para comprimir acciones 
antisociales (Zipf, 2002, pág. 82). 
Rodríguez y Serrano Aseveran “el despojarse de estos deberes alimentarios o 
simplemente dejar de efectuarlos es lo que la norma considera como deterioro de 
protección” (Serrano, 2001, pág. 12). 
Es a partir de este límite de seguridad que envuelve la colaboración de otro sujeto, 
en el presente supuesto el sujeto pasivo, de garantizar su subsistencia obteniendo 
necesidades (vestido, recreación, salud, educación y alimentación propiamente 
dicha); de lo que es factible desprenderse el obligado (deudor).  
Muñoz indica que al realizar un preámbulo de estudio de los ilícitos contra las 
relaciones familiares señaló que:  
Aunque la familia sea un ámbito donde se originen determinadas relaciones 
jurídicas, las cuales son objeto de protección y el derecho penal sea de naturaleza 
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de ultima ratio, es necesario su protección y su tipificación en el mismo cuerpo legal, 
tanto que el bien protegido como el propio estado civil o el amparo de los integrantes 
del grupo familiar (Francisco, 1974, pág. 124). 
Sin embargo, este enfoque es cuestionado por Bernel del Castillo Jesús en su obra 
“El Delito de Pago de Pensiones”, donde se argumenta que el ilícito de la OAF se 
origina con la figura de un bien jurídico de vital relevancia, tal como la familia, que 
se encuentra tutelado por el Estado, ya que su deber alimentario depende del 
cumplimiento del pago de alimentos deudor y que se encuentra vinculada con los 
elementos básicos de su subsistencia y siendo el grupo familiar el elemento 
trascendente del Estado. Se llevan a cabo argumentos firmes para desconcertar 
duda alguna que exista sobre la intervención punitiva para tal conducta, más aún si 
nuestra carta magna lo menciona en su artículo sexto estableciendo que es deber 
y derecho de todos los padres de familia el poder alimentar, educar y dar seguridad 
a sus menores hijos (Bernel del Castillo, 1995, pág. 170). 
El comportamiento básico para la tipificación del presente delito consiste en dejar 
de lado el deber alimentista que se ordena por una Resolución Judicial. “Basta con 
no cumplir el mandato para la configuración del tipo y en especial los deberes de 
tipo asistencial” (Bernel del Castillo, 1995, pág. 121). 
Jurisprudencia. 
En este sentido se emitió una resolución por parte de la Corte Superior de Lima por 
Resolución del 01 de Julio de 1998, en la que se afirma: "Que en los ilícitos de OAF, 
el bien jurídico que se protege o tutela es la familia, en especial aquellas 
obligaciones de tipo asistencial, resaltando primordialmente la seguridad de los 
agentes en vulneración, afectados por la OAF siendo de normal desarrollo psico-
físico es puesto en riesgo, teniendo efectos que se presentan siempre y cuando 
existan una acción de inasistencia en sus obligación, esto es, mientras el agente 
activo no cumpla con la obligación alimentaria el delito subsiste"  
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Al respecto, el derecho penal brinda una intervención para la protección del menor 
implicado, tomando en cuenta el interés primordial del menor y el sujeto activo que 
ha asumido legal o voluntariamente su amparo, pero esta vez; siendo coaccionado 
con la pérdida de su libertad y de reparación en caso de incurrir en la violación de 
la figura delictiva propuesta. 
Sentencia de la de Corte Suprema de Justicia de Junín. Sentencia de vista de 
expediente N° 211-2008, resolvió que:  
En el ilícito de OAF, el supuesto de hecho procede al no cerciorarse la dirección 
esperada del agente, del incumplimiento con sus deberes asistenciales que 
ocasiona la insatisfacción de los correlativos derechos subjetivos. 
Por tal motivo, de las estipuladas líneas arriba concluimos que este espacio se 
define como la omisión al cumplimiento de aquellas obligaciones alimentarias a 
favor del alimentista derivando de una sentencia y cuya desobediencia pone en 
riesgo el bienestar jurídico de la familia, siendo sancionado penalmente con la 
privación de su libertad (Junin, 2008, pág. 7). 
La resolución de Corte Suprema de Justicia de Lima. Acuerdo plenario 
extraordinario N° 2-2016, resolvió que:  
Los ilícitos de OAF afectan deberes en vía civil imputadas a aquellos que tienen 
familia y se ponen en riesgo por las acciones abusivas de quienes la propia 
existencia y demás condiciones de vida de los obligados a alimentar, estableciendo 
un límite en su derecho de intervención en la sociedad. Ocasionando dentro del 
ámbito de seguridad y protección que se funde la “seguridad” de aquellos 
integrantes de la familia, teniendo como base obligaciones con asistencia familiar y 
cuya infracción es la base del reproche penal (Lima C. S., 2016, pág. 4). 
Sentencia de Corte Suprema de Justicia de Lambayeque. Recurso de nulidad N° 
5425-1998, resolvió que:  
El no cumplir con deberes de obligación alimentaria, se concreta cuando el deudor 
alimentista omite brindar el deber que le corresponde como consecuencia de una 
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sentencia firme, creándose por esta razón un ilícito de peligro, ya que basta con la 
omisión del mandato y sin necesidad de causar daño a la persona asistida, 
debiendo ser ineludible el dolo en este supuesto. 
Estas acotaciones jurídicas nos llevan a la deducción de que este espacio sea 
definido como el adeudo de una pensión alimentaria por parte del padre deudor, 
teniendo conocimiento que existe una orden judicial y que en consecuencia traerá 
la puesta en peligro de derechos alimentarios del favorecido (Hilares, 2017, págs. 
21-27). 
 
2.2 Obligación Alimentaria. 
Hace mención a las características que se presentan dentro de una obligación 
alimentaria: “las características con base al titular del deber jurídico: el alimentante. 
Tales características son: propia, recíproca, variable, intransferible, irrenunciable, 
incomprensible, partitivo y mancomunada, así como extinguible” (Carhuayano, 
2017, pág. 69). 
Ahora bien, conforme a lo expuesto por Hinostroza quien indica que las 
características de la obligación alimentaria, son las siguientes: “personal, 
inalienable, es circunstancial y variable, es recíproco, no es compensable, no es 
susceptible de transacción, y no prescribe” (Hinostroza, 2012, pág. 463). 
Cabe resaltar que, para ambos autores, mencionados líneas arriba, sus ideas están 
directamente dirigidas al alimentante y por consiguiente sus características, toda 
vez que este derecho se encuentra netamente ligado a una esfera de compromiso 
obligatorio, el cual tiene que asumir para su descendencia, es decir los 
alimentantes. Siendo que es el alimentista es quien depende de manera directa del 
sustento económico que le pueda proveer el alimentante, el mismo que se 
encuentra dentro de una obligación de asumir los compromisos para con su prole. 
Por ello, cuando se hace mención a las características que deban tener toda 
obligación alimentaria de forma inmediata se deben de relacionar con el 
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alimentante, en cuanto a su comportamiento y actuación con este deber y derecho 
(Claus, 1997, pág. 35). 
2.2.1 Presupuestos de Exigibilidad de una Obligación Alimentaria. 
Para determinar los requisitos que exige una obligación alimentaria, se tiene 
lo manifestado por Jiménez (2012), “serán requisitos que tienen que concurrir 
para que surja la obligación de alimentos, el estado de necesidad del 
alimentista, la suficiencia patrimonial y la relación de parentesco entre ambos 
(Jimenez, 1931, pág. 101). 
Reanudado a ello, Canales, hizo mención que:  
[…] son dos los requisitos que permiten establecer de manera clara la 
obligación alimentaria: por un lado, la necesidad del alimentista y la relación 
de familiar entre ambos, alimentista y alimentante (Canales, 2012, pág. 69). 
Es importante recalcar que los presupuestos antes mencionados, la 
necesidad del alimentista y la relación familiar con el mismo, son de 
característica general y expresa, ya que siendo una obligación alimentaria se 
tiene que dar necesariamente de esta forma. No podemos hablar de una 
obligación en alimentos cuando el alimentista cuenta con los medios 
apropiados para su subsistencia y desarrollo. Con respecto a la relación 
familiar con el alimentista, esto tienen que ser debidamente sustentados y 
evidenciable, además de ser estipulado, por lo que, los documentos 
necesarios que se presentan deben demostrar la relación filial. Ahora, el punto 
en debate surge del tercer requisito llamado “La suficiencia patrimonial” y es 
en este caso que no se encuentra del todo claro en la norma vigente de 
nuestro país, abriendo posibilidades para la creación de teorías que buscan 
darle solución. Se puede observar que se ha permitido que todo obligado a 
brindar alimentos deje de lado y no se haga responsable de su obligación en 
el cumplimiento de sus obligaciones alimentarias, ello al no contar con los 
recursos económicos para afrontar dicha carga. Por otro lado, las normas 
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tendrán que adaptarse a la necesidad de prevenir que los alimentantes 
aleguen la insuficiencia económica y usen este tipo de requisito para evadir 
sus responsabilidades alimentarias (Belluscio, 2002). 
 
2.3 Alimentos. 
Para el diccionario de la Real lengua española, donde introducen los alimentos son 
la dación que usualmente tiene por objeto una suma de dinero dirigida a asegurar 
la satisfacción de las necesidades vitales de alguien que no puede procurarse ya 
por sí misma la propia subsistencia. (Española, 1998). 
Además, "Se entiende por alimentos lo que es imprescindible, aquellas necesidades 
básicas del niño o del adolescente para su subsistencia. También las costas del 
embarazo de la madre desde la concepción hasta la etapa de postparto" (Gallegos, 
2014, pág. 451). 
Por lo que, nuestro ordenamiento jurídico ha definido la palabra alimentos, como 
aquellos aportes económicos con la capacidad de llegar a satisfacer las 
necesidades básicas de un sujeto, además de que los alimentos, desde un punto 
de vista económico, satisfacen las necesidades monetarias del mismo (Gallegos, 
2014, pág. 452). 
Prescribiendo en el ordenamiento jurídico:  
Código Civil (1984), en su art. 472° manifiesta que se estimula por alimentos aquello 
que es indefectible para sostener, brindar vestido y asistencia médica según las 
posibilidades de cada familia en particular (p. 234).  
Por otro lado, el Código de los Niños y Adolescentes (1992- vigente a la fecha), en 
su art. 92° prescriben lo siguiente:  
[…] Se considera como alimentos los ineludible para el sustento y demás 
necesidades básicas para la subsistencia del niño o adolescente. También se 
considera alimentos a las costas de la gestación de la madre desde la concepción 
hasta la etapa de post – parto (Hilares, 2017, pág. 46). 
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Por lo expuesto, en los párrafos precedentes se puede interpretar entonces que el 
ordenamiento jurídico nacional se da cuenta la relevancia en la interpretación de los 
alimentos como un derecho inalienable, siendo realmente necesario y de atención 
inmediata para cada persona, por cuanto ésta se encuentra vinculada directamente 
a su adecuado desarrollo. Siendo por ello que los alimentos deben de verse como 
una necesidad, no como una solicitud, ya que cuentan como un carácter de 
obligatorio para con los alimentistas, con lo que se asegura una subsistencia digna 
y un desarrollo adecuado (Hilares, 2017, pág. 47). 
2.3.1 Clasificación de los Derechos Alimentarios. 
El presente trabajo de investigación acoplara la clasificación de los alimentos 
ya que se tiene que tener la definición completa del obligado y el derecho 
alimentas. Para ello se mencionará, como primer punto, a los alimentos 
voluntarios, en el cual el Dr. Valderrama quien ha mencionado con respecto 
a los mismos que, los alimentos son aquellos que se forman o se han de 
generar como consecuencia directa de un reconocimiento mediante una 
aclaración de la voluntad inter vivos o mortis causa (Valderrama M. C., 2007, 
pág. 67).  
Además, Peralta (2007), manifiesta que:   
[…] son tomados en cuenta como alimentos facultativos cuando se originan a 
consecuencia de una declaración de voluntad que se puede dar en tanto el 
alimentante se encuentre en vida y después de muerto, por ejemplo, cuando 
se tipifica la obligación alimenticia en un determinado contrato y que este sirva 
para favorecer a otra persona  y en el caso de cuando un testador generare 
un legado o herencia voluntaria y esta se encuentre determinada a brindar 
alimentos por un tiempo establecido a una o varias personas (Peralta, 2007, 
pág. 567).  
Asimismo, Mallqui y Momethiano (2002), expresan que:  
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[…] los alimentos que derivan de la voluntad de un afecto familiar, son 
conocidos también como patrimoniales toda vez que puedan cumplirse con 
sus patrimonios del alimentante, dándose de esta manera la condición de 
convencionales como por ejemplo en el caso de los testamentos y 
fundaciones, que en gran medida se establecen a través de contratos, tal 
como la renta vitalicia, la sucesión testamentaria y los legados (p.1052).  
De lo señalado precedentemente, esta clase de alimentos, tal y como lo han 
descrito los autores, no establecen una obligación legal, ya que 
evidentemente, estas surgen de la voluntad del alimentante y quien provee 
dichos alimentos. Por lo tanto, este reconocimiento que se da de manera 
voluntaria, no precisamente recaerá en el inicio de un proceso de alimentos 
en vía judicial. Siendo, además, que el alimentante no tiene relación filial con 
el alimentista y por ende no tiene la obligatoriedad de proveer dichos 
alimentos. No obstante, se inspira en el sentido de solidaridad de la persona, 
en un sentido de sensibilidad para el alimentista, esto con la finalidad de 
suministrar las necesidades alimentarias elementales a su prójimo, el mismo 
que se halla en un estado de necesidad, siendo conferido de manera 
generosa a quien esté en mas estado de necesidad de los recursos 
elementales para su subsistencia y apropiado desarrollo.   
Respecto a los alimentos de carácter legal, dice Campana (2003): “este 
ejemplar son los que instauran y plasman de forma exacta la ley a manera de 
obligación que no pueda posponer y, podría decirse, injustificables ya que se 
originan de la unión conyugal, parentesco y adopción” (p.65).  
Por otro lado, Peralta (2008), indica lo siguiente:  
[…] Ahora bien, estos son alimentos que crean un compromiso legal que se 
ubica y localiza en la ley, de esta manera se tiene a los cónyuges, a los padres 
de familia y sus descendientes, a los abuelos y los ascendientes, a los 
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descendientes y sucesores más lejanos, a los hermanos, a los ex cónyuges, 
a los concubinos, entre otros (p. 568).  
En consecuencia y en el orden de ideas de lo ya escrito por los autores citados 
anteriormente, los alimentos legales, como su propio vocablo lo menciona, 
son aquellas normativas que la propia ley ha especificado y obliga, a su vez, 
de manera expresa al alimentista, la exigencia de proveer y dar los alimentos 
necesarios a su descendencia o personas consideradas en una manifestación 
expresa de voluntad. Entonces, se hace necesaria la existencia de un 
instrumento de carácter legal que manifieste que el objetivo de los alimentos 
a proveer se realizará de manera correcta y evidente (Valderrama M. C., 2007, 
pág. 569). 
En ese orden de ideas, se debe entender que los alimentos, conforme a 
Peralta (2008) son aquellos que poseen fomento y logro de satisfacción de 
las necesidades básicas del alimentista, por lo tanto, conforme a ello es 
posible indicar tantos alimentos naturales como civiles (p. 568).  
De otro lado, Mallqui y Momethiano (2002), señalaron que los alimentos son 
pues, necesarios para la sobrevivencia del alimentista, por lo tanto, se 
convierten en imprescindibles e ineludibles. Estos alimentos son el vestido, 
habitación, salud, alimentos propiamente dichos (pag. 1049).  
A proporción de lo antes mencionado, los doctrinarios opinan de manera 
vinculada y precisa que los alimentos son aquellos que son necesarios y como 
su propia terminología lo indica, son elementales para que la persona asegure 
su subsistencia conforme a los patrones de calidad imperiosos para un normal 
desarrollo, siendo que su no cumplimiento y/o dilación en la asistencia de los 
mismos desataría dificultades en el sostenimiento del alimentista (Bramont 
Arias, 2006, pág. 150). 
Esta asistencia de alimentos debe ser entendida como la comida, la vivienda 
y el vestido (en su más extenso concepto). Ahí reside la exigencia de la 
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aplicación y ejercicio de este tipo de suministros. Los alimentos inevitables 
están revestidos de la urgencia, es por dicha razón que es usual pedir este 
tipo de alimentos, de manera frecuente y común, mediante una asignación 
anticipada -medida cautelar- , es por ello, que puede apreciarse que los 
alimentos, denominados básicos o elementales, no deben tener dilación al 
momento de suministrarlos, ya que son primordiales para el sustento, 
desarrollo y normal crecimiento de la persona, tanto así, que despojarla de los 
mismos pone en un gran riesgo al ser humano (Amado Ezaine, 2013, pág. 
189). 
 
2.4 Alimentos Provisionales. 
Para Peralta (2007), son:  
[…] Son alimentos transitorios o temporales aquellos que se otorgan de manera 
momentánea y no inquebrantable por motivos reconocidos o de urgencia, toda vez 
que se haya dispuesto la entrega de alimentos con instrumentos públicos de 
carácter legal, que prueben en forma inequívoca y legal la relación familiar, por 
ende, el juez debe establecer e indicar de manera expresa una retribución temporal 
donde se irán  descontados de los sueldos, lo cual corresponde a una asignación 
anticipada, hasta que haya sentencia firme (Peralta, 2007, pág. 565). 
Además, Mallqui y Momethiano (2002) indican lo siguiente:  
[…] Respecto a los alimentos definitivos: “estos estarán compuestos por la manera 
que determine el órgano jurisdiccional al emitir sentencia en vía judicial, sin 
embargo, esto no es determinante, ya que esto puede ser modificado con el 
trascurrir del tiempo, es así, que el monto asignado puede sufrir variaciones o 
extinguirse de acuerdo a las circunstancias que podrían aparecer (p. 1052).  
Entonces, los alimentos, pueden presentarse de dos formas, provisionales y 
definitivos. Los alimentos provisionales se dan siempre y cuando exista una medida 
cautelar, en este caso, una asignación anticipada, puesto que es imposible dejar 
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sin alimentos a quien corresponde pues estos son esenciales para su subsistencia,  
entonces, mientras se resuelve el proceso, el juez está facultado para otorgar esta 
medida cautelar hasta que emita su fallo definitivo, determinando el monto de dinero 
o porcentaje correspondientes a los alimentos, de manera que se cubran las 
necesidades básicas del alimentista en un periodo determinado de tiempo. Ahora 
bien, respecto a los alimentos definitivos, estos se otorgan a través de una 
resolución emitida por juez competente, en donde, a través de un debido proceso y 
valoración de medios probatorios de manera discrecional, se verifica y aprueba la 
cantidad o porcentaje de dinero que serán equiparables a los alimentos que el 
alimentista necesita, asimismo, la forma del pago de los mismos, hasta que este 
último alcance los 18 años, o después de ellos, conforme a ley, siempre y cuando 
cumpla con las causales específicas (Fernández, 2017, pág. 652). 
Conjuntamente a ello, Campana señala (2003) define a los alimentos como: “Son 
las necesidades esenciales del ser humano. Estas necesidades pueden ser 
materiales y tangibles tales como los alimentos propiamente dichos, vestido, 
vivienda, etc., y también pueden representarse de manera espiritual, como 
educación, salud, etc. Ambos son básicos e indispensables para el correcto 
desarrollo de la persona, en la que comprende a la ética, moral e intelectual” 
(Valderrama M. M., 2013, pág. 23). 
Siendo que, además para Campana (2003), de forma más exacta indica que hay 
los alimentos son de dos tipos, determinándose por su origen. 
 
2.5 Alimentos Voluntarios. 
Este tipo de alimentos, son aquellos que se otorgan producto de una manifestación 
o declaración de voluntad, sin mediar dolo ni vicio alguno, inter vivos o mortis causa 
(Cabrera, 2009, pág. 149). 
Nos referimos a las asignaciones de alimentos que se dan de manera voluntaria 
plena, habiendo también diversos mecanismos o formas para poder manifestar 
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dicha voluntad, como bien indicamos líneas arriba, sin que medie vicio ni dolo 
(Cabrera, 2009, pág. 149). 
 
2.6 Alimentos Legales.  
Este tipo de alimentos son aquellos que se otorgan por medio de una sentencia 
judicial, es decir, por orden de un juez competente, teniendo estos alimentos la 
condición de impostergables y obligatorios, dicha obligación nace una vez que se 
pruebe la relación familiar, estos pueden ser calificados, por ser mandato judicial, 
como alimentos forzosos (Gallegos, 2014, pág. 89). 
Entonces, la prestación de esta forma de alimentos, que se otorgan por una orden 
judicial son alimentos que tienen la calidad de obligatorios o forzosos, por lo tanto, 
no pueden dejarse de lado y se tiene que cumplir con la provisión de los mismos 
(Gutierrez, 2017, pág. 65). 
 
2.7 Sujetos Con Deber De Prestar Alimentos. 
Siendo el Estado quien vela por la unión familiar, tiene también que proteger a los 
miembros de las misma, emitiendo una serie de derechos y también deberes tanto 
para hijos como para padres, estando todos en la obligación moral de cumplirlos, 
sin embargo, ante el incumplimiento del mismos por parte de algún miembro de 
familia, el Estado también nos da la facultad de recurrir al órgano jurisdiccional 
competente para pedir una tutela jurisdiccional efectiva y que se respeten las 
normas. Asimismo, debemos tener presente que los padres de familia tienen el 
deber legal de brindar protección y sostén de sus descendientes de acuerdo a sus 
posibilidades.  
Los alimentos son responsabilidad de ambos padres, sin embargo, si carecieran 
circunstancias por las cuales los padres no existieran o no tuvieran la capacidad de 
proveer alimentos, esta responsabilidad se transmite a los ascendientes directos 
(abuelos maternos o abuelos paternos) que la ley indica, asimismo, los hijos 
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mayores de edad también están obligados y por lo tanto puede nacer dicho deber, 
de asistir con alimentos a sus padres cuando estos no puedan asistirse de manera 
digna.  
El art. 475° del C.C. habilita que estos suministros se otorgan entre sí por cónyuges, 
por descendientes, por ascendientes y en algunos casos por hermanos. De no 
existir, se deben otorgar los alimentos de la manera y orden siguiente: los hermanos 
que tengan la mayoría de edad, los ascendientes, los parientes colaterales, hasta 
el tercer grado y otros comprometidos con el niño o el adolescente. 
Cuando los deberes alimentarios no se cumplen por parte de quien está obligado a 
otorgarlos, trae consecuencias, por lo que la parte agraviada o afectada tiene plena 
facultad de recurrir al órgano jurisdiccional para activar y exigir una tutela 
jurisdiccional efectiva, y es así, que el Estado le otorga la facultad al Poder Judicial 
para administrar justicia y hacer que se cumpla la ley, pudiendo incluso, conforme 
a sus atribuciones llegar a imponer medidas de coerción personal, tal como la 
privación de libertad cuando el proceso se remite a vía penal (Amado Ezaine, 2013, 
pág. 56). 
Una de las ilustraciones sobre este tema es la de Avon, quien es citado por Juan 
Hinostroza M. donde se describe la obligación alimentaria como “el resultado de 
una organización familiar que se deriva por un vínculo de consanguinidad, y que el 
Estado, emitiendo normas, debe cuidar, ya que simboliza los medios de 
sostenimiento indispensable para los miembros de la misma”. Asimismo, no 
debemos olvidar que la obligación alimentaria se amplía además a favor de aquellos 
que aún no han probado su parentesco, por ejemplo, el caso de un hijo que aún no 
ha sido reconocido legalmente ni voluntariamente, a pesar de ello, la ley lo ampara 






2.8 Sujetos con Derecho de Alimentos. 
Conforme a nuestra ley actual y que se encuentra vigente, es habitual que sean los 
menores de edad quienes se ven más vulnerados, y, por ende, la mayoría de 
procesos son entablados por los representantes de los menores. Si se trata de un 
mayor de edad, sólo se otorga cuando no esté facultado para poder subsistir por sí 
sólo, o cuando este cursando estudios de manera satisfactoria, siempre y cuando 
no tenga familia.  De igual forma, se deben alimentos recíprocamente, los cónyuges, 
los ascendientes, descendientes y los hermanos (Belluscio, 2002, pág. 22).  
 
2.9 El Carácter Omisivo del Delito. 
Es cierto que una acción de omisión, no quiere decir simplemente no hacer, si no, 
el no hacer algún acto determinado, en otras palabras, hacer caso omiso a la acción 
que se ordenó. Es decir, desde una vista previa, la que debería ser adecuadamente 
apropiado para evitar afectar un bien jurídico, que en el tipo materia de análisis se 
describe de modo genérico: El no prestar o sustraerse de la obligación de 
alimentaria de lo indispensable para la subsistencia de la persona, que viene a ser 
el sujeto pasivo. Entonces, la conducta correcta es proveer los alimentos al sujeto 
pasivo conforme a ley.  
La idea central de sustraerse de la obligación alimentaria, significaría apartarse del 
deber de proporcionar los medios básicos y necesarios para subsistir. Asimismo, el 
núcleo de la idea de “medios necesarios o indispensables de subsistencia” limita el 
compromiso que nace de la legislación penal ante lo que impone la ley civil a los 
progenitores al obligarles proporcionar a su prole alimentos (Carhuayano, 2017, 
pág. 12). 
De esa forma, ésta última indica o engloba lo que es y no necesario, mientras que, 
en vía penal, los medios de subsistencia hacen referencia a lo que es necesario e 
indispensable para poder vivir, dejando de lado la condición social o hábitos de vida 
del sujeto pasivo. En cuanto al delito de omisión de la asistencia familiar, además 
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de estar considerado como delito, por las consecuencias frente al sujeto pasivo y la 
repercusión social, se hace necesaria y merece una sanción ejemplar. Estas 
circunstancias no afectan solo a los hijos que poseen calidad de alimentistas, afecta 
también a las madres, que de acuerdo a nuestra coyuntura, son quienes 
generalmente asumen la carga familiar ante el abandono de algunos padres 
(Carhuayano, 2017, pág. 13). 
 
2.10 Bien Jurídico Protegido. 
En este orden de ideas, Parraguez mantenía que el tipo en España de abandono 
de familia en la realidad, no protegía a bien jurídico alguno, tampoco la conducta 
comprendía las características para que la acción tenga algún desvalor de acción y 
resultado, entonces, no tiene mayor relevancia que la de castigar o sancionar el 
incumplimiento de los compromisos de naturaleza civil (Parraguez, 2012, pág. 23). 
Estas discusiones nos hacen suponer que las sanciones del abandono de la 
obligación alimentaria responde a criterios amplios que  harían suponer que la 
penalización del abandono de familia respondería a juicios expansionistas y de 
cierta forma buscaría huir o sustraerse del derecho penal, lo cual pretende, como lo 
dice Bernal Del Castillo: “puntualizar la representación de un bien jurídico de gran 
importancia y así eliminar toda duda que haya respecto a la intervención punitiva 
del estado frente a una conducta prohibida (Bernel del Castillo, 1995, pág. 25). 
Por ende, si el delito que viene siendo investigado, supone la contravención de los 
deberes de orden asistencial en el ámbito de la familia, podemos entonces afirmar 
que lo que la legislación penal ampara no es dichos deberes sino los derechos que 
surgen ante determinados deberes. Y esto es porque los deberes se imponen, no 
solamente se protegen. Entonces, cuando hacemos referencia al bien jurídico que 
se protege en el delito de omisión a la asistencia familiar estamos hablando de un 
englobado de derechos correspondientes a la asistencia familiar del sujeto pasivo 
(Bernel del Castillo, 1995, pág. 26). 
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2.11 Elementos Subjetivos. 
Cuando hablamos del delito de omisión a asistencia familiar estamos frente a un 
delito de carácter doloso, es decir, existe conocimiento y voluntad, no admitiendo 
una conducta culposa, y es así porque ante una sentencia emitida por el órgano 
jurisdiccional competente , por lo tanto no admite una modalidad culposa y esto 
resulta así porque la existencia de una resolución judicial que contiene el tipo penal 
como presupuesto objetivo, evidencia que el obligado tuvo pleno conocimiento, por 
ende está informado de la existencia que tiene para con el alimentista, tanto así que 
no puede alegar un desconocimiento (Cruz J. S., 2017, pág. 147). 
Aumentando a lo mencionado precedentemente, al ser la omisión de asistencia 
familiar un delito considerado de peligro, como ya lo mencionamos líneas arriba, no 
puede ser considerado un delito culposo. En cuanto a los delitos de omisión que 
tienen características especiales, y por ello es complicado aplicar un concepto igual 
al dolo que tienen los delitos que no son de omisión, sino más bien de acción, en 
los cuales hay un pleno conocimiento y voluntad de lo que se está haciendo, más 
aún cuando se trate de delitos de peligro, como es el que venimos desarrollando 
(Cruz J. S., 2017, pág. 148). 
De acuerdo al Dr. Villavicencio este indica que “existe complejidad para poder 
determinar exactamente cuándo nos encontramos ante un dolo de carácter volitivo 
que se encuentra en los delitos de omisión, ya que aquí el autor del delito es 
indiferente o simplemente está conforme con el resultado. (Terreros).  En este caso, 
para poder establecer si estamos ante un dolo volitivo en los delitos de omisión 
debemos comprobar en el conocimiento, por cuanto, solamente bastará que se 
tenga conocimiento de que la acción cometida es típica. Sin embargo, es cierto 
también que podríamos estar ante una voluntad de omisión, no es necesaria la 
prueba de ello para poder aceptar que existe dolo, ya que un delito omisión se 
representa cuando existe conocimiento de la acción y de la probabilidad de realizar 
dicha acción. Ahora, probar esta voluntad puede resultar una tarea complicada, y 
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como consecuencia puede conllevar a una impunidad. En consecuencia, en los 
delitos de omisión familiar, para examinar al elemento subjetivo debemos 
centrarnos en comprobar si el sujeto activo tenía pleno conocimiento de su 
obligación, la cual obra en una resolución judicial que ordena el cumplimiento de la 
obligación alimenticia, y que a pesar de la existencia de dicha resolución, el obligado 
se sustrajo de su obligación (Villavicencio, 2019, pág. 159). 
Asimismo, en el delito que estamos investigando, para verificar que hay dolo en la 
omisión a la asistencia familiar se debe comprobar que el obligado tenía 
conocimiento, sin que sea exigible comprobar que este último haya buscado poner 
a su familia en riesgo (Villavicencio, 2019, pág. 159). 
Cuando hacemos mención al elemento subjetivo, este se configuraría con la sola 
omisión de pago, sin importar si las intenciones fueron causar perjuicio o no. Ahora 
bien, hay posturas que rechazan el dolo y proponen la existencia de un dolo 
eventual, el cual se configuraría cuando el obligado abandona a su familia previendo 
que hay probabilidades de que podrían encontrarse en riesgo (Villavicencio, 2019, 
pág. 147). 
Respecto al dolo eventual, como describe María del Mar Díaz Pita, existen diversas 
teorías, una de ellas es el consentimiento y esto quiere decir que el obligado es 
totalmente consciente del resultado de su acción, es decir, al dar su consentimiento, 
significa que estaría de acuerdo con los resultados de sus hechos, en otras 
palabras, no le es indiferente y esto podría traducirse como un objetivo del sujeto 
activo (Pita, 2013, pág. 263). 
 
2.12 Naturaleza Jurídica del Delito. 
2.12.1 Delito de Mera Actividad. 
Como ya venimos desarrollando, el delito de omisión a la asistencia familiar 
es uno de mera actividad, pues este surge efectos inmediatamente con la 
actividad realizada. Como lo manifiesta el autor Enrique Gimbernat Ordeig, 
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los delitos llamados de mera actividad surten resultados con la sola 
realización de la acción, y se diferencian de los delitos llamados de resultado 
pues en estos últimos hay un lapso de tiempo entre la acción y el resultado, 
todo lo contrario de los de mera actividad, en los cuales no hay una 
separación de tiempo. El perjuicio o lesión del bien jurídico se provoca en el 
preciso momento que se actúa o se deja de hacerlo. Asimismo, los delitos 
de mera actividad pueden ocasionar una lesión o una puesta en peligro 
(Ordeig, 2015, pág. 45). 
La OAF es un tipo de delitos de mera actividad, además, de un peligro de 
forma abstracta y se consuma cuando no se realiza el pago de las pensiones 
alimenticias ordenas por un juez competente, sin que sea exigible que se 
obtenga un resultado. Es importante indicar que los delitos de mera actividad 
también son denominados delitos de “conducta simple” porque la sola acción 
u omisión del sujeto produce resultados, en el momento. Resulta también, 
que los doctrinarios aún no se ponen de acuerdo en cuanto a la legitimidad, 
ya que algunos doctrinarios califican como delitos formales, es decir, la sola 
acción u omisión, aunque no produzca lesiones o pongan en peligro un bien 
jurídico es todo lo contrario a lo que quiere decir una transgresión de carácter 
material, donde si hay afectaciones. Es por estas consideraciones que 
muchos de aquellos no tienen la lesión suficiente. También se dice que en 
este tipo de delitos no es elemental que se acredite relación alguna causa 
efecto, por ende, no es necesario que se pruebe una imputación objetiva, lo 
que complica determinar responsabilidades. Es además tendencia en 
nuestra coyuntura actual que se mantengan estos delitos, pues resultan 
indispensables para proteger bienes jurídicos que son de carácter colectivo, 
sin embargo, se advierte que siempre debe existir un grado de perjuicio al 
bien jurídico con la finalidad de conjugarlo con un principio de lesividad (Pita, 
2013, pág. 96). 
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2.12.2 Delito de Peligro. 
Respecto a los delitos de peligro, no es exigible que a consecuencia de la 
omisión de hacer del obligado, el alimentista sufra algún perjuicio, el simple 
hecho de no cumplir representa para el alimentista un peligro, ya que aún es 
una persona dependiente. Así también, indicamos que es un delito de peligro 
de carácter abstracto ya que, contrariamente a los delitos de peligro, la ley 
contempla de manera expresa la existencia de un peligro como un 
presupuesto para su configuración. En este tipo de delitos, resulta que el 
peligro al cual se exponen los alimentistas es tan evidente que no es 
necesario probarlo ante el juez, la ley considera además que algunos 
accionares son “peligrosos” de por sí, por ese motivo ya no resulta necesario 
verificar caso a caso, cual si produjo peligro y cual no, el peligro al cual se 
hace referencia esta inmiscuido en la conducta antes descrita, en cuanto a 
la omisión de asistencia familiar, la ley considera que el solo hecho de no 
cumplir con los deberes de padres desencadenan una exposición a peligro 
de los alimentistas – sujetos pasivos o un riesgo implícito. No es necesario 
demostrar que el sujeto pasivo está en peligro, y por ser un peligro abstracto, 
se deben manifestar los presupuestos facticos. Como bien venimos 
desarrollando, no es necesario probar que el agraviado de la omisión a la 
asistencia familiar se encuentre en una situación de peligro o riesgo, pero se 
debe evaluar cada caso de manera independiente para verificar si el delito 
tuvo la voluntad.  Sin embargo, siempre deberá evaluarse cada caso en 
particular a efecto de verificar si la omisión ha sido puesta en riesgo el normal 
y correcto desarrollo del menor alimentista (Hilares, 2017, pág. 59). 
Como bien indicamos, al ser este delito de peligro abstracto no es necesario 
que llegue a causar una lesión al bien jurídico protegido y tampoco es 
necesario que los afectados hayan estado en una situación de riesgo o 
peligro, bajo estas circunstancias no es relevante que los agraviados hayan 
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sido auxiliados por personas ajenas al obligado, y resulta de esa manera 
porque el delito para que se configure no requiere que los agraviados hayan 
estado en una situación de riesgo o de necesidad, pues el solo hecho de 
sustraerse de la obligación alimentaria es suficiente para que el delito ya se 
haya consumado (Cruz K. D., 2015, pág. 32). 
2.12.3 Delito Permanente. 
El autor Raúl Peña Cabrera (Cabrera, 2009) refiere que este delito es uno 
de naturaleza permanente, porque una vez que el delito se consuma sigue 
lesionando el bien jurídico de forma indefinida y continuada (Cabrera, 2009, 
pág. 456). 
Ahora, según Juan Cordova Roda en la OAF no es relevante si los menores 
alimentistas están bajo el poder de la madre, o si están siendo atendidos por 
ella, pues si esto fuera así no se podría requerir a los padres que no omitan 
sus obligaciones ya que hay otros que cumplen dichos deberes por ellos. Lo 
que conlleva a que estos deberes no pueden ser subrogados por otros 
(Roda, 2009, pág. 87). 
Para Ramiro Salinas Siccha, nos indica que la antijuricidad y su efecto para 
que se consume el delito es intermitente en el tiempo con conocimiento y 
voluntad del sujeto activo, quien es la persona que tiene el dominio de la 
acción, de manera voluntaria. En el año 1998, se debatió en el pleno 
jurisdiccional, donde se acordó por mayoría que estos delitos deben ser 
considerados como delitos instantáneos que producen efectos de forma 
permanente. Asi para Gloria García Paz, para poder identificar los delitos de 
carácter permanente es la descripción de las características de la conducta 
típica ya que de acuerdo a ello se orienta una modalidad ejecutiva. Los 
verbos rectores tales como: tener, retener, detener, ejercer, conducir, son 
considerados algunos de ellos, pues son susceptibles de mantenerse en el 
tiempo. De igual forma, indica como un elemento distintivo lo que denomina 
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como la elasticidad del bien jurídico, ya que los delitos que son permanentes 
no destruyen el bien jurídico, tampoco lo lesionan, ya que una vez que cesa 
el delito es posible recuperar dicho bien jurídico (Sicha, 2008). 
Es por esas razones es que la omisión a la asistencia familiar no podría 
considerarse como uno de carácter continuado, pues el sujeto activo una 
vez que consuma el delito, no comente diferentes delitos, que podrían 
calificarse como independientes, es uno solo, es decir, no puede volverse a 
evitar lo que ya se evitó, entonces, nos encontramos ante una sola acción 
que configura un delito, la cual es la omisión al pago de una pensión de 
alimentos (Sicha, 2008). 
 
2.13 Conducta Típica. 
La conducta de la omisión a la asistencia familiar se consuma cuando el obligado 
omite pagar una pensión de alimentos, que le ordena una sentencia judicial,   con 
pleno conocimiento y voluntad – dolo – se sustrae de su obligación, sin que sea 
necesario que se haya causado un perjuicio al agraviado (Ortiz G. , 2016, pág. 14). 
Podemos entonces afirmar que nos encontramos ante una omisión plena o pura 
cuando el sujeto activo no cumple con lo exigido, y ahí se da un actuar de forma 
positiva pues es propia de una regla de mandato. Ahora bien, las obligaciones que 
imponen las normas pueden ser de carácter negativa o positiva, los de carácter 
negativo se configuran con prohibiciones, es decir, ordenan abstenerse de realizar 
alguna acción, en tanto que las de carácter positivo imponen una obligación de 
actuar. Entonces, como lo manifiesta Gunther Jakobs, cuando hablamos de normas 
positivas hablamos de aquellas que proporcionan ayuda a los demás (Ortiz G. , 






2.14 Definición de Omisión. 
La Real Academia de la Lengua Española ha definido omiso como un adjetivo, 
siendo sus sinónimos palabras como: negligente, perezoso, entonces, entendemos 
que la definición engloba una irresponsabilidad del ser humano.  
Junto a ello, en derecho, el agente es la persona que con su actuar o con su dejar 
de actuar produce resultados.  
En nuestra legislación nacional se sanciona no solo el accionar sino también el 
omitir o dejar de hacer algo, pues esto genera resultados que afectan el bien jurídico 
protegido. Por estas razones el C.P. define en su art. 11° que acciones son 
consideradas delitos y que acciones son consideradas faltas, omisiones o acciones 
que pueden ser dolosas o culposas y que tienen que ser sancionadas de acuerdo 
a ley. 
La omisión tiene su característica principal en un dejar de hacer una acción que la 
ley exige, lo cual produce una lesión y dicha lesión se sanciona.  
 
2.15 Delitos de Omisión Propia. 
Para Reátegui Sánchez (2013) los delitos considerados como aquellos de omisión 
propia también son considerados delitos de mera actividad, debido a que la 
conducta del agente es contraria a lo que la norma exige, dando como resultado 
que el bien jurídico protegido esté en peligro.  
Conforme al presente trabajo de investigación, el delito de omisión a la asistencia 
familiar encuadra en los delitos de carácter de omisión propia, ya que para que se 
consume el delito se debe dejar de cumplir lo que una resolución emitida por un 
juez ordena, lo cual es de carácter vinculante, poniendo en peligro la subsistencia 
de su descendencia, siendo este un actuar doloso. 
De acuerdo a Campana Valderrama, la omisión a la asistencia familiar podría ser 
de carácter mixto, porque puede ser impropia o propia. Esto, podría resultar 
impreciso, ya que los delitos que son impropios existe un deber de garante de parte 
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del agente, contrario totalmente a los de omisión propia, donde el agente puede ser 
cualquier persona, por ende, son situaciones que vendrían a ser excluyentes no 
pudiendo concurrir de forma simultánea (Valderrama M. C., 2007, pág. 156). 
No hay una definición exacta o precisa porque se trataría de una omisión de carácter 
impropia o una comisión que se da por omisión, solo hay una referencia pobre sobre 
la calidad que tendría el obligado con respecto al sujeto pasivo, y le da una calidad 
de garante.  
No se puede negar que, en materia civil, muchas veces el padre de familia es quien 
lesiona el bien jurídico, es decir, se sustrae de la responsabilidad que le impone la 
ley, es así, que el título de garante se le otorga por ley, pero, no es suficiente que 
exista un vínculo familiar que le otorgue la obligación de garante. 
Por estas razones, en doctrina se entiende que existen delitos de omisión 
considerados puros generales y puras de garante, haciendo referencia al primero 
de ellos este es considerado como una trasgresión a las obligaciones solidarias 
respecto a un bien jurídico independiente, siendo el agente cualquier ciudadano, en 
tanto el segundo de ellos, el sujeto activo es el obligado por ley, siendo estos los 
que tienen una posición determinada frente al bien jurídico tutelado – quien tiene la 
obligación de suministrar alimentos, en este caso- , sin embargo, esto no es 
suficiente para calificar estos delitos de comisión por omisión, es por estos motivos 
que los delitos de omisión pura son de una gravedad de carácter intermedio, con 
mayor intensidad que las puras generales y de menor intensidad que las 
denominadas impropias.  
 
2.16 Sujeto Activo. 
En este tipo de delitos, el sujeto activo es aquel sujeto que tiene un deber en forma 
directa con el agraviado (previamente establecida en vía civil) alimentista de 
suministrarle los alimentos básicos para su correcto desarrollo integral, entonces, 
puede ser un cónyuge respecto al otro cónyuge, los padres con respecto a su prole, 
44 
 
y los hijos mayores de edad respecto a sus padres, o quien haya asumido en vía 
judicial la carga alimentaria. (Galvéz Villegas & Rojas León, 2012). Mientras que el 
sujeto pasivo es la persona que vendría a ser quien se beneficia con las 
prestaciones alimentarias conforme a ley. Córdova (2004) señala que cuando se 
hace referencia al agraviado del delito de omisión a la asistencia familiar, podría 
abarcar además del sujeto pasivo en específico a cualquier otro sujeto que se vea 
lesionado por el delito, puede ser bien a los beneficiados por la prestación 
alimentaria o cualquier otra persona que se vea perjudicado por este motivo, es que 
alguna jurisprudencia admite a la madre como legitimada (pag.605). 
Tal como lo indica Cornejo Chávez, cuando hablamos de obligaciones alimentarias 
estamos ante un panorama muy amplio, ya que el agente o sujeto activo puede ser 
abuelos, progenitores, hijos, tíos, hermanos, todos respecto del beneficiario, como 
también un cónyuge respecto al otro o cualquiera que esté ordenado por mandato 
legal, custodia, curatela, entre otros (Cornejo, 1991, pág. 126). 
 
2.17 El Obligado. 
En el delito que venimos desarrollando, cuando nos referimos al obligado es aquel 
que de manera dolosa se sustrae de su obligación de prestar alimentos cuando 
existe una resolución judicial que le ordena ello, teniendo en cuenta que dicha 
resolución debe estar debidamente notificada al agente, es decir, que el obligado 
tenga pleno conocimiento de las pensiones devengadas que debe asumir y que no 
han sido canceladas, y de no hacerlo, hay las suficientes razones para que este 
comportamiento sea sancionado (Peralta, 2007, pág. 58). 
 
2.18 El Sujeto Pasivo. 
Cuando nos estamos refiriendo al sujeto pasivo, que en este caso es el alimentista, 
estamos ante un derecho inherente a la persona, de carácter personalísimo, existe 
con la finalidad de asegurar el correcto crecimiento y subsistencia del mismo. Para 
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poder determinar las necesidades del agraviado primero debemos establecer esto 
en un proceso civil, previamente al proceso penal, este derecho lo ampara la 
Constitución del Estado, que protege a la familia (Cabrera, 2009, págs. 35-36). 
Cuando la madre de familia no es mayor de edad, a pesar de ello, la ley la protege 
y no está impedida de interponer una demanda exigiendo una prestación económica 
por concepto de alimentos, como también está facultada para denunciar 
penalmente al obligado, la ley protege a la madre que es menor de edad para poder 
intervenir en los procesos de manera regular, otorgándole legitimidad para obrar, 
cuando los agraviados sean menores de edad, entonces si deben ser 
representados, en la mayoría de casos, por la madre, u otros agentes que sean 
capaces y que estén legitimados para representarlos ante un proceso judicial, sin 
embargo, cuando alcanzan la mayoría de edad pueden actuar por si solos, tanto en 
vía civil como en vía penal (Cabrera, 2009, pág. 45). 
Es innegable que, ante el incumplimiento del obligado, la madre a cargo de los 
menores alimentistas se ve afectada, ya que es ella quien asume todas las 
responsabilidades, pudiendo verse esto reflejado en un deterioro de su salud física 
y mental, es por este motivo que se le debe considerar como agraviada también, 
pese a que en algunos casos ella no posee directamente la condición de alimentista, 
pero de todas maneras se ve perjudicada. 
Bajo esas circunstancias, el C.P. no pone obstáculos al momento de constituirla 
como agraviada por ser parte perjudicada del delito también. Ahora bien, cuando 
los hijos se encuentran cursando estudios esto también los afecta psicológicamente 
al sentirse rechazados, por estas razones es que en algunas oportunidades 
desisten del hecho de exigir sus derechos renunciando muchas veces a los 
procesos que incluso ya se han iniciado, sin embargo, siguen apoyados en su 
madre, quien asume toda la carga económica y moral, por lo que se sigue viendo 
perjudicada por la omisión del obligado a cumplir con sus deberes.  
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Se le considera sujeto pasivo a toda persona que tiene la condición de alimentista, 
o, en otras palabras, a quien se le debe asignar una pensión alimenticia, la misma 
que nace de una sentencia judicial civil. Salinas Siccha, manifiesta que, con la 
simple existencia de una sentencia judicial que ordene una asignación de alimentos 
para el beneficiario, ya lo constituye de manera automática como agraviado de una 
omisión a la asistencia familiar siempre y cuando no se cumpla con lo ordenado en 
la sentencia (Salinas Siccha, 2012). 
 
2.19 Tipicidad Subjetiva. 
El C.P. en el primer párrafo del artículo 149° describe la acción típica del delito 
comentado, pero en el segundo párrafo describe una acción agravado del tipo, el 
cual hace referencia a los medios que se utilizan para sustraerse de la obligación 
de manera maliciosa, como por ejemplo, la simulación de que existe otra carga 
familiar y por tanto otra obligación, en coordinación con otra persona, también la 
renuncia a un trabajo de forma maliciosa, todo con la finalidad de no cumplir con su 
deber. En cuanto al resultado de la acción típica delito básico no se señala alguno 
en específico, pero se consuma con la no prestación de la asignación de alimentos. 
En cuanto al tercer párrafo del Art. 149° del C.P. considera un modo agravado del 
ilícito ya que el resultado que se produce ante la sustracción de la obligación es una 
grave lesión o en el peor de los caos la muerte del agraviado. 
 
2.20 Antijurídica. 
Después de comprobar que los elementos objetivos y los elementos subjetivos 
existen, se debe verificar si existe también causa de justificación que se encuentran 







Cuando se verifica que no existe ninguna causa de justificación en la acción, se 
debe verificar si el agente cumplió la mayoría de edad y que no sea inimputable. 
Una vez que se verifica estos supuestos, se debe determinar si el obligado tuvo 
conocimiento de la antijuricidad del acto, si se determina que el obligado accionó 
sin tener conocimiento que su conducta era prohibida, habría la posibilidad de 
invocar el error de prohibición, de lo contrario, se debe analizar si el agente en el 
momento de consumar el hecho pudo actuar de manera diferente (Donna, 1996, 
pág. 423). 
 
2.22 Consumación y Tentativa. 
El delito de omisión a la asistencia familiar concluye o alcanza la consumación 
cuando se venció un plazo determinado que otorgo una autoridad – el juez- 
mediante una sentencia para hacer efectivo el pago de una pensión alimenticia. En 
cuanto a la tentativa, al ser un delito de resultado no podría existir esta figura (Figari, 
2017, pág. 236). 
 
2.23 Penalidad. 
Respecto a la sanción, se ha establecido una pena no mayor a 3 años, o una 
prestación de servicios a la comunidad – sin retribución económica - que son de 20 
a 52 jornadas laborales, sin perjuicio de cumplir la orden judicial (Viveso, 1995, pág. 
127). 
Ahora bien, si se determina que se simuló otra obligación en complicidad con otra 
persona, o que se renuncia al centro de trabajo de forma maliciosa, la pena será no 
menor de 1 ni mayor de 4 años (Donna, 1996, pág. 189). 
Pero, si producto de la omisión a la asistencia familiar se produce un perjuicio grave, 
la pena será no menor de dos años ni mayor a cuatro años, sin embargo, si se 
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produce la muerte del agraviado se impone una pena no menor de dos años ni 
mayor a seis años de pena privativa de libertad (Gallegos, 2014, pág. 635). 
 
2.24 Simulación de Obligación. 
En la tipificación del delito de omisión, contempla una agravante en el último párrafo 
del art.149, segundo párrafo , el cual señala que los dependientes del obligado, a 
causa de su omisión sufren una grave lesión o en el peor de los casos, se cause la 
muerte del agraviado, la sanción será mayor, al ser este un delito de resultado, se 
configura en este último caso como un delito preterintencional, ya que se produce 
cuando el agente pudo prever el resultado, sino, no estaríamos frente a la agravante 
antes mencionada (Cruz J. S., 2017, pág. 48). 
 
2.25 El Procesado Simula Tener otras Obligaciones Alimenticias.  
Esto se produce cuando el órgano judicial determina que el obligado simula otras 
obligaciones u otra carga familiar con la única finalidad de no cumplir con el 
alimentista agraviado como debería, incluso el agente hasta puede hacerse 
demandar por otros familiares como padres, hermanos, etc. Para evitar asumir su 
obligación alimenticia, ante esto, de acuerdo a la doctrina se configuraría el delito 
de desobediencia y resistencia a la autoridad.  Mecanismo disuasivo (Gallegos, 
2014, pág. 63). 
Una sentencia judicial tiene como finalidad restringir la libertad del ser humano, a 
quien se le destina el cumplimiento de una condena en un centro penitenciario, 
dejando de lado la omisión de la prestación de alimentos. Sin embargo, jueces 
consideran que la condena debe obligar al imputado a cumplir con su obligación, 
como bien indican representantes del Ministerio Público, la prisión efectiva no 
garantiza que se cumpla con el pago de las pensiones alimenticias dejadas de 




2.26 La Simulación en el Derecho. 
Debemos precisar que la simulación es un negocio jurídico simulado, donde los 
intervinientes manifiestan su voluntad, y regulan dicho negocio jurídico, con la 
finalidad de que el obligado no cumpla con su deber como debería. Erich Danz, 
indica que los actos jurídicos simulados no son válidos no tienen un valor aparente, 
entonces, en estos negocios jurídicos, si existe una voluntad, pero esta voluntad 
está encaminada a que nazca una situación aparente,  esto se regula en el art. 
2014° del C. C. que indica la persona que de buena fe obtenga a título oneroso 
registro alguno de otra persona que tenga plena facultad para otorgarlo, mantiene 
su derecho una vez que se inscriba, aunque posterior a ello, el acto quede sin efecto 
por circunstancias que nada tengan que ver con los registros públicos.  
Doctrinarios como G. Ripert y J. Boulangger, indican que la simulación es crear 
falsas apariencias ante la elaboración de un contrato, en ese orden de ideas, 
Giuseppe Stolfi sostiene que la simulación solo es un acta aparente entre dos 
personas.  Asimismo, Angelo Falzea describe la simulación como una apariencia 
que se relaciona con situaciones de carácter jurídico, o una apariencia de derecho 
- apparentia iuris-. Entonces, la simulación es aparentar algo que en realidad no 
existe, y esto la ley no puede dejarlo de lado, la complejidad es más bien, identificar 
que actos son simulados y cuáles no.  
Estamos frente a un fenómeno que resulta a través de otro y es complejo.  
Respecto a ello, el Dr. Mendoza del Maestro refiere que un acto aparente es aquel 
que genera una figura jurídica inexistente, y perjudica a quien de buena fe participa 
en dicho acto. Bajo esas circunstancias Juan Espinoza señala que una situación 
aparente, a su vez es compleja, donde coexiste una situación que es real y otra que 
es aparente, entonces, para proteger a los terceros de buena fe, se asegura la 
regulación de los documentos que ingresan al tráfico jurídico también.  
Por su lado, los autores franceses, Henry y Leon y Jean Mazeud señalan:  
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La simulación es un acto que no es real, es aparente, por lo tanto, las partes se 
confabulan para que los efectos no se den, o en todo caso, se den a su manera.  
Sin embargo, en relación a lo mencionado en el párrafo anterior, el jurista Ferrara 
indica que no es lo mismo hablar de negocio simulado y acto aparente, ya que 
ambas figuras jurídicas son distintas, pero señala que, a diferencia del negocio 
simulado, para que exista un acto aparente necesariamente tiene que preexistir un 
contrato simulado, es decir que se antepone al acto aparente. Asimismo, comenta 
la postura de Mariano Gagliardo indicando que al momento de distinguir ambas 
figuras es imposible llega a la conclusión de que el acto aparente, es una 
consecuencia del negocio simulado, el cual estará plasmado en un contrato. 
Por otro lado, en la jurisprudencia de Perú estas consideraciones no se han dejado 
de lado, La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema del Perú emitió una 
casación del exp. 1147-2008 de Ucayali, publicada con fecha 03 de setiembre del 
2008, y señala lo siguiente: Se da una causal de nulidad del acto jurídico cuando 
se determina que hubo una simulación absoluta, cuando el acto o negocio jurídico 
ha sido pasible de simulación por las partes intervinientes.  
Tenemos también una Casación 1297 de Arequipa, en la cual la Corte Superior, 
establece que una simulación está encaminada a crear un acto jurídico que no tiene 
un contenido real, ya que los intervinientes no tienen la intención que lo que se está 
plasmando en el acto surta efectos y más bien, podríamos decir que está orientada 
a engañar a terceros.  
Cabe señalar que una simulación en derecho cumple ciertas características, como 
lo indica el Dr. Jorge Vega Soyer, quien señala que cumple dos funciones, una de 
carácter privado, que defiende la buena fe y otra de carácter público que vela para 
que se afecten valores que sirven para una sociedad viva en paz, cuando por 
ejemplo hablamos de proteger el trafico jurídico o las adquisiciones de buena fe. 
Entonces, conforme a lo mencionada precedentemente podemos indicar que la 
simulación absoluta – denominada también simulación relativa- es un tipo de acto 
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jurídico que debe ser declarado nulo por ser un acta aparente o simulado, es decir, 
es un negocio imaginario, irreal, con el conocimiento de las partes intervinientes, 
sin embargo, esto podría surgir efectos, hasta que se declare nulo.  
Cuando hacemos referencia a la autonomía privada, hacemos referencia a la 
manifestación de voluntad, de manera libre y espontánea, y que es solo restringida 
por ley, siempre y cuando haya una razón justificable para restringir dicha libertad, 
es decir, la libertad de la autonomía privada solo puede verse restringida cuando 
haya una ley que específicamente lo prohíba por proteger intereses mayores. 
Angelo Falzea indica la libertad de carácter individual es la facultad que tiene el 
hombre para poder decidir sobre su propio futuro, haciéndose responsable de sus 
actos.  
Entonces, cuando hablamos de una simulación absoluta que crea una realidad 
distinta a la contenida en el acto jurídico, debería ser utilizada solo para casos 
justificados, sin tener la intención de perjudicar a otras personas, ni mucho menos 
alterar el orden público – se entiende por orden público a las normas o leyes que el 
Estado impone para una vida en paz. Consecuentemente, las reglas de carácter 
público deben ser dadas y aceptadas por la sociedad, pero solo si se basan en 
criterios razonables y de forma justificada, de acuerdo a Carhuatocto, estas reglas 
son ineludibles pues es la base de una sociedad que pretende desarrollarse de 
manera correcta.  
El Dr. Santos Cifuentes, indica que cuando hay un acuerdo común, la simulación 
del negocio jurídico, es solo externa ya que no se busca que el acto jurídico surta 
efecto.  
Los franceses, en doctrina moderna y en la clásica predomina el acuerdo que 
hemos mencionado y un acto jurídico aparente son distintos, pero tiene una 
vinculación ya que cuando existe un acuerdo simulado este puede altera, suprimir, 
o modificar los resultados de dicho acto jurídico aparente o simulado. Asimismo, no 
podemos dejar de mencionar que un acto jurídico aparente es de carácter 
52 
 
instrumental, es decir, es el medio que hay para poder probar que existió in negocio 
simulado, cuando nos encontramos frente a un proceso judicial, lo más relevante 
es que las partes, al estar de acuerdo que el negocio es aparente están renunciando 
tácitamente a los resultados de dicho negocio, este acuerdo, simulado por 
supuesto, sirve para acreditar la existencia de una simulación de carácter absoluta, 
sin embargo, esta simulación o acuerdo aparente acredita de manera fehaciente 
que los participantes del acto no desean que este surta efectos.  
Conforme a lo descrito anteriormente nos damos cuenta que las partes, cuando 
utilizan su derecho de autonomía privada para simular un negocio, es por una 
motivación tal como describe Massimo Bianca- ya que así, las propias partes 
controlan los resultados de dicho negocio (Ortiz G. , 2016, págs. 65-71). 
Entonces, cuando dos o más personas celebran un acto jurídico, es con la finalidad 
de que, frente a otras personas, los resultados o alcances de dicho negocio sean 
distintos. Es así, que, conforme a la doctrina del acto jurídico, existen dos tipos de 
simulación, la absoluta y la relativa. 
La simulación absoluta se sanciona con una nulidad del acto absoluta también, ya 
que el acto jurídico, desde su elaboración carecería de efectos, y tiene serios 
defectos, en cambio, la relativa se sanciona con la anulabilidad, es decir, el acto 
jurídico se elaboró de manera correcta, pero puede haber sido susceptible de algún 
vicio por lo tanto tampoco sería válido.  
Coste, por su parte señala que solo se hablará de simulación por interposición de 
persona cuando, en un contrato aparente se concede derechos de propietarios 
aparentemente a quien no los tiene ocultando de esta manera la realidad de un 
contrato; pero no cuando el mandatario actúa en nombre propio sin revelar al 
tercero que actúa en ejercicio de un mandato, tampoco existirá simulación cuando 
exista una verdadera transferencia de derechos pero que, por contener defectos de 




La simulación por ende y por lo menos en teoría se puede en los negocios jurídicos; 
sin embargo, existen algunos casos en los que la simulación no generará los efectos 
deseados, estos casos generalmente se ven en el derecho de familia, por ejemplo: 
a) el matrimonio, buscando con ello evadir responsabilidades, sin embargo dado el 
carácter institucional de dicha institución carece de efectos, b) por iguales razones 
que el anterior de los nombrados , el divorcio y la separación de cuerpos y c) la 
filiación o reconocimiento de hijos. Por su parte Cámara señala que la simulación 
también carece de efectos en los siguientes actos jurídicos: d) el testamento, la 
aceptación o rechazo de herencia, dado el carácter unilateral de dichos actos, e) la 
constitución de personas jurídicas cuando sea necesario la intervención del Estado 
para su constitución y f) actos emitidos por funcionarios públicos, los mismo que 
son de carácter inimpugnables.  
Ferrara coincide en indicar que los actos en los cuales el estado goza de potestad 
y en los actos en los que sea necesario la intervención de una autoridad pública 
forman parte de la categoría de actos que no pueden simularse, haciendo mención 
además que en el segundo de los referidos la autoridad pública interviene como 
parte del negocio jurídico y lo perfecciona el mismo al establecer su voluntad, muy 
por el contrario, si puede darse la figura de simulación en determinados actos 
jurídicos siempre que intervenga la autoridad pública con un carácter de certificador 
o autorizador.  
El mismo autor sostiene que los actos complejos, pueden ser susceptibles de una 
reserva mental colectiva por parte de los intervinientes en un negocio jurídico, mas 
no de simulación, salvo que el acto sea una voluntad de una de las partes 
contratantes, como ocurriría si varios condominios fingen enajenar un bien a un 
tercero (Acosta-Madiedo, 2010, págs. 380-382). 
La palabra simulación, tomando su definición etimológica deriva del latín “simulare”, 
el mismo que se entiende como semejante, señalando con ello que en un sentido 
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meramente gramatical la simulación es el hecho de presentar una cosa haciendo 
ver lo que no es “aparentar algo como real cuando en realidad no lo es”. 
La simulación según el diccionario de la RAE, lo define como alterar de alguna forma 
la causa, la índole o el objeto real de un acto o contrato (Española, Diccionario de 
la Lengua, 2016). 
La simulación como figura en el Derecho, se le ha considerado objeto de estudio 
versando sobre las mismas distintas opiniones, conceptos, y demás, siendo que la 
definición que más nos acerca a su concepto es el siguiente:  
Con la figura de la simulación lo que se hace notar es la discrepancia entre la 
voluntad real (elemento interno) y su manifestación (elemento externo), la misma 
que busca un acuerdo de voluntades entre dos o más personas para fingir un 
convenio ante el público, sin embargo, esto no va a producir, ya sea en todo o en 
parte, los efectos aparentados; a su vez se busca disfrazar, por medio de una 
declaración de voluntad pública, una convención realmente celebrada, con la 
envestidura de otro negocio diferente; o sino tiene como finalidad el de encubrir a 
una de las partes verdaderas con la interposición de un tercero. 
Entonces, la figura de la simulación consiste básicamente en el consenso de 
voluntades de dos o más personas en un determinado negocio jurídico o sobre los 
elementos que componen al mismo, creando de esta manera ante los ojos de otras 
personas una apariencia de haberse realizado cuando en realidad no se ha 
cumplido con el fin concreto del acto jurídico.  
La doctrina se ha pronunciado, obteniendo una variedad y cantidad de doctrinarios, 
especialmente la doctrina francesa, la misma que ha tenido en cuenta que en la 
simulación se presentan dos actos jurídicos que se superponen, siendo que cada 
uno de estos actos cuentan con sus elementos propios, los mismo que son la 
voluntad y su respectiva declaración de ella. 
Así, podemos ver que en la compraventa ficticia se va a dar un contrato realizado 
de manera aparente y por su parte existe otro acto oculto el mismo que deja sin 
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eficacia el primer acto; por su parte se puede dar el caso de una donación la misma 
que se verá disfrazada en un contrato de compraventa en este caso se ven 
claramente los dos contratos superpuestos: la compraventa aparente y la donación 
real. Con ello se ve que la simulación tiene como fin el de prevalecer el acto oculto 
sobre el aparente (Fernández G. O, 2008). 
La doctrina actual y moderna al hablar sobre la simulación describe la existencia de 
una teoría monista, la misma que establece que en dicha figura no se dan dos actos 
jurídicos distintos sino uno solo, siendo que los contratantes, o bien tienen la 
intención de aparentar un acto totalmente ficticio y por ende ineficaz, o bien puede 
ser que la intención sea de celebrar un contrato real, pero dándole la apariencia de 
otro distinto, siendo que con ello solo existe una discrepancia, que no es en la 
voluntad de los agentes, sino en la declaración de estos.  
Con lo antes mencionado, se ve que la teoría en mención descarta que en la 
simulación se dé una dualidad de actos jurídicos diferentes, por lo que el fin de la 
acción de simulación, es la de esclarecer y por consiguiente hacer prevalecer la 
voluntad real sobre la aparente, siendo que dicho actuar responde a la tradición 
latina en la cual se prefiere la verdadera intención de los agentes que la dada y por 
consiguiente manifiesta.  
Con lo dicho y expuesto anteriormente se entiende que la simulación siempre 
cuenta con un carácter fraudulento el cual tiene como propósito el causar algún 
perjuicio o daño a otra persona o mejor dicho a la otra parte interviniente del negocio 
jurídico, y por consiguiente debe ser reprochable tanto moral como jurídicamente.  
 
2.27 Figuras Afines a la Simulación. 
La Falsedad. 
La falsedad es una figura en la cual, al igual que en la simulación, se encuentra 
presente la intención de engañar, sin embargo, esta restringe específicamente a la 
declaración, mas no a la voluntad, es decir, en la simulación el engaño se va a ver 
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en manifiesto desde el momento en el que se forma la propia voluntad humana, en 
cambio en la falsedad el engaño se va a producir en el proceso de elaboración y 
subsecuente formalización documentaria del acto. La falsedad es un hecho 
meramente material, mientras que la simulación ve tanto el elemento intelectual de 
los contratantes, es decir el actuar que tienen, por lo que esta es contraria a la fe 
del instrumento público que lo contiene. En lo que respecta al ámbito de su 
producción, tanto la falsedad como la falsificación como su naturaleza es variada, 
esta puede producirse fuera del campo del negocio jurídico, mientras que la 
simulación, es una figura jurídica que tiene un carácter negociar bien marcado, e 
incluso su eficacia frente a terceros solo se dará cuando estos cuenten con legítimo 
interés en el negocio jurídico simulado. Con ello se ve que la falsedad al no tener 
un ámbito negocial, la responsabilidad producto de esta no podrá ser vista de una 
forma negocial (Ortiz G. , 2016, pág. 53). 
El Fraude. 
Respecto a este punto, la doctrina considera comúnmente, una parte de la doctrina 
considera infructífero hacer la distinción entre fraude al acreedor y la simulación, 
ello dado a que esta última tiene como propósito un fin fraudulento, por consiguiente 
este acto fraudulento es “real” y querido por los intervinientes tanto en su forma y 
contenido, pese al carácter ilícito con el que cuenta el cual perjudica a terceros, 
existiendo para ello el ejercicio de la acción pauliana la misma que busca la 
revocación del acto realizado, restableciendo la garantía de los acreedores 
(Bramont Arias, 2006, pág. 362). 
Reserva Mental.  
Se entiende por reserva mental a aquel supuesto de divergencia entre la voluntad 
interna y la externa, la cual se produce cuando el declarante declara algo que no 
quiere, con ello vemos que, la simulación y la reserva mental se diferencian por el 
acuerdo simulatorio. Por ello se puede establecer que cuando existe una 
discrepancia entre la voluntad real y la declarada por los sujetos, es simulación. 
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Siendo que la principal diferencia entre la simulación y la reserva mental, consiste 
en el acuerdo con la parte a la que se dirige la declaración. Viendo con ello que en 
la reserva mental si bien es cierto el declarante manifiesta algo que en realidad no 
quiere, esto lo hace sin que la otra parte tome conocimiento de ello (Donna, 1996, 
pág. 296). 
Negocio Indirecto.  
En lo que concierne al negocio indirecto, veremos que este se da cuando las partes 
recurren en un determinado caso en concreto a un determinado negocio con la 
finalidad de alcanzar consciente y consensualmente por intermedio de este, fines 
diversos de aquellos típicos de la estructura del negocio mismo. Dominedo, citado 
por Gagliardo, sostiene que el negocio indirecto consiste en utilizar un determinado 
negocio jurídico típico consiguiendo con ello de manera indirecta una finalidad 
económica que no puede alcanzarse de modo directo; la diferencia radica en que 
el negocio empleado es otro distinto al requerido, pero que pese a ello lograran los 
mismos fines.  
Una vez hecha, la diferencia entre la simulación con otras figuras jurídicas y 
entendido el concepto de simulación, como aquel negocio que se celebra pese a 
que los otorgantes no tienen la intención de celebrarlo, sino que sólo persiguen 
dicho acto a fin de darle una apariencia de auténtico frente a otras personas, siendo 
en realidad un “engaño” del verdadero propósito que se tiene; ahora bien, con ello 
pasaremos a abordar el verdadero objeto de nuestro ensayo, la prueba de la 
simulación. 
Carga de la Prueba.  
La simulación está considerada como una materia “difficilioris probationes”, pues 
esta reúne características como son los hechos ocultos, tiene que ver con la psiquis 
de los intervinientes y generalmente estos son ilícitos. A su vez este negocio se le 
dota una legalidad y seriedad externa, las mismas que ocultan la simulación del 
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acto, ya que toda expresión de voluntad es lo que realmente se quiere y se busca 
(Irureta, 2013, pág. 48). 
En nuestra legislación, si bien es cierto, se le dedica un título completo a la 
simulación no se establece en el mismo una definición de esta figura, sin embargo, 
sí se precisa su clasificación, pero tampoco se hace mención a los mecanismos 
para demostrar la simulación en los negocios jurídicos. Menciona además que la 
índole del reclamo judicial por simulación se encuentra sujeta a su ejercicio por los 
intervinientes u otras personas, ello según lo estipulado en el art. 193. 
Anteriormente, en el Código de 1936, el art. 1095 disponía que las partes que 
hubieran simulado un acto a fin de generar un perjuicio o violar la ley, no podrían 
ejercer las acciones derivadas del supuesto acto entre ellos así este fuese real y 
permitido (Donna, 1996, pág. 49). 
Ello debido a que todo acto jurídico se presume su legitimidad y solamente en 
aquellos supuestos en los que se invocara su nulidad o anulabilidad, según sea el 
tipo de simulación por falsedad o apariencia o en aras de acreditar su verdadera 
naturaleza, el actor es quien tiene la carga probatoria (Donna, 1996, pág. 50). 
Como sostiene Mosset, quien tiene la carga de la prueba sobre una supuesta 
simulación es quien demanda esta, ya que en el derecho se parte por el principio 
de que los acuerdos entre particulares se reputan sinceras hasta que se demuestre 
lo contrario, sin embargo, otras personas que demandan la simulación pueden 
hacer uso de cualquier medio de prueba permitido por ley para probar la simulación 
y el perjuicio generado, siendo que el reclamo judicial por simulación puede ser 
ejercido por las partes intervinientes u otras personas.  
De lo dicho anteriormente, se ve que existe dos hipótesis siendo que la primera 
acción es declarativa, ya que con ello las partes buscan que se declare la verdadera 
realidad jurídica de un determinado acto, mientras que, en la otra hipótesis las otras 
personas acciona patrimonialmente para lograr la restitución de los bienes de una 
persona, y como sostiene De Castro y Bravo, que los interesados podrán ejercer la 
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acción de simulación para resguardar sus derechos que considera se le ha 
vulnerado. Es por ello que quien impugna un determinado acto por simulación debe 
tener la titularidad del derecho que ponga en peligro el contrato, el cual aduce que 
carece de realidad y también debe demostrar el tener un interés en requerir la tutela 
jurídica ; siendo que lo dicho anteriormente se ha caracterizado como interés 
jurídico tutelable, esto quiere decir es, que debe ejercerla el titular de un derecho 
subjetivo o de una situación jurídica que se siente vulnerado o amenazado por el 
negocio jurídico simulado (Girón, 2013, pág. 56). 
Nuestro Código Civil menciona en el art. 193 que quien solicita la nulidad de un acto 
simulado puede ser cualquiera de las partes, con ello se requiere que otras 
personas, se encuentre una postura de perjudicado por el acto simulado para así 
poder hacer uso de la acción y así hacer uso de los medios probatorios típicos o 
atípicos, permitidos por la ley para solicitar una acción de nulidad. 
En lo que respecta a la prueba de la simulación, esta tendrá como finalidad 
demostrar que el acto es simulado por ende no es verdadero y solamente aparenta 
serlo, se va a regir por las reglas generales de la prueba, se permite el uso de 
cualquier prueba que sea admitida por ley, ya que esta buscará probar un hecho y 
en consecuencia demostrar una determinada realidad (o irrealidad) del mismo, por 
lo que su probanza se va a ver subsumida por la ley general de la prueba. 
Con ello vemos que en la doctrina existe una parte que nos indica que la teoría de 
la prueba de la simulación se le aplica los principios generales que rigen el tema de 
prueba.  
No obstante, a la simulación se le ve generalmente como la falta de correlación 
entre la voluntad real y la declaración de la voluntad en un determinado acto jurídico, 
tal como fue defendida por Ferrara en su crítica a las tesis de Schosssmann y 
Kohler: la simulación cuenta con una contradicción entre lo querido y lo establecido; 
y por su parte Coviello: refiere que por simulación se entiende el querer algo distinto 
de lo declarado. 
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Haciendo la salvedad del Código Civil Argentino, cuyo Art. 955 que recientemente 
se tiene su transcripción, se tiene que el mismo aborda y define la simulación, 
siendo este uno de los pocos códigos que formalmente han buscado una definición 
de esta figura, así mismo se aprecia lo mismo en el Art. 2180 del C.C del Distrito 
Fiscal de México que estable que todo acto es simulado cuando las partes declaran 
falsamente lo que no ha pasado o lo que no han consensuado. Por ende, desde 
cualquiera punto de vista, la simulación tiene como elemento principal el 
falseamiento de la verdad.  
Por simular entendemos el fingir, engañar o aparentar lo que no es. Se ha 
establecido que la simulación es una declaración de lo manifiesto de una voluntad 
no real (Ferrara), y que tiene un fin “disimulado” diferente al de su causa típica” 
(Betti), es una declaración que no está a lo deliberado (Brugi), una declaración que 
no va de acorde a la psiquis de la persona (Trabucchi), busca crear un estado 
jurídico el cual no corresponde a la situación real (Gaudemet) , es hacer ver ante 
los ojos de terceros una realidad engañosa que es distinta al propósito negocial” 
(Albaladejo), es la discrepancia entre el querer del fuero interno de los contratantes 
con su expresión de voluntad (Lacruz Berdejo), la divergencia consciente entre 
voluntad y declaración (Messineo), dar a un acto una determinada apariencia de 
real (Claro Solar); emitir declaraciones que solamente tienen una expresión formal 
pero no cuentan con una voluntad negocial verdadera (Gete-Alonso), etc.  
Con las definiciones expuestas en el párrafo precedente, podemos ver que existe 
una coincidencia en la doctrina en señalar que, la simulación es una figura reñida 
con la verdad, una verdad forzada, pero no necesariamente tiene que ser 
reprochable, según luego se verá. Sin embargo, estos acuerdos iniciales en lo que 
respecta a la definición de la simulación, pasaran a discrepancias cuando entremos 
a analizar su naturaleza jurídica.  
Los Jurista señalan que el tratamiento jurídico de la figura de la simulación no 
obedece a consideraciones de consideraciones éticas sino se basan principalmente 
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en consideraciones de carácter técnico. Es el caso de Messineo, quien sostiene 
que la valoración de un contrato simulado, a diferencia de lo que sucede con el 
contrato ilícito, no va a depender de consideraciones éticas: señala por el contrario 
que en ese momento es cuando el ordenamiento jurídico interviene a fin de otorgar 
de cierta forma las pautas de orden técnico para que el contrato simulado cuente 
con los requisitos de ley y con ello ocultar finalidades diversas de las estipuladas en 
el mismo. 
No obstante, lo manifestado por el jurista italiano debe ser tomado con cuidado, 
porque en modo alguno significa que en la estructura dogmática del negocio jurídico 
simulado no cuenta con sustancia ética. Cabe resaltar, que la buena fe tiene una 
función relevante en la estructura de los negocios jurídicos ya que esta sirve para 
darle licitud al acto y genera la obligatoriedad de sus consecuencias entre las partes 
y otras personas. Y esto es así dada la categoría ecléctica de la buena fe y que está 
dotada de aspectos técnicos de derecho (p. ej., su función restrictiva en el ejercicio 
de los derechos, artículo 7 C.C.; e integradora del contrato, art. 1258 CC) con 
reflexiones eminentemente éticas. Ello ocurre, como señala Martín Pérez, que la 
buena fe deja de ser una mera etiqueta y por ende adquiere naturaleza jurídica ya 
que generará obligatoriedad entre las partes, permite que se concreten deberes y 
derechos contenidos en el contrato celebrado y permite salvaguardar el respeto de 
las obligaciones. Refiriéndose a ella, Betti nos dice que la buena fe tiene que ver 
con la moral de las personas y esta crea fidelidad a los compromisos asumidos por 
las partes, con esto se fundamenta la necesidad de que las partes, aun en la 
simulación, respeten los acuerdos asumidos. 
Pese a la falta de carácter ético de la simulación, esta no puede ser considerada 
como una ofensa a la buena fe y por el contrario muchas veces esta es considerada 
lícita ya que no causa lesión alguna al ordenamiento jurídico por lo que estos casos 
de simulación no tienen relevancia jurídica. Stolfi por su parte sostiene que el 
acuerdo simulatorio no tiene nada de ilícito, y que pueden recurrir a esta las partes 
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motivos de conveniencia social o individual, sin embargo, esto no le quita el hecho 
de ocultar a otras personas, la verdadera naturaleza del negocio. En algunas 
ocasiones revisando los contratos simulados estos se dan, pero debido a propósitos 
altruistas. Suele citarse como ejemplo modélico de esta “bona specie” el del 
donante que simula o interpone a otras personas para seguir en el anonimato.  
Pese a ello, se puede dar el caso en el que la intención del donatario, aunque 
parezca inocente y por ello no reprobable en principio, puede lesionar en lo posterior 
un derecho ajeno, por ende, dicha simulación recién toma se torna “ilícita” porque 
existe un engaño y un posterior perjuicio.  
En todo caso, puede entenderse que, en ambos casos, tanto en una simulación 
lícita o ilícita, existiendo con ello un abuso de la función instrumental del negocio, 
pues, como afirma Betti, el acto simulado aunque, puede resultar lícito, su fin no lo 
es, De manera que no dejan de tener razón los autores colombianos Ospina 
Fernández y Ospina Acosta cuando, señalan que esta figura siempre se le es 
considerada como un fraude ya que no es posible que los intervinientes, haciendo 
uso de su derecho de libre contratación, engañen a otras personas 
Todos los estudios basados a analizar esta figura no son recientes ya que la 
simulación nace desde el derecho romano postclásico, ello en vista a las 
Constituciones de Dioclesiano y Maximiano recogidas en las Institutas de 
Justiniano. En el medioevo Baldo la calificó de “materia utilis et quotidiana”, nos 
informa De Castro y Bravo, ya que esta figura se daba cuando se inventaban 
procedimientos para así poder evadir la ley, en esa época, las persecutorias del 
préstamo usurario. También fue usada en el derecho intermedio francés.  
A raíz de la omisión mencionada en el párrafo precedente en el corpus napoleónico, 
tampoco se encuentra la figura de la simulación en los códigos decimonónicos que, 
con tomaron como ejemplo el código francés, como es el caso código de Bello de 
uso en Chile, Colombia y Ecuador, el código uruguayo (valga la salvedad de 
algunas normas, como la de las contraescrituras, presente en todos los códigos 
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mencionados, y la falsa causa del art. 1289 del Código del Uruguay), y el español 
(el mismo que también desarrolla sobre las contraescrituras, art. 1219, la falsa 
causa, art. 1276, donaciones simuladas, art. 628 y disposiciones testamentarias 
supuestamente simuladas, art. 755), el belga (art. 1321 sobre contre-lettres), entre 
otros. 
 
2.28 Teorías Relativas a La Simulación.  
La doctrina recoge la existencia de tres teorías que sustentan la figura jurídica de la 
simulación: La primera de ellas, la teoría voluntarista, la misma que señala que la 
simulación es una discrepancia entre la voluntad interna y la voluntad externa o 
declarada; la segunda de ellas, es la teoría declaracioncita, también reconoce la 
existencia de una divergencia, pero esta se va a dar entre la declaración y la 
contradeclaración; y finalmente, la teoría clásica francesa de la causa de la 
obligación, en la cual indica que la simulación es un supuesto de causa falsa.  
Por su parte los docentes colombianos Guillermo Ospina y Eduardo Ospina indican 
que dentro de las teorías de la simulación encontramos las siguientes: (i) La teoría 
de la simulación nulidad, (ii) La teoría dualista francesa y (iii) La teoría monista. 
Pasando a desarrollarlas de la siguiente manera: a) Teoría de la simulación – 
nulidad. En el período intermedio europeo se consideró que la simulación, por lo 
menos la absoluta, es considerada una causal de nulidad, ello dado que, esta figura 
es considerada como fraudulenta y aparte de ello le faltarían requisitos que son 
indispensables en todo acto jurídico como es el consentimiento y la causa. Siendo 
que la crítica a la presente teoría es que, no se puede demostrar la inconsistencia 
de esta teoría respecto de los terceros. 
2.28.1 Teoría Dualista Francesa.  
La jurisprudencia y la doctrina francesas, fundándose en el art. 1321 del 
Código Civil el mismo que hace mención a los contra escritos, refiere que 
los efectos de determinados actos jurídicos solo tienen efecto entre las 
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partes y no para con terceros, con ello al dejar de lado la antigua teoría de 
la simulación-nulidad, se dio el análisis de interpretación en el sentido de 
que las expresiones lettres y contre-lettres, no deben entender de una 
manera gramatical sino, en la de estipulaciones y contra estipulaciones, las 
cuales recogen las declaraciones de voluntad de las partes intervinientes.  
Por consiguiente, tomando como base la interpretación antes mencionada 
es cuando se dio la llamada teoría dualista, la misma que establece 
cualquier tipo de simulación, ya sea absoluta o relativa, existirán dos actos 
jurídicos distintos e independientes, un acto evidente (lettre) y un acto oculto 
(contra-lettre), siendo que cada uno de ellos estará dotado por sus propios 
elementos, como son la voluntad y declaración externa. Con ello se refiere 
a que esta teoría se denominada dualista debido a la utilización de dos actos 
jurídicos distintos; por lo que la solución a este problema no es la nulidad del 
acto “simulado” sino por el contrario el de hacer prevalecer el acto oculto 
sobre el simulado.  La teoría monista, siendo que esta se dio debido a las 
críticas que se le hacían a la teoría dualista francesa, la teoría monista 
rechaza la dualidad de actos jurídicos en la figura de la simulación. Muchos 
autores que defienden esta teoría indican que en la simulación solo existe 
un acto, pero que la exteriorización de la voluntad se bifurca en dos 
declaraciones, una falsa que será vista por el público y la declaración real 
que queda en la psiquis de los intervinientes, siendo esta ultima la verdadera 
declaración. Por lo que la solución a esta teoría es hacer prevalecer la 
declaración privada y por consiguiente la real sobre la fingida (Velez, 2012, 
pág. 65). 
2.28.2 Teorías Relativas a la Paternidad.  
La paternidad ha sufrido una evolución conjuntamente con las instituciones 
familiares, yendo más allá del hecho biológico y la relevancia jurídica de esta 
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figura, la paternidad es considerada como el edificio de un espacio social 
que acogerá, cuidará y protegerá a los hijos.  
Tolentino y cols., manifestaron que:  
Tomando solamente términos biológicos, un padre apoya con la formación 
del niño únicamente con la mitad del material genético; viendo que con el 
pasar del tiempo el papel o rol masculino únicamente se centró en este 
aspecto. Sin embargo, el grado de responsabilidad de los padres para con 
sus hijos deben ser, si bien es cierto siempre, en especial hasta antes de los 
tres años, por lo que en esa edad crean fuertes vínculos hacia las personas 
que los cuidan siendo además la edad donde más cuidados requieren.  
Callirgos, nos dice que:  
Que el sistema patriarcal se creó como una respuesta de los hombres, al 
tomar consciencia de la desventaja de la naturaleza, afirmando con ello que 
como los varones no podían concebir hijos, entendiendo por la palabra 
concebir el hecho de aguantar el dolor, diferenciando con ello el rol de la 
madre, quienes tienden a asemejar con la madre de su mismo sexo. 
 
2.29 Sujeto Activo del Delito de Simulación de Proceso de  
Alimentos. 
Debemos partir entendiendo que en el código penal se recopilan leyes de carácter 
jurídico, de manera precisa, ordenada y sistemática, el mismo que es de 
conocimiento público y con ello se dará a conocer a la población que el hecho o el 
actuar se consideraran delitos, permitiendo con ello además que los 
administradores de justicia impongan sanciones correspondientes para un hecho 
delictivo.  
Aplicación de penas (Bramont Arias, 2006). 
En nuestro Código penal se establecen distintos niveles para aplicar la pena 
tomando como base la gravedad de las conductas. Es por ello que existe la 
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diferenciación entre, delitos leves y delitos graves, esta diferenciación también 
permite establecer diferentes rangos de penas en base a determinadas 
circunstancias que concurren con estas. Teniendo en cuenta ello, los Magistrados 
no pueden hacer una interpretación literal del código penal para la aplicación o 
interposición de una pena, sino que debe tener en consideración las circunstancias 
atenuantes y agravantes que concurren en el delito. En lo que concierne a nuestro 
trabajo, el delito en mención está tipificado en el Art. 149 del Código Penal actual, 
constituido de dos párrafos, que precisa: 
El Segundo Párrafo Señala: que si una persona simula una obligación de alimentos 
diferente a la peticionada acordando con otra persona ésta o renuncia a su trabajo 
de manera maliciosa la pena será no menor de uno ni mayor de cuatro años 
(Sánchez & D´Azebedo, 2014, pág. 61). 
La conducta típica del sujeto es el fraude en la creación de unos alimentos con una 
tercera persona, también es la renuncia o abandono malintencionado del trabajo. 
En el primer presupuesto trata sobre la mentira o fraude que simula el sujeto está 
condicionada a la voluntad del tercero quien hace ver un falso estado de necesidad, 
para poder ayudar a evadir la responsabilidad que tiene el agente frente a quien lo 
solicita. En la realidad en la que vivimos hay un gran porcentaje de casos y/o 
procesos sobre este delito sirviéndose de un sinfín de mecanismos para lograr 
evadir sus obligaciones (Sánchez & D´Azebedo, 2014, pág. 63). 
Lo que establece textualmente nuestro ordenamiento jurídico es: “Si el agente ha 
simulado otra obligación de alimentos en connivencia con otra persona o renuncia 
o abandona maliciosamente su trabajo, la pena no será menor de uno ni mayor de 
cuatro años”. Viendo con ello que las conductas típicas son: simulación de 
obligaciones de alimentos, renuncia maliciosa, y abandono malicioso del trabajo. 
En el primer presupuesto tendrá responsabilidad tanto el agente como la persona 
que ayuda a simular la obligación de alimentos, sin embargo, es común que el 
obligado sea una persona incapaz y por ende no puede satisfacer su propia 
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obligación alimentaria y así poder sustraerse de la misma. Existe un gran porcentaje 
de procesos de esta clase de delito donde se usan todos los recursos posibles para 
evadir responsabilidades (Cabrera, 2009, pág. 189). 
Se dice que el delito de OAF es un delito permanente dado que, mientras persista 
el deber a la asistencia familiar subsistirá el delito, únicamente deja de ser 
considerado delito si el delito cumple con la forma general y la afectación del bien 
jurídico teniendo como características:  
a.- Sujeto Activo. – En el delito en mención se considera como sujeto activo a 
aquel agente que no cumple con una determinada prestación alimenticia, pese a 
existir el deber jurídico de cumplirla, la misma que previamente fue establecida por 
resolución judicial firme en sede civil. 
 b.- Sujeto Pasivo. - Es el menor agraviado o la persona que sufre la necesidad 
como consecuencia del ilícito penal de OAF. 
 c.- Delito Permanente. – Se dice que es un delito permanente debido a que la 
acción delictiva va a permitir por sus propias características que este delito se 
prolongue en el tiempo, de modo que en todo momento existe una violación del 
derecho alimenticio, con el que cuenta todo menor, es por ello que en cualquier 
momento se puede imputar la consumación del ilícito penal.  
d.- Delito De Peligro. - La responsabilidad penal lleva consigo la idea de peligro, 
por ende, al existir una resolución judicial impuesta en sede civil, se va a ver 
restituido el equilibrio, obligando con ello a la prestación de un determinado monto 
como derecho alimentario, el mismo que comprende conceptos como los alimentos 
propiamente dichos, salud, vivienda, educación, recreación y con ello el peligro 
contra la familia y su seguridad jurídica se reestablece. 
 
2.30 Clases de Simulación.  
Existen dos clases de simulación; la simulación absoluta y la simulación relativa. 
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La simulación absoluta (simulatio absoluta) en la cual se busca crear la apariencia 
de un proceso de alimentos cuando en realidad las partes intervinientes de dicho 
proceso nunca quisieron darle vida a tal proceso, sino solamente le dieron la 
apariencia engañosa y por ende se oculta la causa del mismo. Al denunciar esta 
simulación se buscará declarar la inexistencia o nulidad del proceso simulado, por 
carencia o falsedad de la causa (arts. 1261 y 1275). 
Por su parte veremos que la figura de la simulación relativa (simulatio non nuda) es 
más compleja que la simulación absoluta. Ello debido a que se debe tener en 
cuenta, no solamente el encubrimiento realizado, sino que también debe verse el 
proceso de alimentos simulado, de manera que, si bien puede declararse nulo el 
proceso simulado la sentencia puede quedar intacta debido a que si reúne las 
condiciones para su validez esta será viable, debe entenderse que, en la simulación 
total o absoluta, simulatio nuda, existe un vicio en causa procesal. (diferencia de 
cada clase de simulacion, 1993). 
La figura de la simulación cuenta como elemento esencial de su formación la 
inexistencia de causa o la falta de esta para dar origen así a un acto simulado 
(Cabrera, 2009, pág. 69). 
El término “simulación” proviene de la voz latina “similis” que significa “parecido” o 
“similar”; por consiguiente, que se entiende por simulación a la acción de simular, 
siendo entendido este verbo como imitar o fingir algo que en realidad no lo es. 
El tratadista Francisco Ferrara en su libro denominado “La simulación de proceso 
de alimentos” conceptualiza la palabra simular como aquella acción de hacer 
aparentar algo que no es o mostrar algo como verdadero cuando en realidad no lo 
es, simular es dar aspecto de verdadero a algo que no lo es. 
Por consiguiente, la simulación no es algo real sino una ficción; un ejemplo de esto 
es el caso de los estudiantes de aviación cuando realizan simulaciones de vuelos 
aparentando que están volando, cuando en realidad no lo están haciendo; se 
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entiende como algo ficticio que se le quiere hacer ver como real, la simulación 
aborda dos temas esenciales: 
a. El engaño; 
b. El ocultamiento. 
Los elementos antes descritos, pueden darse en la teoría del negocio jurídico, 
teniendo como origen de este la mala fe de las personas en su actuar ya que buscan 
ocultar la verdad de un determinado acto. El negocio jurídico puede ser simulado 
en forma absoluta, o bien, existe, pero con una apariencia distinta a la realidad. 
Haciendo un proceso mental, vemos que, para la exteriorización de voluntad de una 
persona primero, debe existir un proceso mental en su psiquis, en su intimidad 
subjetiva, la misma que se compone de: 
 Obtiene información 
 Proceso de discernimiento 
 Decisión 
 Declaración de voluntad 
El autor Juan Carlos Gariboto, define a la acción de simulación, de la forma 
siguiente: como aquella pretensión judicial que busca declarar la simulación de 
determinado acto y por tanto, se deje sin efecto el acto aparente, esta acción la 
concede también la ley en caso que el deudor simule actos, únicamente con la 
finalidad de hacer disminuir su patrimonio. Es por ello que se dice que la naturaleza 
de la acción de simulación es de carácter patrimonial y tiene como fin declarar la 
invalidez del acto. 
En todo el capítulo, nos hemos topado con la necesidad de conocer la  existencia 
este tipo penal que tiene como afectación el bien jurídico protegido que es la familia, 
tomando conocimiento de cuales son clases de alimentos que existen son 
personales e inherentes  aun persona, los menores afectados los cuales son 
descritos como los descendientes de una persona y los obligados a prestar 
alimentos, en este caso el  obligado alimentista que omite brindar alimentos aún 
70 
 
menor, ya sea por una necesidad económica, la misma que tiene que ser acreditada 
o por una simulación creada en connivencia con otra personas. A hora bien los 
doctrinarios nos señalan que el sujeto activo es el que incumple, omite la obligación 
alimentaria, también otros juristas señalan que “Aquel” también es sujeto activo. 
Tomando estas consideraciones es que vemos el problema encontrado para la 
búsqueda del sujeto activo en el delito de omisión a la asistencia familiar en su 















































POSTURA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
3.1 Postura a Favor de la Investigación. 
La importancia de determinar si otras personas, además del obligado pueden ser 
sujetos activos en el delito OAF en la modalidad de simulación de otra obligación 
de alimentos. 
 
3.2  Análisis Argumentativo del Expediente judicial Nro. 945-2011. 
Según el requerimiento de acusación por el delito de omisión a la asistencia familiar, 
la fiscalía a cargo de la presente investigación determino como sujeto activo de este 
delito también a los abogados del obligado, acusándolos por el delito de omisión a 
la asistencia familiar los mismo que fueron considerados cómplices primarios. 
El segundo juzgado unipersonal dicta sentencia absolutoria para todos los 
acusados, en donde no se encuentro un tipo de complicidad para con los abogados 
considerados cómplices por la fiscalía. Por lo cual fueron absueltos y el Ministerio 
Público apela a esta sentencia. 
En segunda instancia, la Primera Sala revoca en parte la sentencia indica que por 
más que los abogados no sean familiares, tienen conocimiento de la norma y abrían 
actuado dolosamente en el proceso de alimentos seguida en favor de la menor 
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Gesell, llevando un proceso simulado con el obligado y su madre. 
Los dos abogados, Manuel Ascuña y Luis Moscoso, presentan un recurso de 
casación donde especifican que no puede existir una condena en segunda instancia 
ya quien se vulnera los derechos al debido proceso, por lo que existe la casación 
195-2015, sumado a ello indican que no pueden ser juzgados por el delito de 
omisión a la asistencia familiar tipificado en el art.149, segundo párrafo, ya que no 
son familiares de la menor agraviada. 
El requerimiento acusatorio en un primer momento califica la participación de los 
abogados como cómplices primarios del delito de Omisión de Obligación Alimentaria 
(Art. 149 segundo párrafo): “Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos 
en connivencia con otra persona” 
Ante lo explicado se verifica que los abogados estarían actuado en contra de la 
norma que regula y protege al menor alimentista al igual que la madre del obliga 
quien fingió un estado de necesidad, ya que tendrían conocimiento de la norma 
para poder entrar en connivencia con el obligado, tal como tenemos regulado este 
delito en el artículo 149 el que en connivencia, es por ello que tenemos por medio 
de adjuntar las fotografías (anexo 02) de la acusación fiscal, las mismas que 
describen, primero que en el delito de OAF para que se la simulación es necesaria 
la intervención de 02 o más personas ya que cada una de ellas interviene para que 
se dé la simulación fraudulenta, entonces para que se dé la simulación de alimentos 
y esta sea con el fin de hacer una reducción del pago de pensiones, es necesario 
contar con un abogado ya que el mismo tiene que ver mediante artimañas y  de una 
persona que finja el estado de necesidad, que la ley favorezca a su patrocinado, en 
nuestro expediente 945-2011 (anexo 03), tenemos que el actuar del abogado para 
con su cliente se inclina para que estos cometan el delito de OAF, en su agravante 
segundo párrafo, es por ello que el fiscal en su subsanación de acusación, por 
medio del principio de especialidad incluye a los abogados en el delito de OAF como 
cómplices, para posterior mente obtener una sentencia de vista verificada en el 
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(anexo 04) favorable en segunda instancia, donde se sentencia a todos los 
acusados incluyendo al abogado por el delito de OAF segundo párrafo. 
 
3.3 Determinación al Sujeto Activo del Delito OAF.  Segundo Párrafo. 
En primer lugar, témenos que hablar sobre la determinación de los sujetos activos 
del delito de OAF. Segundo párrafo, ya que en esta parte de nuestro código penal 
este tema no se encuentra claramente indicado, existe muchos vacíos y dudas, por 
ello es necesario identificar quienes son los sujetos activos del delito OAF además 
del obligo. 
 
3.4 Sujeto del Delito. 
Los sujetos del delito son aquellas en las que recaen directamente las 
consecuencias de la acción delictiva. Se conoce como indeterminadas cuando la 
norma no necesita una característica para la existencia del delito y determinados 
cuando existe una indicación especial para ser sancionado por la conducta 
(ejemplo: ser servidor público) o ser menor de 18 años el cual tendrías la condición 
de infractor (Donna, 1996, pág. 157). 
El delito es una acción u omisión efectuada por una o varias personas (sujetos 
activos) por los cuales un interés jurídico que pertenece a otra persona son 
perjudicadas o puesto en peligro (Bramont Arias, 2006). 
 
3.5 Sujeto Activo del Delito. 
Los sujetos activos del delito son aquellas personas físicas que realizan  acciones  
consideradas ilícitas, los mismo que son llamados también autores, coautores, 
cómplices o participes estos dos últimos puntos de vista se  considera cuando una 
persona colabora de alguna forma en un hecho delictivo mas no es el autor del acto 
ilícito, las mismas que recaen en una responsabilidad penal, solo pueden ser 
considerados sujetos activos del delito  las personas físicas, no importando el sexo, 
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la edad, nacionalidad y otras características, es conveniente afirmar que las 
persona jurídica no puede ser sujeto activo de un delito. 
Aguayo García menciona que los sujetos activos del delito son aquellas personas 
que participan en la comisión un hecho delictivo, entonces es el sujeto físico que, 
como autor, participe o encubridor, tomo parte en la comisión del delito. 
 
3.6 Autor. 
Los autores son aquellos sujetos que realizan el hecho por sí mismo, grupalmente 
o por intermedio de otros los cuales sirven como herramienta para realizar el hecho 
ilícito. 
También serán llamados autores: 
a) Los que inducen directamente a otro u otros a ejecutarlo. 
b) Los que cooperan a su ejecución con un acto sin el cual no se habría efectuado. 
3.6.1 El autor único. 
Los autores únicos de un acto ilícito son aquellos que participan por sí solos 
en un delito, realizando los actos necesarios para la materialización por lo cual 
lo tienen que efectuar ellos mismos, sin la participación alguna de otro en su 
ejecución. 
3.6.2 El autor mediato del delito. 
El autor mediato del delito es aquel que incita a otro de manera directa a 
realizar el delito, es decir, no lo realiza directamente el delito por sí mismo, 
sino, que se sirve de otras personas en su ejecución. 
 
3.7 Coautor. 
La COAUTORÍA es una manera de autoría, que presenta algunas características 
muy propias porque se da con la concurrencia de varios individuos (coautores) 
cuyas aportaciones no constituyen una simple ayuda o contribución a un hecho 
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punible ajeno, cometido por el autor, sino una conjunta realización del tipo delictivo 
entre varios, de la cual todos son responsables en la misma medida. 
 
3.8 Cómplice. 
La complicidad en el derecho penal, es cuando un sujeto es responsable de un acto 
delictivo, pero no por haber sido el autor directo del mismo, si no por haber 
cooperado para la realización del acto con conducta anteriores o simultaneas. 
3.8.1 Complicidad Primaria. 
Se considera cómplice primario a las personas que realizan un aporte 
necesario para la realización del acto ilícito, pero no participa en la realización 
del delito, la contribución del cómplice se puede dar de cualquier naturaleza 
incluso hasta intelectual; entonces podemos hablar que sin su aporte el delito 
no se hubiera podido cometer.  
Villavicencio nos dice que el cómplice primario es quien dolosa mente 
colabora con el autor para que se cometa el delito.  
Como también García cavero nos dice que esta figura se constituye por la 
contribución o auxilio, anteriores o simultáneos, que son necesarios para que 
se constituya el delito.   
Zaffaroni, nos dice que la complicidad es la ayuda que el autor acepta de 
forma tácita o expresa, entonces nos habla que la cooperación siempre 
necesita la coordinación entre el autor y el cómplice hasta tener el resultado. 
3.8.2 Complicidad Secundaria.  
Se considera cómplice secundario a las personas que no sean esenciales 
para la realización del delito, su aporte puede ser material u otra índole que 
puede proporcionar el cómplice secundario lo cual no tiene que ser necesario 
para que se cometa el delito. 
Gimbernat nos dice que el cómplice secundario es la contribución que se 
puede obtener con mucha facilidad, su cooperación no es necesaria para que 
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Se considera participación a la acción delictiva realizada por un conjunto de 
personas, entonces estaría hablando de la cooperación dolosa, esta participación 
se da cuando el participe debe conocer y querer su partición en un hecho 
antijurídico y típico. 
 
3.10 Sujeto Activo de la OAF. 
En lo que concierne al segundo párrafo del art. 149 del C.P. se ve que esta 
modalidad de OAF.se encuentra relacionada con la establecida en el primer párrafo, 
ello debido a que lo estipulado en el segundo párrafo es una modalidad agravada 
del ilícito de OAF, ello debido al mayor reproche de la conducta, puesto que no 
solamente el autor o sujeto activo incumple su obligación de prestar alimentos, sino 
que además de ello, se ve que recurre a determinados actos de falsedad como es 
el de simular una obligación distinta a la primera, renuncia o abandona de una 
manera maliciosa su trabajo. Se puede desprender de este párrafo tres conductas 
típicas: "simulación de obligación alimenticia", "renuncia maliciosa" y "abandono 
malicioso" del trabajo (Cornejo, 1991, pág. 96). 
Al realizar la simulación de una obligación alimentaria, lo que busca el obligado es 
dejar de pagar la obligación que tiene a favor del alimentista por lo cual incurre a 
simular otra obligación alimentaria, y busca una persona para que esta finja un 
estado de necesidad ante un juzgado, la misma que es considerada cómplice 
primario ya que su actuar es muy necesario para que se dé la simulación  (Rubio, 




3.11 Teorías para Determinar a los Sujetos Activos del Delito de OAF, Segundo 
Párrafo. 
El omitir la obligación de alimentos no solo afecta deberes familiares con los que se 
cuentan, sino que esto genera peligros con bienes jurídicamente fundamentales de 
las personas que tienen derecho a percibirlos, esto podría afectar tanto la vida, el 
cuerpo y salud, es por ello que el derecho penal tiene que intervenir para así evitar 
se causen perjuicios, ya que al contar éste con un rol preventivo se debe aplicar y 
no esperar a que se produzca un perjuicio ya sea en la salud o vida del beneficiado 
con los alimentos, no es necesario que se dé un perjuicio como es el caso en los 
delitos de homicidio o lesiones (Cabrera, 2009, pág. 56). 
Por ello, es frecuente ver en la realidad casos de simulación de otras obligaciones 
alimentarias, únicamente con la finalidad de sustraerse de un verdadero proceso, 
pero como es necesario la intervención de otras personas para que se dé la 
simulación de obligación alimentaria, a estas otras personas se le incluirá en el 
proceso penal de simulación y se le considerará como cómplices primarios.  
(Cabrera, 2009, pág. 255). 
Según los autores Bramont Arias Torres y García Cantizano, señalan que para 
cometerse el ilícito penal en mención no es necesario que se cause un perjuicio 
efectivo, ello debido a que únicamente basta con la puesta en peligro del bien 
jurídico protegido, por ello es el delito de simulación alimentaria es un delito de 
peligro, porque para su consumación, únicamente es suficiente que se deje de 
cumplir con la obligación no es necesario causar lesión o perjuicio al sujeto pasivo 
(Bramont Arias, 2006). 
3.11.1 La Teoría Del Delito. 
La teoría del delito es el instrumento conceptual que permite aclarar todas 
las cuestiones referidas al hecho punible,  el mismo que es útil para fijar el 
presupuesto procesal, ya que es una conducta típica, antijurídica y culpable, 
esta teoría del sujeto activo, refiriéndose que todo aquel que tenga una 
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conducta antijurídica será sujeto activo del delito, por lo cual llegamos a la 
conclusión que cuando un grupo de personas participan en un hecho ilegal 
como la simulación  de una OAF, tipificado en el Art. 149-segundo párrafo-  
serian sujetos activos ya que tendría una conducta ilícita. (Sicha, 2008) 
3.11.2 Teoría de la Unidad de Título de Imputación 
Salinas Siccha nos habla sobre la teoría de la unida donde mencionan la 
autoría y la participación en el derecho penal, busca dar respuesta al asunto 
de quien o quienes son los autores de un delito y quien o quienes sus 
partícipes. La repuesta es inmediata: será autor quien realiza el tipo, será 
participe quien coadyuva en su perpetración con acción intencionalmente 
cooperantes que tengan relevancia jurídico penal de cara al tipo catalogado 
y realizado por el autor. Hasta aquí el tema no tiene complicación algún. El 
autor por si o instrumentalizando a un tercero, tratándose de la autoría 
mediata, hace lo que el verbo rector del tío penal describe: Omite, roba. EL 
participe lo es porque instiga o presta en contubernio con el autor y sin 
penetrar el tipo con él, su ayuda haciéndose su cómplice. 
3.11.3 El Principio de Accesoriedad de La Participación. 
Binkmeryer nos habla de este principio en su tesis por la influencia que tuvo 
al momento de su evolución y sus cambios, actualmente este principio a 
seguido evolucionando ya que podemos ver el grado de participación que 
tienen los sujetos que participaron en un acto ilícito, también nos habla que 
toda persona que participa en un hecho ilícito es sujeto activo. 
Villa Stein considera que dentro del principio de accesoriedad de la 
participación, debe existir la unanimidad por que aquella persona que 
participe en un ilícito penal, aunque su participación sea mínima o solo haya 
apoyada con las ideas para un acto ilícito, este tiene que responder por su 
propio injusto, mas no por el hecho principal, ya que se da un ataque 
accesorio al bien jurídico protegido, en el art.149 del CP en el segundo 
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párrafo nos habla de la simulación de un proceso donde el obligado participa 
confabulado con otra persona para simular un proceso de alimentos,  el ser 
humano es un individuo social  y cuando actúa lo hace en colaboración  de 
otro persona. 
 Este principio se encuentra divididos en tres tipos: 
 La accesoriedad individual: es cuando existe solo un sujeto activo 
quien es el único que actúa en ese delito este tipo de hecho se llama de 
propia mano. 
 La accesoriedad media: cuando varios sujetos confabulan para cometer 
un acto ilícito y colaboran en el delito. 
 La accesoriedad completa: este tipo de participación se da cuando se 
influencia a otra persona para cometer un ilícito. 
En la presente investigación hablamos sobre el delito de OAF tipificado en 
el Art. 149. Segundo párrafo, que nos menciona que en la simulación de un 
proceso de alimentos es necesario la participación de otras personas, ya 
que una de ellas fingirá un estado de necesidad, y otras tendrán que 
participar en adecuar una treta para inducir a error al juez. 
3.11.4 La Teoría de la Participación en el Delito de OAF. 
La teoría de la participación  dentro de este delito alude a la participación 
que tienen todos los involucrados en este acto delictivo, siendo el principal 
autor el obligado, de igual forma se tendría que dar una explicación sobre la 
participación, como podría darse en el art.149 segundo párrafo, se da 
cuando el agente acuerda con una segunda persona para que esta finja un 
estado de necesidad  con el apoyo legal de un profesional del derecho 
(Villanueva, 2014, pág. 209). 
3.11.5 La teoría de la Inducción. 
La inducción es el acto que realiza una persona para convencer a otra 
persona en realizar un acto ilícito de forma dolosa, este tipo de hecho se 
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pueda tomar en cuenta al momento de determinar a los sujetos activos del 
acto ilícito, se tiene que ver la motivación que tuvo el inducido, esta 
motivación puede ser del ámbito económico, moral, social. (Zafarroni, 1990, 
pág. 298) 
 
3.12 La Simulación. 
Lo que se castiga en este ilícito penal es el incumplimiento de la prestación de 
alimentos, pese a que esta obligación se encuentra establecida en una determinada 
resolución judicial, considerando como bien jurídico protegido a la familia en general 
(Peralta, 2007, pág. 135). 
Bramont (2006) menciono lo siguiente: En caso que el obligado hubiese simulado 
otra obligación alimenticia en acuerdo con contra persona, no siendo necesario la 
existencia de un vínculo real, o renuncia o abandona de mala fe a su trabajo la pena 
será no menor de uno ni mayor de cuatro años; en caso se causase lesiones leves 
o muerte y estas hubiera podido preverse, la pena será no menos de tres ni mayor 
de seis años. Así mismo el mismo autor refiere que en caso el obligado incumpliese 
con lo dispuesto en el artículo en mención, mediante la simulación de otras 
responsabilidades, deberán de ser sancionados de manera contundente (Bramont 
Arias, 2006, pág. 115). 
En lo que concierne a la tipicidad objetiva, Salinas (2008) refiere que; quien asume 
una conducta omisiva en su obligación de prestar alimentos, la obligación que se 
encuentra contenida en una resolución judicial, será reprimido con pena privativa 
de libertad no mayor de tres años, o con prestación de servicio comunitario de veinte 
a cincuenta y dos jornadas, cumpliendo además de ello la obligación a la que se 
sustrajo (Sicha, 2008, pág. 63). 
Lo que buscaba el legislador, al momento de consignar en el tipo penal el término 
resolución, fue para que se entendiera este tanto como sentencia o como un auto 
de asignación provisional, en favor del beneficiario. Es así, que únicamente basta 
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con el incumplimiento de la resolución judicial, de la cual tiene conocimiento el 
obligado y habérsele requerido su pago bajo apercibimiento, para encuadrar su 
actuar en este delito. Es considerado un delito de peligro, pues no se le requiere al 
agraviado probar que se le hubiese causado algún daño o perjuicio con el actuar 
del obligado. Solo basta con que el obligado incumpla con lo establecido en la 
resolución judicial que lo obliga a prestar alimentos para perfeccionarse el ilícito, así 
mismo este tipo penal menciona que si un agente simula una obligación alimentaria 
con otra persona para sustraerse de su obligación, ambos estarían cometiendo el 
ilícito penal (Valderrama M. C., 2007, pág. 446). 
En lo que respecta a la ejecución del Tipo Penal, Salinas (2008) y Bramont-Arias 
Torres/Carda Cantizano señalan que para la configuración del ilícito penal no es 
necesario que se cause un daño real, sino que basta con la puesta en peligro del 
bien jurídico protegido. Villa Stein señala que la conducta típica es la de omitir 
prestar alimentos pese a la existencia de una resolución o sentencia judicial, 
poniendo en peligro con ello las necesidades básicas del alimentista, por lo que se 
considera un delito de peligro; por su parte Salinas (2008) menciona que para que 
se configure este delito tiene que preexistir, necesariamente, un proceso civil de 
alimentos en el cual el Magistrado ha señalado el deber de asistencia con el que 
cuenta el obligado mediante una resolución judicial firme y motivada, siendo que 
dolosamente incumple con su obligación, además de ello puede simular la 
existencia de otro proceso. Por lo que se desprende de lo dicho anteriormente que 
no cabría o no es factible la configuración del ilícito de OAF sin la existencia previa 
de un proceso de alimentos. Asimismo, Salinas señala que la familia como bien 
jurídico protegido es la urgencia de asistir al auxilio o socorro con el que cuentan 
los integrantes de una familia entre ellos mismo. Entendiendo a la obligación como 
el requerimiento económico, el cual tiene como finalidad satisfacer y velar por las 




3.13 Culpabilidad.  
Almanza Peña (2010) por su parte indicó que la culpabilidad, a la que hacía mención 
Zaffaroni, se debe entender como aquel juicio que permitirá la vinculación entre el 
autor y el injusto, operando como principal indicador del poder punitivo con el que 
se cuenta. Por lo que este juicio se tendrá como resultado del reproche de la 
conducta o actuar del agente activo, el cual alcanzo una situación de vulnerabilidad 
en el sistema penal basándose en su peligrosidad. 
La antijurídica por el contrario indica que es la contradicción entre el accionar, la 
conducta, y una norma prohibitiva la misma que se encuentra tipificada en nuestro 
ordenamiento jurídico; por consiguiente, se entenderá como la adecuación de un 
acto a la descripción legal que se encuentran en el C.P. Un juicio de valor “objetivo”, 
en tanto se pronuncia sobre la conducta típica, a partir de un criterio general el 
ordenamiento jurídico. Por su parte en lo que concierne a la vulnerabilidad el 
derecho penal da una aproximación a este tema, respecto a lo señalado en el Art. 
45º del C.P. el mismo que señala que al momento en el que el Magistrado determina 
la pena debe tener en consideración el aspecto social, es decir las carencias de 
esta, la cultura y costumbre con las que cuenta el agente, viendo con ello o 
determinando de cierta forma la vulnerabilidad con la que cuenta frente al sistema 
(Bramont Arias, 2006, pág. 126). 
 
3.14 Supuesto Teórico.  
Bramont (2006) discierne un bien jurídico que protege es la familia. por lo que este 
ilícito de la OAF manifiesta fundamental mente  la Fuente de la salvaguardar a la 
familia, es por eso que este ilícito hace infracción de los deberes al orden 
asistencial, no obstante para poder precisar el proceso mediante ley N° 29876 esta 
Norma reemplaza al artículo 9,Norma de conciliación, la cual trata de la 
inexigibilidad de la conciliación publicada el 5 de junio del 2012, la cual no es una 
condición, por efecto, previamente se determina el incremento de la demanda es 
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materia de alimentos. Por otra parte, este ilícito de OAF es materia de seguimiento 
público, y se puede determinar ya sea para la denuncia en el ámbito penal realizada 
por el sujeto pasivo; lo primero consiste en hacer la denuncia ante los policías, 
seguidamente también se puede hacer mediante la fiscalía, correspondiente a la 
jurisdicción (Bramont Arias, 2006, pág. 93). 
El cambio más importante en la OAF fue el 29 de noviembre del año 2016 entró en 
vigencia el decreto legislativo número 1194. 
Este cambio fue impulsado por el poder judicial manifestado por varias autoridades 
qué determinaban poder descongestionar la gran carga procesal que había en estos 
ilícitos, por el después 6 meses la práctica de este proceso rápido ha comprobado 
que en la realidad se demuestra resultados óptimos (Peralta, 2007, pág. 442). 
 
3.15 Circunstancias Agravantes. 
El tipo del Art.149 del libro penal determina las agravantes en las dos últimas líneas, 
las que manifiesta la responsabilidad penal qué responde la persona activa, en 
conclusión, agrava esta pena. La simulación en otra obligación de alimentos. 
Manifiesta un agravante que se configura cuando el agente está facultado a dar una 
pensión alimentaria, en connivencia otro persona, en consecuencia, se da inicio a 
un proceso de alimentos simulado con el objetivo de disminuir el monto del ingreso 
mensual, En consecuencia, hacer que el dinero a abonar para el beneficiario sea el 
mínimo a su favor (Donna, 1996, pág. 18). 
Hay que tener en cuenta que la simulación puede ser antes que el beneficiario 
proceda a dar inicio sobre la vía de alimentos, o ya esté en proceso, o cuando ya 
haya concluido y el obligado de mala fe inició un prorrateo de pensión (Edgardo, 






Lo que establece en cuánto la pena en el ilícito del tipo, el cual es una pena privativa 
de libertad no máximo de 3 años o con prestación de servicio comunitario de 20 a 
52 jornadas, sin inconveniente de cumplir la orden judicial, lo que oscilará entre no 
menor de 01 ni mayor de 04 años. si se da el caso de que la circunstancia Cómo 
agravante de lesión grave en la persona pasiva, la responsabilidad será no menor 
de 2 ni mayor de 4 Años (Edgardo, 2001, pág. 158). 
¿En qué consiste el comportamiento del agente en el ilícito de OAF? 
Este comportamiento en la ilicitud, determina en omitir la obligación de prestar 
alimentos, concretado por orden o mandato judicial, es síntesis basta con dejar de 
brindar los alimentos de forma económica para realizar el tipo, tomando en cuenta 
que el bien jurídico que se desea proteger es la familia ( exp600-98 omision ala 
sistencia familiar, 1998). 
 
3.17 Observación Dogmático Jurídico del ilícito de Simulación de otra Obligación 
Alimentaria. 
Al comentar sobre la importancia del delito de omisión propia y de omisión impropia 
(también llamado de comisión por omisión). Las dos formas de acción punible omisa 
tiene en el tema fundamental  la tipicidad, la cual una  diferencia fundamental; como 
comenta el profesor chileno Juan Bustos Ramírez, el delito de omisión propia (o 
sólo de omisión) se caracteriza por estar expresamente recogido en uno de los tipos 
penales de la Parte Especial del C.P. ; en cambio el delito de omisión impropia no 
está descrito expresamente en un tipo penal, más bien que se determina 
recurriendo, como lo califica el citado profesor de la Universidad Autónoma de 
Barcelona, lo que es  “recurso interpretativo” que consta en  trabajar el  principio 
con un tipo penal de acción comisiva, y con la fórmula general de la figura omisiva, 
en el caso del C.P. de 1991, contempla en el artículo 13 (Pineda, 2017, pág. 76). 
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Como se ha manifestado anteriormente al fijar el tema, la cuestión de este estudio 
es el delito de incumplir la obligación alimentaria (estos aspectos generales se 
comentan), el que por estar tipificado Art.149 del C.P. vigente, constituye una acción 
punible de omisión propia. 
 
3.18 El Sujeto Activo en el Ilícito de la OAF. Tipificado en el Segundo Párrafo.  
El sujeto activo, este puede ser cualquier persona la cual por vía judicial está 
obligado a dar una prestación alimentaria, ya sea por una orden judicial, es 
entonces que la persona se puede determinar cómo pasible en la orden judicial ya 
sea los cónyuges, ascendientes, descendientes o los hermanos. 
Esta ilicitud se transforma en un ilícito de forma especial, porque no tenga obligación 
de dar alimentos, en consecuencia, un mandato judicial consentido, este también 
puede ser determinado una persona activa en un delito (Hilares, 2017, pág. 32). 
 
3.19 Sujeto del Delito.  
Hay que determinar qué se define como una acción u omisión hecho por una 
persona el cual será sujeto activo, esto es en relevancia jurídica. 
Solamente una persona única puede violar la ley y cometer un delito, en la real la 
agrupación de crimen, las penas se determinan en base a los que integran dicha 
agrupación, en cambio en la persona natural individual se ejecuta un principio de 
individualizar dicho castigo en el libro se tipifica dicha determinación: el que matara 
(CP,251) El que alcanza un arma (CP,121). Y comparando en otros países dicha 
determinación, como por ejemplo en Bolivia típica el comisionado (CP 121). 
En otros casos comienza con: " El…comisionado por el Gobierno de Bolivia…"(CP, 
117), "El funcionario público... que…obtuviere dinero…"(CP; 151). "La madre 
que…"(CP, 258) o "El médico que… "(CP, 201). 
Estos comienzos de gramática cómo es él, la y los, canalizan que la persona activa 
se determine como cualquier sujeto, lo que nos hace entender que el llamado delito 
86 
 
es impropio, ya que no pueden cometer cualquier individuo.   Además, hay otros 
ilícitos que lo realizan determinados sujetos Como por ejemplo un funcionario 
público, el comisionado, o la madre, los cuales se nombran como ilícitos propios ya 
que a dichas personas sólo se le imputa dicha ilicitud (Zannofi, 2012). 
Mediante el presente capitulo hemos plasmado diferentes posturas de distintos 
autores quienes mencionan que el sujeto activo de este delito no solo es el obligado, 
sino también las personas que participan en connivencia con el obligado, a quienes 
denominan como cómplices, en este hecho se estaría calificado la acción de los 
sujetos activos ya que ellos de alguna manera estarían actuando en confabulación 
con el agente principal que sería el obligado, el código penal establece que cada 
tipo penal tiene un fin protector, entonces podemos hablar sobre el delito de OAF, 
tipificado en el Art.149, segundo párrafo, el agente simula otra obligación 
alimentaria con la finalidad de evadir su responsabilidad frente al alimentista, para 
lo cual es necesario la participación de otras personas quienes lo ayudaran a 
realizar un supuesto hecho de necesidad, mediante las teoría plasmadas líneas 
arriba se puede verificar que en esta conducta. Los que estarían confabulados con 
el obligado tendrían la calidad de cómplices primarios y no hay la necesidad de ser 
un familiar para que sea juzgado por este delito, ya que solo basta con la 




























OBJECIONES A LA POSTURA DE LA TESIS 
 
4.1 Posición en Contra de la Postura Adoptada.  
El delito de la omisión a la asistencia familiar, determinar la acción escrita, ya se 
sintetiza en la omisión que sea contraria a una orden en concreto. Para que éste se 
pueda configurar es necesario la existencia de dos componentes; el mandato 
judicial; el incumplimiento del obligado con el mandato (SANZ, 2000, pág. 42). 
Estos elementos mencionados son la columna normativa de la construcción en base 
a la imputación, por ende, estás deben ser materializadas con las preposiciones 
fácticas, las cuales configuran lo que en objeto es la situación típica propiamente 
dicha, para que adquiera este sentido de imputar hay que tener en cuenta que la 
omisión alimentaria, necesita una resolución, no   obstante, si no existiera una orden 
judicial válida, la persona activa del proceso puede dar cumplimiento con la 
obligación alimentaria ya sea por un factor de inestabilidad lucrativa, lo cual conlleva 
a que no haya tipo objetivo (Sicha, 2008, pág. 79). 
Esta posición sobre la existencia de una orden judicial, es factible, pero engrandece 
el error de los juristas naciones de nuestro país ya que esta orden judicial se da al 
obligado alimentista, el mismo que en una confabulación, incrementa una obligación 
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alimentista en el proceso civil, presentando la diferenciación de la obligación 
alimentista y los sujetos activos de este delito. 
Postura de la Corte Suprema de la República. 
Tomando en consideración el expediente N° 7304-97 de fecha 12 enero 1988, 
haciendo nos mención que el sujeto activo en este delito de OAF, es al que se le 
ordeno la asignación de los alimentos por un mandato judicial, donde la disposición 
de la resolución se da en el deber que recae en el obligado alimentista como sujeto 
activo para asumir sus obligaciones y deberes legales de asistencia. 
En el acuerdo plenario 2-2016 CIJ.116 ,hay que destacar las características para 
que se efectúe la imputación en los ilícitos de la OAF, es así que la determinación 
N° 15 que habla sobre la características del tipo, ante una determinación judicial 
expresa ante el derecho del sujeto alimentista y de la prestación legal del inculpado; 
y cuanto a la cantidad de la mensualidad tiene que tener como objeto la 
irresponsabilidad del pago previo, pero para poder actuar como un elemento en la 
tipicidad objetiva, se determina  por penalidad del incumplimiento. 
Mediante el acuerdo plenario se demuestra que según la corte superior presenta 
como único sujeto activo al obligado alimentista, mas no se tiene la diferenciación 
de sujeto activo en el delito de OAF. 
Hay que diferenciar entre no poder y no querer, ya que el no poder es una 
problemática objetiva y el no querer es subjetivo. 
El presupuesto de la autoría en el ilícito de la OAF requiere que la persona tenga 
un sentido general, al cual la denominación se basa en la situación, Por 
consiguiente, lo primero es necesario consolidar que está solo en exigir un deber, 
por lo contrario, es quien no puede, no debe; en consecuencia, no es un factor que 
interponer una prestación al que no puede, lo cual es una categoría epistémica y 
rebatible, en el objeto de la regulación jurídica está dentro de los parámetros de lo 
que es posible en la realidad. 
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En cuanto a los deberes, éstos no tienen una autonomía ya que lo correspondiente 
por lo general es una posibilidad fáctica; el deber irresponsablemente en lo material 
es una idea pura lo que maneja a una mala idealización que se puede confundir con 
la ley en la realidad y llega a ser algo absurdo de poder exigir un deber sin la 
posibilidad fáctica de realizarlo (Belluscio, 2002, pág. 46). 
No obstante la realidad en la fiscalía de la imputación en los parámetros fácticos 
que se exige, determina la situación típica en consecuencia sólo se presenta un 
elemento típico en la orden judicial y ésta no se determina con la base fáctica  en 
cuanto al poder económico del imputado, por consiguiente se tipifica la  
irresponsabilidad con la obligación alimentaria, finalmente al omitir una de estas 
atribuciones fácticas que corresponde a la capacidad material del que está obligado, 
no se configura la situación típica y carecería de sentido de la OAF. (sentencia R.N. 
2742-2013, Arequipa, 2013). 
Además, un defecto de la posibilidad económica, está sujeta a una resolución civil 
la que pone una prestación alimentaria, en ese contexto, el poder económico se 
considera en una resolución, por lo que corresponde a la fiscalía recabar 
información para emplear una buena imputación, en cambio, una injerencia de 
catalogar una resolución como medio probatorio para poder acreditar el poder 
económico, en síntesis podría darse una problemática de prueba, no tiene que tener 
como presupuesto el imputar. Si la fiscalía no expresa las proposiciones fácticas de 
la capacidad económica del sujeto activo con relación a la motivación de la 
resolución civil, en efecto Configura una situación típica y no tiene ninguna 
posibilidad de obtener una buena imputación concreta. Afirmando que la resolución 
judicial fija la obligación alimentaria, se considera una posibilidad económica del 
obligado, ésta se presenta en muchas situaciones ya sea en el estándar probatorio 
de la justicia familiar. Qué es diferente en sede penal, por es lo que continúa en un 
proceso penal; y la determinación del poder económico del obligado alimentario 
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corresponde a un tiempo diferente en el momento que se requiera la prestación del 
alimentista ya liquidado (Carhuayano, 2017, pág. 178). 
Entonces al haber una variación en la problemática en la resolución dictada en una 
sentencia civil, el sujeto activo con la penalidad de pena privativa de libertad  y la 
razón por lo que no puede cumplir con su obligación de la orden judicial, se le  
evalúa la imposibilidad material o el factor económico ya que es  el medio de 
sustentarse en su trabajo, puede darse distintas situaciones ya que incluso el sujeto 
puede estar con la pena privativa de libertad no obstante puede tener la posibilidad 
económica (Diaz, 1973, pág. 93). 
La problemática es discernir la determinación económica al que se le imputa, este 
problema del factor económico no es válido, ya que se exige intercambio de 
opiniones serias y no debe darse presunciones que hacen los fiscales por la 
sencillez de impulsar su trabajo (Diaz, 1973, pág. 102). 
En la investigación preparatoria el juez sólo se fija que se determine la proposición 
fáctica, mencionado al poder económico del que está obligado, pero en la etapa de 
juzgamiento. 
El 12 de enero del año 1988, la Corte Suprema se ejecutó el expediente número 
7304- 97 en la que explica el comportamiento del sujeto activo en un ilícito, es que 
se concreta cuando se omite la prestación que se le asigna sobre los alimentos 
determinado en una orden envía judicial, el sujeto activo ya que es responsable de 
una obligación a nivel constitucional de proteger. 
El alimentario al poder conocer su prestación jurídica, este se ordena mediante un 
mandato de vía judicial la cual realiza lo que le corresponde y por esos efectos 
personales es que se inflige la irresponsabilidad de su   cumplimiento, la pena se 
determina por la conducta omisiva, la abstinencia, y la de una orden judicial. 
Según el autor Tapia cuando se permite el pago fraccionado a destiempo lo que es 
un deber del alimentario este disminuida el parámetro de lo que se aspira por la 
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advertencia total eficaz inmediato de lo que se pretende realizar por el medio de la 
pena” (Viveso, 1995, pág. 155). 
En ese orden, debemos de indicar que la figura delictiva del delito de Incumplimiento 
de Obligación Alimentaria es dolosa, es el mismo que aparece tipificado en el tipo 
penal del Art.149 del C.P. se comprende que es doloso por lo que se caracteriza 
por el delito de OAF como un delito especial, ya que nadie que no tenga obligación 
de prestar alimentos como consecuencia de un mandato judicial consentida, puede 
ser sujeto activo de tal tipo penal. También debemos indicar que este delito es un 
delito de omisión propia, ya que solo se configura cuando exista un mandato o 
resolución judicial que imputa al agente a asistir con alimentos (Anaya, 1989, pág. 
61). 
La Obligación se define con la relación jurídica de característica pasiva además del 
peso procesal que tiene como fuente que está activo. 
La obligación hay una situación jurídica entre el sujeto activo con el aparato estatal. 
La Obligación en vía procesal se discierna en la libertad del sujeto activo del 
proceso, lo que en la carga procesal parte del libre de hacer la conducta que se 
realice. 
La irresponsabilidad de la obligación determina el acto ilícito y como tal la pena de 
la inobservancia de la carga procesal, este no es un objetivo de penalidad por no 
ser ilícito. 
La responsabilidad procesal favorece a otro sujeto, o a las personas que se 
benefician por un interés particular o socialmente ajeno del interés propio (Baca 
Cabrera/ Sánchez Espinoza/ Bautista Gómez), ha opinado: “... Al hablar del ilícito 
de omisión propia en donde el agente incumple un elemento Qué es esencial, lo 
que exige una acción determinada, en el Art. 149 del C.P., en su primera línea 
determina que el sujeto activo debo omitir el cumplir su responsabilidad en el tema 
de los alimentos que se especifica en una orden judicial, Lo que se dicta en esta 
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sentencia es la responsabilidad de prestar alimentos lo que constituye una situación 
que genera un deber que se actúa (Francisco, 1974, pág. 76). 
El inculpado de este ilícito es el sujeto natural en el que recae la responsabilidad de 
la fuente judicial de la obligación del alimento, por lo que determina, en el ilícito que 
ejecuta en la infracción del deber (Gallegos, 2014, pág. 22). 
En consecuencia, el doctrinario Cornejo Chávez, manifiesta que el contexto del 
nexo alimentario, es más profundo que el de las conyugales y el paterno filiales, ya 
que se limita tanto como ascendientes y descendientes, además se incluye un 
catálogo mucho más profundo de la persona o sujeto activo, en la obligación 
(Cornejo, 1991, pág. 46). 
La persona pasiva en la acción del alimentista, declara por medio  de una orden 
judicial, lo que supone qué es sujeto pasivo de la acción en tanto en los hijos y 
nietos, a la vez los padres y abuelos, queda sin importancia al tratarse de personas 
ya sea menor o mayor de edad (Cornejo, 1991, pág. 50). 
Los Actos Materiales. 
 El Art. 149 del C.P. determina tres Marcos penales distintos ya sea por la conducta 
qué encaje Consecuentemente del párrafo, en primer lugar, el artículo manifiesta el 
supuesto hecho básico, el siguiente la modalidad en concreta de la omisión de 
asistencia familiar, y por último la grabación por el mayor desvalor del resultado, 
que esté   resulta cómo en la primera y segunda línea del Art. 149 del C.P. (Ordeig, 
2015, pág. 61). 
La circunstancia contenida en la primera línea del Art. 149 del C.P., la persona 
llamada sujeto activo, este debe haber omitido su obligación de responder su 
responsabilidad de alimentos ya que se establece en dicha sentencia judicial, lo que 
constituye una situación que genera el deber actuar (Canales, 2012, pág. 80). 
En la resolución judicial dentro de los términos que son los elementos, comprenden 
también decisiones que se acuerdan mediante una conciliación, a los que 
judicialmente los procesos de alimentos se disponen en el Art 328 del C.C., se 
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ejecutan y el mismo resultado que la resolución dada por la autoridad competente 
como cosa juzgada. Hay que sintetizar qué se aplica por única vez en cuanto a las 
resoluciones judiciales que terminen una obligación alimentaria ya que se produce 
por un acuerdo entre las partes (Canales, 2012, pág. 83). 
Los mandatos judiciales manifiestan lo que se debe actuar y debe tener un carácter 
determinado, esto fluye la punición, por este camino el incumplimiento de la 
asignación provisional de los alimentos es fijada por vía de Sentencia judicial, ya 
que aquí se termina la prestación de alimentos, el Art. 675 del C.P.C. busca 
garantizar los derechos del alimentista y éste no determina que el agente de la 
responsabilidad de prestar alimentos a la otra parte. Esto supuesto se puede dar 
por la desobediencia y la resistencia a la autoridad competente (Claus, 1997, pág. 
61). 
Por segunda característica tenemos la configuración del delito de OAF ya que 
genera el deber de actuar, lo   conforma por la no realización del comportamiento 
esperado, esto quiere decir, el pago de la responsabilidad alimenticia. En este 
ámbito se debe precisar que la gente omite dar cumplimiento con el pago en su 
totalidad envía civil, es suficiente que el incumplimiento parcial de la responsabilidad 
alimentaria sea fijado judicialmente (Edgardo, 2001, pág. 65). 
La obligación alimentaria al darse el cumplimiento debe darse dentro de los plazos 
establecidos en la sede judicial, y este cumplimiento se realiza después, en efecto 
la suma y la autoridad competente en justicia penal si lo considera oportuno tendrá 
consecuencias en el marco penal de imponer criterios de individualización judicial 
fijados en el código penal en el artículo 46, numeral 9 dónde la reparación 
espontánea que genera el daño. Además, se considera que la responsabilidad 
económica tardía corresponde al tipo objetivo, está se debilita con la pretensión de 
una prevención general es critica que consigue a través de la vía penal (Edgardo, 
2001, pág. 34). 
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También se debe tener en cuenta que la irresponsabilidad de la obligación ya sea 
de modo distinto judicialmente, se debe desarrollar una posición en el nexo al grupo 
de casos que necesariamente reconoce que no toda irresponsabilidad en cuanto a 
la obligación de los términos en la sentencia judicial, este supone el incumplimiento 
de la responsabilidad de prestar alimentos. 
Por otro lado, la omisión punible en la ilicitud requiere que la gente obtenga una 
agravante que sea concreta en el caso, es reacción que se espera, el agente 
encuentre el poder cumplir con la responsabilidad judicial de prestar alimentos, ya 
que esta falta de capacidad es lo que más se alega en nuestra praxis forense (Ortiz 
G. , 2016, pág. 67). 
En la segunda línea del artículo 149, se configura la relación de la omisión 
asistencial, ya que se tipifica una circunstancia agravada en la ilicitud de la OAF., 
explicando el desvalor del comportamiento, está relacionado por el medio típico Qué 
hace el autor, ya que omite la obligación de prestar alimentos, acudiendo a actos 
de falsedad como la simulación, además otra responsabilidad de alimentos es en 
connivencia con la otra persona o el abandono del trabajo qué se hace de mala fe 
(Belluscio, 2002, pág. 67). 
Como se tiene que, este segundo párrafo contiene las tres conductas diversas: 
"simulación de obligación alimenticia", "renuncia maliciosa" y "abandono malicioso" 
del trabajo. 
En la segunda línea mencionaremos las tres acciones diferentes cómo es de 
simulación de obligación alimentaria, la renuncia maliciosa, y el abandonó malicioso 
en el ámbito de trabajo (Edgardo, 2001, pág. 41). 
La simulación de obligación alimenticia, la parte encuentra sustraer en parte la 
responsabilidad real y concreta qué tiene sobre la víctima mediante la acción de la 
falsedad procesal, este supone la integración de otro alimentista, 
consecuentemente viene el prorrateo de la responsabilidad económica que 
judicialmente se determina. 
95 
 
Las personas que colaboran con la parte imputada en la acción de la falsedad 
responderán al título de ser cómplices. 
Estas acciones que están tipificadas en la segunda línea del Art. 149 del C.P. ya 
sea la renuncia maliciosa y el abandono malicioso del trabajo, los  cuál son de 
igualdad ya que muestran como una característica la falsedad, donde sujeto activo 
es incapaz de ser responsable con la responsabilidad alimentaria y así sustraerlo 
de la misma (Diaz, 1973, pág. 2). 
Por último, en el código penal en la línea final del artículo 149 determina la grabación 
fundamental con el desvalor del resultado mayor, esta agravante se determina 
cuando la acción típica se manifiesta en sujeto pasivo ya sea por lesión grave o 
muerte que pueden ser previstas. 
 
4.2 El Tipo Subjetivo 
Este describe la acción típica que deja poco espacio para el conflicto ya sea de un 
ilícito doloso, si este ilícito de la OAF es dolosa, el agente debe ser consciente en 
su totalidad de los elementos objetivos que previamente analizamos, en tanto el 
dolo directo como el dolo eventual es admisible (Roda, 2009, pág. 30).  
Presentado la teoría: Teoría formal – objetiva, la misma que señala que un sector 
minoritario de la doctrina considera que el concepto de autor se infiere de los 
respectivos tipos de la parte especial del Código Penal, ello sin tener en cuenta que 
dichos tipos penales están concebidos, sin tomar en cuenta más que un único autor, 
es decir, un supuesto en el que no se presenta el problema de la distinción entre 
autores y otros partícipes. 
Jurisprudencialmente, unas decisiones acceden a vislumbrar ciertos elementos que 
se toman en cuenta para descartar el concreto caso que se justifica, el elemento 
subjetivo como es el dolo (Peralta, 2007, pág. 60). 
 Un ejemplo claro es el hecho de los pagos inferiores al monto total que se designa 
por obligación alimentaria, consecuentemente la resolución judicial ya emitida y de 
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forma continua se debe cumplir con todo el abono que se ha  adeudado, en la sala 
penal de apelaciones ya sea para procesos sumarios con los reos libres en la corte 
superior de Lima, en la resolución del 14 de mayo de 1988 con expediente número 
6937 - 97, los integrantes magistrados Mac Rae Thays Eyzaguirre Garate/ Pena 
Farfán, determina la prueba idónea para sintetizar la falta del elemento subjetivo 
que requiere el tipo penal de la omisión. 
 
4.3 Consumación. 
La consumación de este tipo nos indica también un arduo choque de opiniones en 
la jurisprudencia y doctrina a nivel nacional. 
Algunos factores determinan que la ilicitud de la OAF determina un delito 
permanente, por consiguiente, la otra parte determina que estamos frente a una un 
actitud instantánea, el resolver esta problemática   tiene importantes efectos de 
prácticas, es así como se escoge la vigencia del comportamiento penal y la 
operatividad de la prescripción (Cabrera, 2009, pág. 63). 
En cuanto al intercambio de opiniones en el ámbito doctrinario y jurisprudencial se 
ha manifestado que en la condición del ilícito instantáneo se manifiesta con la 
adhesión a la tesis qué opina que el ilícito Cómo de consumación instantánea. 
También se tiene argumentado una opinión que asumimos pueda generar cierta 
indiferencia por el sujeto pasivo ya que a medida provocaría recortar los plazos de 
la prescripción del comportamiento penal, con el agente se alude a la acción de 
hacer justicia ya sea como reo ausente o reo contumaz. 
Este déficit de protección penal sólo aparenta, porque cuando se produce el efecto 
de un acortamiento en cuanto a los plazos de la prescripción de este 
comportamiento penal, no impide que pueda persistir la irresponsabilidad de las 
obligaciones alimentarias, ya que el sujeto pasivo en su derecho de tutela penal, 
que los nuevos devengados ya sea por concepto de alimentos puedan producirse 
(Cornetero, 2017, pág. 67). 
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El agraviado que en consecuencia de una posible prescripción del comportamiento 
penal se le considera la ilicitud de OAF como instantáneo ya que mantiene la 
exigibilidad de vía civil la acreencia del alimentista. 
En conclusión, este delito de la OAF obtiene su consumación en el momento que el 
agente omite o realiza la acción que la norma exigiera de cumplir con la orden 
judicial que establece la responsabilidad alimenticia (Hilares, 2017, pág. 85). 
Se rechaza, lo opinado  por Bramont -Arias Torres/ Garcia Cantizano, en el enfoque 
que este ilícito hablado se consuma, en la prescripción del plazo que es requerido 
por el sujeto activo, ya que no solo confunde el momento de la consumación de la 
acción ,exigen requisitos judicialmente no reclamados por la norma (Sánchez & 
D´Azebedo, 2014, págs. 28-33). 
En este sentido como lo hacen Bramont Arias / García Contezano no dice que 
Donde también se representa que este delito de omisión a la asistencia familiar, el 
mismo quiebra la infracción a los deberes de orden asistencial, mediante un 
comportamiento ilícito instruido en el omitir el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en una resolución mediante una simulación. Es decir que con solo 
dejar de cumplir con el deber para que se realice el tipo penal.  
De la misma forma Roxin, mediante la estructura del delito, nos hace mención que 
cuando el deber de asistencia familiar se quiebra se da el delito de omisión a la 
asistencia familiar por lo que pertenecería al delito permanente, y esto se desactiva 
cuando se cumple en su totalidad este deber jurídico y tiene consecuencias en el 
sujeto activo el mismos que no cumple el deber jurídico. 
Tomando en consideración que la conducta delictiva, puede llegar a ser cualquier 
persona que tenga algún tipo de responsabilidad alimentaria fijada la misma que 
fue dada en un resolución judicial, precisando que el agente de este delito tiene 
relación de parentesco con el sujeto pasivo, quienes en efecto como sujeto activo 
pueden ser el abuelo, el padre, el hijo, el hermano, el tío, cual quiere persona que 
ejerce por mandato legal expreso en una resolución judicial. (Sicha, 2008, pág. 103)  
98 
 
Todo ello se tiene que en la práctica judicial la consumación en el delito de omisión 
a la asistencia familiar, se verifica cuando el sujeto activo decida cumplir con la 
resolución exigida por la autoridad judicial, o en el caso de que la autoridad judicial 
autorice su cumplimiento. La omisión de cumplir una resolución judicial que se 
obliga a brindar una mensualidad, siendo que el estado tiene permanencia con la 
misma concluyendo todo el proceso cuando el sujeto activo cumple con su deber 
alimentista. 
La persona activa de esta acción ilícita, se determina a cualquier agente que tenga 
una obligación ya sea directa de responder con la obligación alimentaria, antes de 
que se haga esto tiene que estar establecida por la vía civil (Escobar & Mojica, 
2013). 
Es así que la parte del cónyuge en relación al otro cónyuge, ya sea padre o madre 
en nexo con los hijos, deben asumir judicialmente o por acuerdo de una misma 
determinación con la carga alimentaria qué se hace irresponsable (Girón, 2013, 
pág. 74). 
Por otro lado, la víctima o persona pasiva en el proceso puede prestar una pensión 
alimentista que lo ejecuta una orden judicial en materia civil, ya sea ascendente o 
descendente con relación entre padres e hijos, lo cual el autor Salinas Siccha. 
Manifiesta que sólo basta con una orden judicial en un proceso sobre alimentos 
para que aparezca un beneficiario que reciba la pensión por parte del que está 
obligado (Pita, 2013, pág. 31). 
El autor Javier Villa Stein explica que el tipo penal debe exigir la acción penal de la 
omisión de no hacerse responsable sobre los alimentos en cuanto a lo que ordena 
una orden judicial, el cual pone en peligro las necesidades del alimentista (Villa 
Stein, 1998).  
En el contexto de una orden judicial se menciona que los acuerdos de conciliación 
son la partes que acuerdan para dar una decisión de mutuo en un proceso de 
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alimento la que está tipificado en el artículo 328 del CPC la que tiene la calidad 
sentencia firme (Legislativo, 1962 , pág. 2). 
Por consecuente en la segunda línea de este tipo penal, se tipifica el modo del 
agravante del ilícito penal de la OAF la cual es sintetizada con el mayor desvalor de 
la acción, esta se interrelaciona con la vía típica del que es responsable. El 
responsable omite la prestación de alimentos si recurre a acciones de mala fe como 
el de simular la responsabilidad alimentaria en relación a otra persona (Escobar & 
Mojica, 2013, pág. 33). 
La simulación de la obligación alimentaria busca la parte dar la prestación de la 
obligación alimentaria en parte y no toda su totalidad por lo que una característica 
importante es la falsedad y la mala fe que da el obligado por ordenamiento, o el 
abandonar el trabajo para no responder por el proceso mencionado (Juristas, 
Codigo Penal, 2009). 
Por última línea del artículo en mención las agravantes determinan el mayor 
desvalor del resultado. Por ello la acción tipificada se da en el indefenso ya se ha 
por lesión grave o muerte las que pudieran ser previstas. 
La base penal de este ilícito de la OAF requiere la presentación subjetiva del 
llamado dolo, para que se pueda configurar la injusticia en el proceso penal, en 
síntesis  el autor de los hechos  tiene que tener conocimiento  de la responsabilidad 
alimentaria determinada por una orden judicial si no decide cumplirla (Cruz K. D., 
2015, págs. 55-57). 
Las características y caracteres del delito de incumplimiento de la obligación 
alimentaria.  
El incumplimiento de la obligación de prestar alimentos, como se sabe que es un 
deber y derecho a prestar esta obligación hacia los hijos, son considerados como 
delitos que se dan de las diferentes formas, por las cuales se hace mención sobre 




4.4 El Delito Permanente y de Peligro. 
En esta primera característica este delito se da de forma permanente en nuestra 
sociedad, o en el contexto en donde nos encontremos, así mismo Campana 
manifiesta que:  
“…el delito en análisis es una omisión y de peligro, ya que la parte pasiva no 
necesita probar que con la conducta omisiva del hecho que en efecto le haiga 
creado un perjuicio, pues con la sola puesta en peligro de la familia como el bien 
jurídico protegido se perfecciona el ilícito…” (Maggiori, 2000, pág. 128). 
Este tipo de delito principalmente se da bajo la conducta del sujeto y este derecho 
es obligado a dar el pago alimenticio a través de una resolución judicial ya que 
considerando que este deber es necesario para que el hijo este en buenas 
condiciones de salud, este delito se da de manera permanente en la que también 
tiene una consecuencia, en que daña al menor psicológicamente al no corresponder 
de manera legal ante esta obligación (Kubica, 2015, pág. 149). 
Según Peña afirma que “el delito se da de manera constante por que la omisión de 
brindar dinero se desplaza en el tiempo, manteniendo así una situación típica, 
antijurídica y culpable. El término de este ilícito y sancionado se alarga hasta que la 
obligación que se tiene es incumplida” y Campana desde su punto de vista nos 
indica que “cuando se da la acción delictiva, esta permite que se las pueda expandir 
el tiempo voluntariamente, de modo que sea idénticamente violatoria en ese tiempo 
de expansión, a raíz de ello, todo el lapso de duración puede imputarse como de 
consumación” (Peralta, 2007, pág. 369). 
 
4.5 El Tipo Omisivo Doloso.  
En esta característica hace referencia a las conductas activas y se basa en la 
producción de un error considerado de una de las partes y en principal describe el 
comportamiento que presenta una persona, en cuanto esta persona prefiere evitar 
el cumplimiento u obligación de dar la alimentación correspondiente. En cuanto a 
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Campana dice que “se da la diferencia del el delito comisivo y el omisivo está 
principalmente en la regla que se rige en la observación de la adecuación típica, 
entonces en el tipo doloso, la tipicidad de donde nace identificar de la conducta 
realizada con el fin descrito y en el tipo omisivo surge la contradicción entre la 
conducta final realizada y la conducta final descrita” (Bernel del Castillo, 1995, pág. 
74). 
 
4.6 El Delito de Omisión Propia. 
Campana refiere que: “En este delito se genera cuando la persona deja morir a un 
integrante de su familia (hijo) por un alimento que no le brinda, este delito es 
considerado como delito de acción. Es un delito de omisión propia, porque el centro 
está en el mero incumplimiento de los deberes, aquellos de asistencia inherente a 
la patria potestad, la tutela o el matrimonio (Cornetero, 2017, pág. 65). 
Esta caracterización no se rompe porque a tal forma de incumplimiento pueda llegar 
el sujeto activo mediante un hacer positivo, habida cuenta que no es suficiente para 
que pueda considerarse realizada la conducta típica” (Edgardo, 2001, pág. 36). 
Dentro de la estructura del delito de la omisión propia dolosa y los de omisión propia 
culposa. Así mismo Villavicencio nos indica que “los delitos denominados como 
omisión propia "…ya contienen un mandato de acción y se castigan por la simple 
infracción de dicho mandato (…) los delitos de omisión propias son delitos de mera 
actividad. La omisión propia está prevista expresamente en la norma penal…”. En 
este tipo de delito de omisión propia según Maravi presenta los siguientes aspectos 
importantes:  
La tipicidad Objetiva: Elementos que conforman el tipo objetivo son:  
a. Situación típica, en la que se establece el presupuesto de hecho que da lugar al 
deber de actuar y que varía según el tipo específico.  
b. Ausencia de realización de la acción mandada; (no socorrer)  
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c. La capacidad personal; de realizar la acción; para lo que se necesita ciertas 
condiciones externas, cercas, donde existan medios de salvación, condiciones 
personales o que el sujeto cuente con ciertas posibilidades, suficientes y facultades 
intelectuales para realizar la acción. Poder intervenir es un elemento para la 
existencia del delito (Pineda, 2017, pág. 91). 
Sujeto dentro del delito de incumplimiento de la obligación alimentaria 
Sujeto activo. - Del delito OAF es el agente que no cumple, siendo su deber jurídico 
cumplir la prestación económica, previamente establecida por resolución judicial en 
sede civil. (Enrique Figari, pág. 297) señala que la Ley determinada de una manera 
estricta e inequívoca a las personas que van a asumir el carácter de obligados, 
quienes en algunos casos estarán estructurado por un vínculo biológico y/o jurídico 
el mismo que permitirá establecer una la relación jurídico delictiva. Refiere que los 
sujetos activos asumen una suerte de “posición de garante” típica de los delitos 
impropios de omisión o de comisión, solo que en estos casos en específico la 
posición aludida se encuentra expresamente tipificada en el delito, siendo necesario 
para ello que un Juez demuestre su responsabilidad creando con ello, lo que 
algunos autores denominan “cerrar la tipicidad”.  
(Peña Cabrera, pág. 442) describe su parte que el agente puede ser toda persona 
que tenga la condición de obligación, debidamente expresa en una resolución 
judicial, de pasar alimentos, pudiendo ser: 
A) Ascendientes: Son los miembros de la familia que se ubican en línea recta del 
cual desciende otro, pudiendo ser en estos casos, los padres, abuelos o cualquier 
persona que esté sometido al ejercicio de la patria potestad. 
 B) Descendientes: Al contrario de lo dicho en el párrafo precedente, son los hijos o 
nietos quienes asumen obligaciones alimenticias para con sus progenitores o 
abuelos, siempre que estos se encuentren imposibilitados de laborar, sean 
incapaces o por la edad. 
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C) cualquiera agente que tenga por mandato legal, una forma de independencia; 
como el tutor con relación al menor o el curador con el mayor declarado incapaz.  
D) El cónyuge con respecto al otro siendo que estos no se encuentren 
Separados legalmente por su culpa. 
Sujeto pasivo: Es la persona que sufre las consecuencias del ilícito, también se le 
considera como agraviado y a quien se le vulneran sus derechos.  
En la doctrina se establece que el sujeto activo puede ser cualquier persona que 
mediante resolución judicial se encuentre obligada a prestar una pensión de 
alimentos. Siendo de esta manera que todo sujeto que pueda estar sujeto a una 
resolución judicial como pueden ser, los cónyuges, ascendientes, descendientes y, 
los hermanos; en base a ello este tipo penal se vuelve en un delito especial, ya que 
solamente podrán cometerlos la persona que tenga la responsabilidad y obligación 
de prestar alimentos como consecuencias de una resolución judicial consentida 
(Sicha, 2008). 
Es por ello que se dice que el agente de este delito puede ser el abuelo, el padre, 
el hijo, el hermano, el tío, respecto de la víctima, también puede ser el cónyuge 
respecto del otro o, cualquier persona que ejerza tutela o curatela respecto de otra, 
siendo necesario para ello tener esa condición de obligado a pasar pensión en 
mérito a una determinada resolución judicial (Cabrera, 2009, pág. 256). 
(Peña Cabrera, pág. 442) señala por su parte que se entiende por sujeto pasivo a 
cualquier miembro de la familia, ya sea, el descendiente o hijo adoptivo menor de 
18 años, el menor sujeto a tutela, al ascendiente o progenitor adoptante en estado 
de invalidez o necesidad, el mayor declarado incapaz, y el cónyuge indigente no 
separado legalmente por su culpa, que se ven afectados por el incumplimiento de 
las obligaciones del sujeto activo. 
Definición del delito en sí: 
Con ello se ve que con el solo incumplimiento de las obligaciones alimenticias 
constituyen delitos contra la asistencia familiar, teniendo este derecho como fin 
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garantizar la prestación de recursos indispensables para la vida del ser humano, 
encontrándose obligado, mediante resolución judicial a cumplir con sus 
obligaciones (Cruz J. S., 2017, pág. 38). 
Algunos doctrinarios refieren que este delito no solamente se va por la necesidad 
de asistir de forma material, también es necesario que se acuda de forma moral 
como las obligaciones de un auxilio mutuo o, educación, cuidado de la prole, etc. 
Motivo por el que indican que el bien jurídico en este delito es de tipo “abandono 
familiar”, bastando únicamente el desamparo o incumplimiento de sus obligaciones 
para cometer este ilícito.  
De lo dicho anteriormente y conforme a ley se establece que el bien jurídico 
protegido es la familia, de igual forma la Sala de Apelaciones para Procesos 
sumarios con reos libres, ha señalado que (1998) “(…) en el delito de OAF.se 
protege a la familia, especialmente a los deberes de carácter obligacional con los 
que se cuenta, haciendo prevalecer el derecho de las personas que se encuentran 
afectadas por el incumplimiento de obligaciones alimentarias, siendo ello así se 
desprende que este delito es de omisión y naturaleza permanente, por lo que, sus 
efectos duran mientras persista la inasistencia, esto es, mientras el agente no 
cumple con la obligación alimentaria” (Calon, 1942, pág. 49). 
(Campana Valderrama, pág. 88) “Este doctrinario nos indica que cuando se 
subsume el echo en la tipificación del delito referida al impago de las obligaciones 
alimentistas. Se establece una pena sancionadora penalmente de restricción de la 
libertad del obligado, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial. En el caso de que 
se consume la primera situación agravante que se diverge en similar otra obligación 
con una tercera persona, renunciando o dejando de lado con mala fe el trabajo, ello 
con la finalidad de evadir sus obligaciones de brindar alimento, si concurre la 
segunda circunstancia agravante; siendo que, a consecuencia del abandono resulte 
alguna lesión grave en el sujeto pasivo, se impondrá al agente la pena privativa de 
libertad que establece la norma”. 
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Agravantes (Peña Cabrera, pág. 445) “existen 02 agravantes en el art. 149 C.P. y 
son: 
Cuando el obligado haya simulado otra obligación de alimentos en complicidad con 
otro agente o renuncia o abandona de mala fe su trabajo la pena será (…) ii. Si se 
ocasiona lesión grave o muerte al alimentado, pudiendo ser analizada, la pena será 
no menor de dos ni mayor de cuatro años en caso de lesión grave, y no menor de 
tres ni mayor de seis años en caso de muerte. Por lo tanto, es de necesidad básica 
que exista una relación de causalidad entre el daño grave o la muerte con el 
incumplimiento de la prestación; en el caso que no exista ese nexo causal entre 
ambas, no se podrá determinar ninguna de las agravantes en mención”. 
Asimismo, según el jurista Gálvez Villegas, asevera que el tipo penal de 
incumplimiento del obligado  sobre su obligación resguardaría un supuesto por 
prisión por deudas, sin embargo, es relevante señalar que la obligación alimentaria 
es el deber de solidaridad es decir que forma de partes de un grupo familiar, 
teniendo como  finalidad  el solvencia de los beneficiarios (los menores de edad 
alimentados), por lo que en ese sentido, el bien jurídico que se protege por la ley  la 
familia y no el patrimonio como erróneamente enfocan algunos autores. 
En ese orden de ideas, es necesario tomar en cuenta que el delito de 
Incumplimiento de Obligación Alimentaria es meramente doloso, pues como se 
observa de nuestra norma penal no existe un delito de OAF que sea culposo, siendo 
que este delito únicamente lo encontramos tipificado en el art. 149 del C.P. 
Entendiéndose que es doloso por la peculiaridad del delito de OAF como un delito 
importante uno especial, ya que otra persona que no tenga obligación de prestar 
alimentos como repercusión de una resolución judicial consentida, puede ser sujeto 
activo de un delito . El delito es de omisión propia, ya que solo se daría cuando se 
tenga una resolución judicial que obliga al agente a asistir con alimentos (Gómez, 
2013, pág. 63). 
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El autor Alberto Hinostroza Minguez, parte de la postura que dicho proceso de 
colocación de la denuncia penal por el delito de OAF., si cuenta con la resistencia 
del obligado (alimentante) a abonar el dinero requerido por el juzgado, para ello 
debe tenerse en cuenta las pensiones alimenticias fijadas que se tienen en la 
resolución del mandato judicial firme expedida en un proceso de alimentos 
(Hinostroza, 2012, pág. 89). 
En el presente capitulo después de haber expuesto los distintas posturas en contra 
de nuestra tesis encontramos que los autores hacen mención que el sujeto activo 
de este delito es aquel que es nombrado judicialmente por la resolución, donde el 
juez ordena que este cumpla con su obligación alimentaria, mas no hacen mención 
sobre lo estipulado en el segundo párrafo donde se encuentra tipificado el art.149, 
estos doctrinarios fueron inducidos a error ya que no tomaron en cuenta las 
modificaciones que se realizó en la actualidad, solo se basaron en la tipificación 
anterior, ya que en la actualidad los operarios de justicia junto con sus patrocinados 
crearon nuevos métodos para evadir o reducir el monto total que el correspondería 
al alimentista de los haberes del obligado, ya que en un resolución solo estaría 
nombrado como único sujeto pasivo al obligado más no a las personas que 
participan en confabulación en el mismo para simular otra obligación de alimentos, 
entonces frente a este hechos nos encontraríamos ante un incertidumbre, ¿Qué 
pasa con las personas que actúan en connivencia con el obligado, para simular una 
obligación alimentaria?. La respuesta ante esta interrogante seria que este hecho 
quedaría impune y nadie lo castigaría, pese a que se estaría vulnerando el bien 
jurídico protegido por esta norma, entonces cuando una persona ayuda a otra 
persona a realizar un acto ilícito este también tiene que ser juzgado por su accionar. 
 
4.7 Postura compuesta por Rojas Vargas, Infantes Vargas, Quispe Peralta. 
Las misma que defienden el delito de omisión de la asistencia familiar en su 
agravante de simulación donde se deduce que en este delito netamente doloso, 
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donde se encuentra que la obligación señalada en la resolución judicial superior la 
misma que fue necesariamente notificada adecuadamente tomando en 
consideración que el sujeto activo es el mismo al que se le requirió el pago de las 
pensiones devengadas, las mismas que deben ser canceladas, teniendo que solo 
será imputado por este ilícito de OAF, el sujeto que ha sido una vez notificado con 
una asignación provisional  o la sentencia civil por la cual se obligara a pagar un 
monto determinado de dinero por la definición de pensión alimenticia para el menor 






































PRIMERA: Se pudo verificar, que los sujetos activos del delito de OAF, tipificado en el 
art. 149 del código penal en su agravante de simulación son; en primer punto 
el obligado alimentista en calidad autor. En la calidad de cómplice primario 
todos aquellos que participan en connivencia con el obligado fingiendo un 
estado de necesidad los mismo que podrían ser padres, hijos, abuelos, 
sobrinos, conyugues, o quienes son factibles de recibir alimentos por parte 
del obligado, causando la disminución del monto alimenticio. En calidad de 
cómplices secundarios, estarían los profesionales, quienes en confabulación 
con el obligado alimentista y en el ejercicio de su labor profesional, ingenian 
o ayudan al ingreso de documentos falsos o fraudulentos, para la apertura 
de un proceso de alimentos en el área civil, todo ello con un previo acuerdo 
con el obligado alimentista. 
SEGUNDA: A medida que se logró recabar la información para la presente tesis 
pudimos identificar todos los elementos del tipo penal, tipificados en el art. 
149 CP, en donde encontramos sujetos activos y pasivos; los sujetos 
activos serian aquellas personas que tienen el deber de los alimentos y 
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también a los que actúan en connivencia con el obligado, se encontró como 
sujeto pasivo a las personas que tienen derecho a los alimentos, el bien 
jurídico protegido es la familia ya que este delito es de omisión propia y es 
un delito permanente. 
TERCERO: Se identificó a las personas que pueden actuar en connivencia con el 
obligado siendo aquellas que pueden solicitar alimentos ya sean 
conyugues, ascendientes y descendientes, los mismos que tienen que 
fingir un estado de necesidad para poder solicitar al obligado un monto de 
dinero para los alimentos creando una simulación, paralela con aquel que 
verdaderamente lo está necesitado, también es necesario la actuación de 
un profesional para que se realice la simulación, es decir un abogado para 
que lleve el proceso y genera una obligación para el obligado, producirá la 
disminución el monto de pensión alimentaria al momento del prorrateo en 
el proceso civil. 
CUARTA :   Concurriendo con toda la investigación se comprobó la hipótesis planteada, 
lográndose afirmar que no se tiene una correcta interpretación de que 
personas pueden entrar en connivencia en el delito de OAF, todo esto 
genera en la jurisprudencia que exista una limitación para la imputación de 
las personas que participan en la simulación, siendo los mismos cómplices 
primarios, teniendo que la existencia de otros sujetos activos en el delito 
de OAF, que no necesariamente son los obligados alimentista, si no son 
conplices para con este delito en su agravante, apoyándonos en la teoría 
del delito, la teoría de unanimidad la teoría de inducción, y la teoría de la 
























1. Como resultado de este trabajo de investigación proponemos como sugerencia un 
proyecto de ley que regule una sanción penal, para aquellas personas que actúen 
en connivencia con el obligado al momento de simular otra obligación de alimentos, 
creemos que la propuesta normativa de nuestro código penal además de ser simple 
en el aspecto que solo castiga al obligado, debe: recoger los presupuestos 
procesales que la doctrina nacional e internacional establece para la viabilidad de 
esta petición. 
Debe advertirse que la modificación de esta normal no deroga la otra más si la 
complementa por lo que esta nueva propuesta tiene presupuestos procesales para 
su implementación. 
2. Se sugiere a los futuros investigadores interesados en este tema, que tomen en 
cuenta las normas internacionales ya que en otros países como en argentina se 
tiene una figura muy interesante donde sanciona al médico que actúa conjuntamente 
con el obligado para simular un estado de salud grave y no darle al alimentista lo 























PROYECTO DE LEY 
SUMILLA: LEY QUE MODIFICA 
EL ARTÍCULO 149 SEGUNDO 
PÁRRAFO DEL CÓDIGO PENAL. 
 
LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 149, LA IDENTIFICACIÓN EFICAZ DEL SUJETO 
ACTIVO EN EL DELITO DE OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR, EN SU 
AGRAVANTE DE SIMULACIÓN. 
  
Nuestra Carta Magna en su artículo º6 segundo párrafo” Es deber y derecho de los 
padres alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos. Los hijos tienen el deber de 
respetar y asistir a sus padres. 
El derecho a una buena administración de justicia y a una debida motivación de una 
acusación fiscal o de las resoluciones se en el proceso de alimentos, ya que, en nuestro 
país, se tiene regulado de forma importante el derecho para la protección de la familia 
con ley 30364. 
La simulación como agravante en este delito deja un vacío legal que este mismo genera 
una delimitación para que se sancione de forma correcta y prudente al sujeto activo que 
en el caso de simulación no solo es el obligado alimentista, sino también las personas 
que entran en connivencia con este sujeto activos, para ello se tiene que hacer la 
diferencia de que no solo el obligado alimentista es el único sujeto activo. Todo ello para 
poder simular una acción de simulación fraudulenta la misma que necesita la partición 
de más de dos personas y es muy necesaria la participación de un profesional, el mismo 
que puede ser un abogado, medico, quienes en ejercicio de función ingresan o crean 
documentación necesaria para la simulación.  
113 
 
Esta ley en principio surgiera para que los administradores de justicia puedan tener un 
panorama más amplio de a quien se le deberá imputar el delito de omisión a la asistencia 
familiar, ya se ha de manera directa como autores o de manera de complicidad. 
La ley, en su función de política judicial y procedimental, cuenta con principios que van 
a regir en la actividad procesal, todos ellos derivan del principio de economía procesal,  
EFECTOS DE LA NORMA SOBRE LA LEGISLACIÓN NACIONAL 
La presente iniciativa legislativa busca modificar los artículos 149 del Código Penal, 
omisión a la asistencia familiar, en su agravante de otra simulación de alimentos: 
Fórmula Legal del Proyecto de Ley 
Artículo 149 º.- Omisión A La Asistencia Familiar  
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución 
judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años, o con 
prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, sin perjuicio de 
cumplir el mandato judicial. 
Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en connivencia con otra persona 
o renuncia o abandona maliciosamente su trabajo la pena será no menor de uno ni 
mayor de cuatro años. 
ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 
La presente iniciativa legislativa genera un gasto mínimo, el mismo que no se tomara en 
cuenta ya que el beneficio de la modificación de la norma será mayor, ya que se lleva a 
salvaguarda del interés superior del niño, teniendo en cuenta  que los obligados 
alimentistas no solo son los únicos sujetos activos, ya que también se da la existencia 
de la participación de los profesionales que intervengan para que la agravante de 
simulación se pueda dar, de esta forma se evitaría la vulneración de bien jurídico 
protegido quien es la familia y más un el interés superior del niño, ya que los profesional 
utilizarían sus conocimientos para generar un fraude al momento de iniciar un proceso 
de alimentos simulado, es por cuanto se vitarían gastos y se bajaría la carga procesal 
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de este delito saliendo beneficiario tanto el estado como el bien jurídico protegido la 
familia.. 
Estando conforme a lo establecido en el artículo 75º del Reglamento del Congreso de 
Republica, se propone el siguiente proyecto de ley: 
FORMULA LEGAL 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA; 
Ha dado la Ley siguiente: 
LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 149, LA IDENTIFICACIÓN EFICAZ DEL 
SUJETO ACTIVO EN EL DELITO DE OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR, EN 
SU AGRAVANTE DE SIMULACIÓN. 
 
Artículo 1º.- Finalidad 
La presente Ley tiene por finalidad modificar el artículo 149 del Nuevo Código Penal 
aprobado por el Decreto Legislativo Nº 635, en el extremo referido a su agravante del 
segundo párrafo, el que nos hace mención sobre el agente que simulando otra 
obligación en connivencia de otra persona. 
Artículo 2º.- Modificación del Decreto Legislativo Nº 635 
Modifíquese, el segundo párrafo del artículo 149 del Código Penal aprobado por Decreto 
Legislativo Nª 635, los mismos que en adelante tendrán la siguiente redacción: 
Artículo 149 º.- Omisión a la Asistencia Familiar  
… 
Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en connivencia con otra 
persona, todos aquellos que participes en la connivencia serán reprimidos 
con una pena será no menor de uno ni mayor de cuatro años... 
 Si en caso renuncia o abandona maliciosamente su trabajo la pena será no 
menor de uno ni mayor de cuatro años.… 
Tomando en consideración el primer párrafo se tiene que serán sancionados todos 
aquellos que entren en connivencia con el obligado ya que de forma fraudulenta intenta 
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crear un proceso de alimentos simulado. El destaque de la forma de la participación es 
en si lo que se tendría que tomar en cuenta para que se denote y exista un análisis 
léxico jurídico, para los reguladores de justicia y los que la promueven, quienes de esta 
formar verificaran las formas de participación en un delito especial que sería este el caso  
Artículo 3º.- Normas a derogar o dejar sin efecto 
Derogase o déjese sin efecto las disposiciones legales que se opongan a la presente 
Ley. 
Artículo 4º.- Vigencia 
La presente Ley entrara en vigencia al día siguiente de su publicación en el diario Oficial 
El Peruano. 
Comuníquese al señor Presidente de la Republica para su promulgación. 
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2. Tema y título. 
“Determinación de los sujetos activos en el delito de OAF en la modalidad de 
simulación de otra obligación de alimentos Arequipa, 2018”. 
2.1. Planteamiento del problema. 
Según el planteamiento del problema en base a nuestro expediente 945-2011, 
hemos podido encontrar en el expediente como también en la carpeta fiscal, el 
requerimiento de acusación por fraude procesal y OAF se tiene posterior mente 
una variación de la acusación basada en el principio especial, teniendo ello la 
acusación se modifica, acusando a los abogados del obligado, al notificador y 
al jefe de la empresa del obligado, delito de OAF. (Exp. N° 00945, 2011). 
Para ello el segundo juzgado unipersonal dicta sentencia absolutoria para todos 
los acusados, en donde no se encuentra un tipo de complicidad para con los 
abogados, el notificador, el jefe de la empresa, ya que se tiene que cada uno de 
ellos en ejercicio de sus funciones de esta forma no se les podía considerar 
cómplices. Se tiene absuelto a los acusados, el Ministerio Público apela a esta 
sentencia. 
En segunda instancia, la Primera Sala emite una sentencia de vista que 
resuelve revocar en parte la sentencia de primera instancia, donde nos indica 
que por más que los abogados no sean familiares, tienen conocimiento de la 
norma y abrían actuado dolosamente en el proceso de alimentos seguida en 
favor de la menor agraviada, llevando una simulación con el obligado y su 
madre, confirmándola en el extremo, dado que por el  principio de indubio 
Proreo  es que el notificador y el jefe de la empresa del obligado siguen siendo 
eximidos de una pena. 
Los dos abogados, presentan un recurso de casación donde especifican que no 
puede existir una condena en segunda instancia ya quien se vulnera los 
derechos al debido proceso, tomando en cuenta la condena del absuelto, 
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tomando también en conocimiento que no se hace mención al delito, solo 
abocándose al principio mencionado líneas arriba. 
El requerimiento acusatorio en un primer momento califica la participación de 
los abogados como cómplices primarios del delito de Fraude Procesal (art.126 
del CP); sin embargo, a tras la modificación del requerimiento de acusación se 
les considera como cómplices primarios del delito OAF.(art. 149 segundo 
párrafo, segundo párrafo) 
Sin embargo, no se estipulan completamente quienes las personas que 
eventualmente pueden entrar en connivencia. Tomando en consideración esta 
situación es que se necesita que este tipo penal en cuanto al segundo párrafo 
tenga establecido quienes son lo sujetos activos del delito de OAF, segundo 
párrafo.  
La doctrina actual nos habla sobre la existencia de una teoría llamada Monista 
la misma que nos dice que se considera que la simulación no tenga dos actos 
jurídicos diferentes sino solo uno, con lo cual se tiene que los las partes tiene 
que tener voluntad de crear un acto ficticio, y así poderla privar de la eficacia, 
como también se desee crear un contrato real, este siendo disfrazado con una 
función distinta, el cual solo mostrara una divergencia, no en la voluntad de las 
partes. (Guillermo & Eduardo, 2008, pág. 191). 
La teoría elimina la simulación, la dualidad de actos jurídicos distintos, la materia 
de esta acción de simular, ahora se daría un hacer de prevalencia de esa 
voluntad real sobre encima de la declaración aparentemente disfrazada, con lo 
que se tiene que se responde a la tradición latino americana que refiere la real 
intención de las partes sobre su declaración que se ha dado. (Ramírez, LA 
SIMULACIÓN EN LOS ACTOS JURÍDICOS; ¿CONSECUENCIA JURÍDICA DE 
LA DECLARACIÓN DE LA SIMULACIÓN ES NULIDAD O INEXISTENCIA?, 
2018, págs. 8-9). 
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Entendiendo que la figura de la simulación es un medio por el cual se genera 
un supuesto de apariencia de negocio jurídico el mismos que lleva un acuerdo 
de voluntades de las partes que intervienen, regulando algunos alcances del 
negocio simulado.  
Simulación en la O.A, es una agravante, esta se daría cuando el obligado 
alimentista, en connivencia con otro sujeto activo, inicia un proceso alimentario, 
con el objetivo de llegar a rebajar el monto de prestación de alimentos al sujeto 
pasivo esto se daría de forma mensual, considerando que el monto de la 
pensión bajaría siendo el mínimo, todo ello en perjuicio del verdadero 
beneficiario. La simulación, se da cuando este el proceso de alimentos o cuando 
esta haya terminado, para que el obligado ingrese una noción de prorrateo de 
la pensión alimentista. (Cruz J. S., 2017, págs. 41-42). 
Se entiende que el agente busca disminuir o no dar el valor completo de 
obligación a la víctima, mediante la simulación de otra obligación alimentaria 
que genero con otra obligación alimentista y el prorrateo necesario. Conductas 
incluidas en el segundo párrafo 149 C.P., donde nos indica la renuncia maliciosa 
y abandono, teniendo en medida en que las dos tiene por fin demostrar que el 
sujeto activo es incapaz de completar la obligación alimentaria para no pagar la 
misma. (Cruz J. S., 2017, págs. 41-42). 
Tomando en consideración la teoría del delito se tiene este delito constituye un 
instrumento de análisis de la conducta humana, ya sea en la función de los 
administrativos judiciales, también de juristas para que se de la determinación 
del delito, contribuyendo un método para análisis de los niveles, cada cual 
presupone la finalidad de descartar las causas que impiden la necesidad de la 
aplicación de la pena. (Girón, 2013, págs.12-25) 
Final mente en la tesis; El delito de incumplimiento de O.A. y su influencia en la 
aplicación del principio de oportunidad sostiene que el delito de OAF.se 
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encuentra regulada C.P.: “el que omite cumplir su obligación, tendrá una pena 
de acuerdo al C.P., tomando en consideración que los delitos contra la familia 
encierran muchos injustos penales, los delitos en análisis configuran el agente 
de omitir, establecido con su resolución de pago de obligación de alimentos. 
(Carhuayano, 2017, págs.45-47). 
 
2.2. Formulación del problema.  
2.2.1. Problema general: 
¿Quiénes son los sujetos activos en el OAF, en la modalidad de simulación 
de otra obligación de alimentos? 
2.2.2. Problema específico: 
a) ¿Cuáles son los elementos del tipo penal en el delito de OAF? 
b) ¿Quiénes son las personas que pueden actuar en connivencia con el 
obligado en el delito de OAF en la modalidad de simulación de otra 
obligación de alimentos? 
3. Objetivos. 
3.1. Objetivo general. 
Determinar los sujetos activos en el OAF, en la modalidad de simulación de otra 
obligación de alimentos. 
3.2. Objetivos específicos. 
a) Determinar los elementos del tipo penal en el delito de OAF. 
b) Identificar las personas que pueden actuar en connivencia con el obligado 
en el delito de OAF, en la modalidad de simulación de otra obligación de 
alimentos. 
4. Fundamentación o justificación del tema. 
La noción de la investigación se da la necesidad urgente de ubicar los sujetos activos 
en el delito OAF. en su modalidad de simulación de otra obligación alimentaria, el 
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mismos que señala que el obligado entra en connivencia con otra persona para que 
sede este segundo proceso de alimentos. Considerando la suma urgencia que se 
tiene para que los operadores de justicia, tengan una concreta y correcta imputación 
para los todos los sujetos activos que en si se encuentran involucrados en el actuar 
de este delito, los jueces penales, fiscales, deberán aclarar quienes pueden ser 
estas personas. Debemos hacer la diferenciación del obligado alimentista en el delito 
de omisión a la asistencia familiar y los sujetos activos que hay dentro de este delito. 
Para todo esto corresponde a este proyecto de investigación, analizar desde una 
perspectiva jurídica basada en el nivel teórico, tomando en cuenta la necesidad de 
esclarecer quienes son las personas que pueden entrar en connivencia. Este tipo de 
percepción permite proteger y sancionar el mal actuar dolosamente de los sujetos 
activos. 
En tal sentido, consideramos que, ante la escasez de producción científica sobre el 
tema propuesta, nuestra investigación constituye un aporte esencial dentro de la 
discusión jurídica actual y presenta un elemento de innovación importante. 
También consideramos que este trabajo encuentra justificación en la situación en la 
que se encuentran los sujetos que no son familiares del obligado, que participan en 
connivencia en el delito de OAF, ya que la norma no es lo suficientemente clara con 
respecto a la mención de entrar “en connivencia”. Vale resaltar que mediante la   
simulación de la obligación alimentaria el sujeto activo busca no pagar la obligación 
real y objetiva que posee respecto a la víctima mediante el acto de falsedad procesal 
donde nace otro alimentista y el respectivo prorrateo del importe a que puede ser 
obligado judicialmente y para que la simulación se pueda dar se tiene la necesidad 
de una persona que finja necesidad de ser acudido por el obligado y la participación 
legal de un abogado. 
En ese sentido, el proyecto de investigación es relevante académicamente, en tanto 
continúa la indagación quienes pueden entrar en connivencia en el delito de OAF, 
en el de especial interés de los sujetos activos que participan en el proceso.  
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Asimismo, permite un dialogo fecundo entre la academia y los operadores jurídicos. 
Asimismo, posee una indudable utilidad social práctica, por cuanto se constituye 
como una oportunidad de analizar el ordenamiento procesal penal vigente, relativo 
a la interpretación del tipo penal de OAF, permitiendo el estudio y perfeccionamiento 
de la normativa nacional. 
Tomando en cuenta que el ilícito del delito de OAF., segundo párrafo se entiende 
que solo se puede entrar en connivencia  con familiares, es ahí que se encuentra un 
vacío legal ya que la norma expresa que  el obligado entra en connivencia con otra 
persona, por lo cual se tiene la necesidad  de identificarlos expresamente, quienes 
son sujetos activos que pueden entrar en connivencia con obligados, esto vulneraria 
el debido proceso ya que no se identificaría  correctamente a los sujetos activos de 
este delito, a la vez  se genera una un imputabilidad  para los  sujetos activos. 
5. Descripción del contenido. 
5.1. Marco teórico. 
5.1.1. La simulación 
Es la declaración voluntaria no real, dada de forma consiente y de acuerdo 
a las partes, para conseguir un engaño de la apariencia de un negocio 
jurídico que en realidad no existe o es muy distinto al que se tenía que llevar 
a cabo (Ferrara, 2000, pág. 5 - 4). 
La figura de la simulación, es un acuerdo de la representación de 
voluntades con la finalidad de crear un negocio aparente, para poder 
disfrazar uno real, con el medio de engañar a otras personas que tiene una 
finalidad lícita (Ginesta 2001, pág. 12-16). 
La simulación se da en apariencia de un negocio jurídico, pero ocultar el 
propósito, es decir el fin lícito del negocio que se dio para que cause en 
concreto para las partes una diferente apariencia. 
En la simulación existe voluntad de engañar y disfrazando la verdadera 
causa del negocio a las terceras personas, se genera una discordia 
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permanente entre la declaración externa (simulada) y la interna 
(manifestada entre los intervinientes en el negocio) (Arguello 1999, pag 
194-196). 
5.1.2. Simulación a la asistencia familiar 
El que simula una obligación en connivencia con otro sujeto, por lo que 
desean burlar o disminuir la prestación alimentaria a su cargo, ellos simulan 
otra obligación, para tener ello se necesita voluntades criminales con otras 
personas, quienes pueden ser allegados al sujeto activo, los cuales le 
inician una acción de alimentos pese a tener en cuenta la solvencia 
económica que ya este tiene que brindar una manutención que le tiene que 
dar a su hijo existente, también se da fraguando documentos como alguna 
deuda, también conocido como el delito de fraude procesal (Peña Cabrera, 
2015, págs. 534). 
5.1.3.  Responsabilidad jurídica. 
La necesidad de reducir la manera de vacíos de los conceptos que se 
atienden en el derecho ayuda a la compresión que presentan y de paso, 
provee un necesario avance intelectuales (Vélez, 2015, págs. 148-149). 
Deduciendo, el panorama antes de la Teoría General del Derecho, que llevo 
la reconstrucción de las definiciones jurídicas de responsabilidad, algunas 





De acuerdo al C.P la responsabilidad penal de un sujeto nace con el acto 
ilícito, con omisión del no hacer e ir contra las normas escritas en nuestro 
orden jurídico. (Pozo, 2005, pág. 14) 
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Como señala Roxin, quien menciona que la acción penal dentro de la 
responsabilidad solo se puede dar como persona natural mas no se puede 
dar como persona jurídica ya que a este le falta la voluntad y conciencia 
(Claus, 1997, pág. 252). 
5.1.4. Delito. 
La teoría del delito no es más que la acción u omisión voluntaria, típica, 
antijurídica y culpable”, por lo cual este tipo de acción  no solo se basa en 
castigar el acto si no el actuar de un sujeto de manera voluntaria ante un 
hecho no permitido, también se tiene  como un elemento importante la 
culpabilidad, es así que se trata la punibilidad o penalidad para su sanción 
respectiva, dentro de ello se tiene una problemática  que nos lleva a hablar 
de la consumación del delito  y el concurso real e ideal de delitos, en esta 
situación se modifica la responsabilidad del penal. (Girón, 2013, pág. 4).  
La interpretación de la norma es la que garantiza el correcto aplicar de las 
sanciones (Donna, 1996, págs. 19-20). 
5.1.5. Omisión a la asistencia familiar. 
Para Peña Cabrera, la OAF es una norma que garantizando el 
cumplimiento de la obligación que tiene un sujeto ante un alimentista, 
asegurando su bienestar. 
Laje, citando a Merlio y Ohanian, manifiesta que cuando el obligado es 
encarcelado afecta su economía por lo que no puede seguir satisfaciendo 
a las necesidades del alimentista, nuestra norma exige que la agraviada al 
momento de denunciar el delito de OAF tiene que agotar todos los aspectos 
de procedimiento antes de llegar al área penal ya que es la última ratio. 
Señala Beristain: el C.P no solo debe asegurarse el bienestar económico 
de la familia principalmente la existencia de la familia. 
Ore Guardia señala sobre “OAF.:  
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El art. 149° del C. P.P.  El mismo que exige un requisito para que se pueda 
cumplir con este tipo penal que la obligación haya sido solicitada con 
resolución judicial (CARHUAYANO, 2017, págs. 41-43).  
Cuando hablamos del delito de OAF se da cuando el obligado no cumple 
de forma correcta y de forma dolosa su mandato judicial, este siendo 
debidamente notificado donde se hace el requerimiento de pago de las 
pensiones que han sido devengadas, las que no fueron canceladas, 
exigiendo con ello suficiente fundamento, para que el acusado se le dé una 
posible de condena (Gutierrez, 2017, págs. 28-29). 
El delito de OAF se realiza cuando el agente incumple con no pasar pensión 
a un alimentista incumpliendo lo ordenado en una resolución (Pineda, 2017, 
págs. 17-18).  
La OAF tiene un segundo párrafo donde nos habla sobre una trata que 
arma el obligado para no darle al alimentista lo que realmente le 
corresponde, para lo cual necesita a otras personas que actúe siendo su 
cómplice es quien apoyara ara que se dé una simulación de alimentos 
siendo necesaria su participación. 
En otros casos el sujeto activo nuestra un interés directo de no darle al 
alimentista lo que realmente le corresponde por ellos buscara la manera de 
evadir la obligación que tiene frente a esta situación, por ello la norma creo 
un segundo párrafo en el C.P del Art. 149 en la cual protege la existencia 
de la familia (Pineda, 2017). 
Muchas veces un acto ilícito puede mostrarse como si fuera licito, ya que 
este tipo de hecho se puede verificar dentro de la figura de la simulación de 
otra obligación alimentaria, cuando un sujeto arma un treta con otras 
personas para simular que simulen que otra persona  le esta demandado 
por alimentos, es así que este sujeto  ya no le da lo que realmente le 
corresponde la menor, sabes que dentro del ordenamiento civil en el Perú 
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solo se puede tocar el 60% de los haberes del obligado para que cumpla 
con su obligación de alimentos, dejando a salvo un 40% para la 
subsistencia de este sujeto, entonces el juez que está a cargo del prorrateo 
de los alimentos solo puede disponer un 60% , si dentro de este 
ordenamiento solo hay un alimentista no hay mayor problema, el problema 
se origina cuando hay más de dos alimentistas, el porcentaje baja para 
cada uno de ellos, correspondiéndoles una parte mínima, entonces esta 
situación genera a que el obligado  actúe de forma fraudulenta e ilícita 
fermentando a que personas allegadas a él lo demande  por una parte de 
sus haberes que corresponden al 60%, entonces el alimentista no podría 
tener la posibilidad de tener una mayor cantidad hará su subsistencia.  
Los alimentos constituyen no solo comida también vestido, educación, 
recreación, y todo lo necesario para el bienestar del alimentista.  
5.2. Hipótesis. 
DADO QUE no existe una correcta interpretación de quienes son las personas que 
pueden entrar en connivencia con el obligado en el delito OAF, ES PROBABLE que 
se genere una grave limitación e impunidad en el delito de OAF para los sujetos 
activos en la modalidad de simulación, porque puede interpretarse que “la 
connivencia con otras personas” no incluya a sujetos fuera del círculo familiar 
5.3. Marco metodológico. 
5.3.1.  Variables.  
5.3.1.1.  Variable independiente: sujeto activo. 
5.3.1.2. Variable dependiente: omisión a la asistencia familiar (Cas. 
2832-2011, pag. 11) 
5.3.1.3. Variable dependiente: Simulación, Legitimación en la causa del 
menor de edad quien no cuenta con una cuota concreta de alimentos, 
para debatir los contratos de compraventa celebrados por su padre. 




5.3.2. Cuadro de operacionalización de variables 
CUADRO DE OPERACIONALIZACION DE LAS VARIABLES E INDICADORES 
Variable 
Independiente 
Indicadores Sub Indicadores 
Omisión a La 
Asistencia Familiar 
- elementos objetivos 
- elementos subjetivos 
-   
- Doctrina penal  
- Sentencias judiciales 
-Jurisprudencia 
- bien jurídico protegido 
- Consumación 
- sujeto activo 
- sujeto pasivo 
 
- Doctrina penal  
- Sentencias judiciales 
-Jurisprudencia 
- legislación comparada 
- Doctrina penal  




INDICADORES SUB INDICADORES 
Simulación 
- Regulación jurídica de la simulación 
 Código Civil 
-Teoría del acto jurídico 
 
-Simulación de acto jurídico 
Simulación en la  OAF. 
Sujeto activo del 
delito de omisión 
Diferencia de sujeto activo general y el 









5.3.3. Método de estudio. 
5.3.3.1. Método exegético: La norma es estática e inobjetable. Las 
controversias encuentran respuesta en la ley. 
5.3.3.2. Método dogmático: Considera solo las fuentes formales del 
derecho. 
5.3.3.3. Método funcional: Este método toma en cuenta los hechos a 
través de la casuística y la jurisprudencia. (Ramos, 2016). 
5.3.4. Tipo de estudio. 
La presente investigación es descriptivo, jurídico – explicativo: es 
descriptivo, ya que explicar o deducir circunstancias que se esté 
presentando en un caso el cual analizamos (anexo 02,03,04) ; en cuanto a 
explicativo se aplica describiendo todas sus dimensiones, se describirá las 
consecuencias en la actuación del abogado la falta de regulación de la 
connivencia en el proceso de OAF, y también es jurídico ya que gracias a la 
doctrina encontrada y a las fuentes internacionales nos damos cuenta 
















6. Plan de actividades y calendario. 
N
° 
           Meses 
Actividades 
Setiembre Octubre Noviembre Diciembre  Enero 
1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 
1 Elaboración del 
proyecto 
                    
2 Presentación 
del proyecto 
                    
3 Aprobación del 
proyecto 
                    
4 Sustentación 
del proyecto 




                    
6 Presentación 
de resultados 
                    
7 Elaboración de 
conclusiones y 
sugerencias 
                    
8 Sustentación 
de la tesis 










Elaboración del proyecto % de logro 
Tema, título y objetivos 12.5% 
Fundamentación o justificación del tema 12.5% 
Descripción del contenido 12.5% 
Plan de actividades y calendario 12.5% 





Sustentación del proyecto % de logro 
Presentación del proyecto 12.5% 
Aprobación del proyecto 12.5% 















































Alimentista: Es la persona que tiene un derecho a reclamar el cumplimiento de una 
obligación de prestación de alimentos, tomando en cuenta que se deben los alimentos 
tanto los descendientes y ascendentes. (REA, 2010) 
Connivencia: según el diccionario de la REA, es aquella tolerancia en el superior acerca 
de las transgresiones que cometen sus inferiores contra las reglas o las normas en las 
que viven. Otro significado de connivencia es la confabulación (REA, 2010) 
Confabulación: según la REA, es una acción y efecto de confabular o confabularse. 
Obligado: es la persona que tiene un deber alimentario dictado por una resolución 
judicial. (REA, 2010) 
Omisión: es la renuncia o abandono de no hacer algo que le es encomendado o tiene 
por cumplirlo. (REA, 2010) 
Sujeto activo: es aquel individuo que tiene el dominio del hecho delictivo, es la persona 
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